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Se abre la sesión a las diez y quince minutos de la
mañana.

ELECCIÓN DE VACANTES. MESA COMISIÓN:

— ELECCIÓN DE SECRETARIO SEGUNDO (Nú-
mero de expediente 041/000019).

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señoras y seño-
res diputados, se inicia la sesión conforme al orden del día.
Punto número 1, elección de secretario segundo. Van a ser
llamadas SS. SS. para proceder a la votación.

(Por el señor letrado de la Comisión se procede al
llamamiento de los miembros de la Comisión que depo-
sitan su voto en la urna preparada al efecto.)

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder al escruti-
nio de los votos.

Efectuado el escrutinio, dijo:

El señor PRESIDENTE: Con 25 votos a favor y nueve
en blanco, queda elegido don Ángel Díaz Sol como secre-
tario segundo de la Mesa, a quien rogamos que se incor-
pore a la misma. (Aplausos.)

Antes de conceder la palabra y dar la bienvenida al se-
cretario general de Empleo, señor Pimentel, quisiera dar la
bienvenida igualmente a la nueva letrada de esta Cámara,
señora Revuelta, que nos acompaña hoy. Espero que esta
asistencia primera a una Comisión del Congreso de los Di-
putados, en este caso la nuestra, no sea la última, y que la
veamos incorporada a nuestras tareas.

PREGUNTAS:

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE MEDIDAS
PARA QUE LAS AUTORIDADES COMPETEN-
TES EN REGISTRO DE CONVENIOS COLEC-

TIVOS INTENSIFIQUEN LA VIGILANCIA
CONTRA LA DISCRIMINACIÓN POR SEXO
EN LOS MISMOS, INCLUSO EN MATERIA
TERMINOLÓGICA (Número de expediente
181/000807).

El señor PRESIDENTE: Vamos a conceder, en primer
lugar, la palabra al señor Peralta Ortega para que formule
la siguiente pregunta: Medidas para que las autoridades
competentes en registro de convenios colectivos intensifi-
quen la vigilancia contra la discriminación por sexo en los
mismos, incluso en materia terminológica.

Tiene la palabra el señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Quiero hacer mías, en
nombre de todos los diputados, las palabras del presidente
referidas a la letrada, cuya presencia saludo y a la que de-
seo éxito que irá en beneficio de todos por su asesora-
miento. Quiero darle las gracias al señor secretario general
de Empleo por su comparecencia y paso a formularle la
primera pregunta.

Señor secretario general, decidí formular esta pregunta
a raíz de una información que leí en un periódico valen-
ciano. Decía: El titular del Juzgado de lo Social número 2
de Alicante cuestiona en una sentencia el término mujeres
de limpieza, que figura en el convenio vigente de indus-
trias de panadería de Alicante. Y añade el magistrado:
Como si el hombre no pudiera ocuparse de tales meneste-
res.

A raíz de esta noticia, recordé que en mi práctica de
abogado laboralista eran incontables los convenios en los
que había visto el término mujeres de limpieza. Era algo
absolutamente normal en mi vida profesional y no me ha-
bía llamado la atención —tengo que decirlo—, porque
llega un momento determinado en que esa normalidad no
llama la atención. La acertada reflexión de este magistrado
me hizo pensar que evidentemente era una discriminación
tremenda. Este convenio había sido acortado por empresa-
rios y trabajadores, pero había pasado los trámites del re-
gistro de la Administración. Este hecho me hizo pensar
que estamos ante una situación peculiar, que le planteo
porque, preparando posteriormente esta intervención —se



lo comentaba a usted en esta misma sala—, me he dado
cuenta de que el tema trasciende de los términos estrictos
de la pregunta, aunque usted me conteste en los mismos.

En el ámbito laboral, como sabe usted perfectamente,
buena parte de la normativa no procede del Estado, hay
una capacidad de normativa vía convenios colectivos de
los empresarios y trabajadores. Esto constitucionalmente
es así, deseablemente es así y cuanto más, mejor. Pero esto
nos enfrenta a una realidad, y es que estos agentes sociales
pueden acordar normas legales que desconozcan algunos
de los principios constitucionales. La Administración tiene
que llevar a cabo un papel de control de esa legalidad, de
ese cuerpo normativo que la Constitución reconoce a los
agentes sociales. Es evidente que la Administración debe
desempeñar un papel activo de seguimiento, especial-
mente en aquellas materias en las que se constate que
puede existir un riesgo de graves incumplimientos o per-
juicios. Desde luego, la discriminación de la mujer es un
tema preocupante en nuestro país y en el que todos debe-
mos comprometernos para corregirlo.

Me consta, señor secretario general y le consta a usted
también, que por parte de los agentes sociales hay una con-
ciencia creciente en relación con este tema. De hecho, en el
preámbulo del acuerdo interconfederal sobre negociación
colectiva, firmado en el marco de lo que conocemos como
reforma laboral, del pasado año, literalmente se afirma que
los convenios colectivos deben poner especial cuidado en
evitar la expresión de medidas, estipulaciones o compro-
misos que puedan implicar discriminaciones por sexo, raza
u otros. Esto indica que por parte de los agentes sociales
existe esa conciencia de que su propia capacidad norma-
tiva no puede incidir en este tipo de problemas.

Hoy tenemos que hablar de qué hace la Administra-
ción, en concreto, en relación con este término que con-
tiene la pregunta en cuanto al control y a la terminología
porque,  desgraciadamente, ésta tiene también un claro
contenido discriminatorio, como es el término mujeres de
limpieza que, insisto, yo he conocido con absoluta norma-
lidad en muchos convenios colectivos que he tenido que
manejar.

Evidentemente, el tema va más allá. Tendremos ocasión
de hablar de él y de plantearlo en términos positivos y
constructivos y de encontrar soluciones que avancen en
este terreno; terreno en el que no sólo estamos implicados
los agentes políticos y la Administración sino también los
agentes sociales y económicos. Entre todos debemos con-
seguir que se avance en esta materia.

Me gustaría que me contestara a la pregunta en los tér-
minos en que fue formulada.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Me uno a su felicitación a la señora Re-
vuelta y amplío la felicitación a don Ángel Díaz Sol por su
nuevo nombramiento, en el cual le deseo toda clase de éxi-
tos en sus afanes y esfuerzos parlamentarios, no tan sólo
éxitos sino también estabilidad en el puesto. En una casa,
una comisión y un ministerio que han hecho de la estabili-

dad en el empleo uno de sus frentes, le deseo esos éxitos y
más estabilidad que su predecesor, que creo que ha estado
mes y medio escaso. (Risas.)

La pregunta, que efectivamente es muy concreta, encie-
rra un problema grave e importante. ¿Existe discrimina-
ción de la mujer en el ámbito legal? Hoy podemos decir
que, en nuestro acervo jurídico, en nuestro edificio norma-
tivo, no existe esa discriminación. Uno podría rastrear en
las leyes en vigor y prácticamente sería imposible encon-
trarla. No sé si en alguna remota ley pudiera existir algún
indicio pequeño, pero podemos decir que tenemos ya un
edificio normativo donde no existe esa discriminación. Yo
me atrevería a decir que en los nuevos convenios es muy
raro que aparezca discriminación alguna, pero esa discri-
minación, que no aparece en los textos jurídicos, que no
aparece en los convenios, como las meigas, haberlas hay-
las. Muchas veces existen principios de discriminación
dentro de la vida normal de la empresa.

¿Cuál es la posibilidad que tiene la Administración la-
boral? Como usted sabe, únicamente tiene un control de le-
galidad, lo ha expuesto usted en su texto. No podemos en-
trar a analizar contenidos, las partes son libres y los conve-
nios son ley para las partes. El Estado, es decir, la Direc-
ción General de Trabajo del Ministerio de Trabajo, sólo
puede ejercer el control de legalidad para aquellos conve-
nios que tengan una amplitud superior a la comunidad au-
tónoma y las autoridades laborales autonómicas para aque-
llos cuyo ámbito sea autonómico. También conoce usted
perfectamente cómo funciona el método. Una vez que se
detecta una posible ilegalidad, y la discriminación lo es
claramente, se devuelve el texto a las comisiones de nego-
ciación para que lo corrijan e incorpore, modifiquen o eli-
minen aquellos aspectos que pueden atentar contra ese
principio de no discriminación.

Efectivamente, se nos plantea ya la mejora de estos
convenios dentro del control de legalidad. Hay que cuidar
el aspecto terminológico, ya que no jurídico, porque aun-
que no aparezcan de forma externa o explícita posibles
motivos de discriminación sí puede haber algunas claves
ocultas que permitan su existencia. Vamos a ser exquisitos
en los aspectos terminológicos. Toda la Administración
—yo puedo hablar en nombre de la Dirección General de
Trabajo del Ministerio— va a ser exquisita en el segui-
miento de estos aspectos.

En el plan de empleo ya tenemos el compromiso de mo-
dificar el artículo 28 del Estatuto de los Trabajadores para
que no aparezca el concepto igual salario, sino igual retri-
bución. Entendemos que la retribución es un concepto más
amplio que el puro salario, pues también entrarían los
complementos y los pluses. En ocasiones hemos detectado
que, en convenios con igual salario, la retribución final
para el mismo puesto era superior para el hombre porque
tenía una serie de complementos no recogidos directa-
mente en convenio, donde sí había esa discriminación. Por
tanto, modificaremos legalmente el Estatuto de los Traba-
jadores para cambiar salario por retribución. Coincido con
usted en que, planteado únicamente el nominalismo, no
parece una cuestión mayor, pero en la realidad tiene extra-
ordinaria importancia.
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En el momento en que tengamos leyes no discrimina-
torias, convenios no discriminatorios, de lo cual estamos
cerca, la sociedad española, particularmente las autori-
dades y los agentes sociales deben hacerse una pregunta:
¿Qué tenemos que hacer para que no haya discrimina-
ción real? Ahí entra, primero, una acción siempre nece-
saria de la Administración a través de la Inspección de
Trabajo y, segundo, la cultura propia de las relaciones la-
borales en el seno de la empresa. Las organizaciones so-
ciales sí están cambiando su línea o dando un protago-
nismo muy importante a esta cuestión en sus líneas ge-
nerales, pero hay que bajar ya ese nivel a la vida de la
empresa, donde habrá que introducir nuevas culturas y
nuevos hábitos.

Creo que con este compromiso contesto la pregunta
concreta que, con gran acierto, S. S. formulaba.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE MEDIDAS
ANTE LA CONSTATADA SITUACIÓN GENE-
RAL DE NIVELES DE RUIDOS SUPERIORES A
LOS MÁXIMOS LEGALES EN DETERMINA-
DAS SECCIONES DE EMPRESAS TEXTILES
(Número de expediente 181/000808).

El señor PRESIDENTE: Pasamos al siguiente punto,
medidas ante la constada situación general de niveles de
ruido superiores a los máximos legales en determinadas
secciones de empresas textiles, que formula don Ricardo
Peralta. Tiene la palabra.

El señor PERALTA ORTEGA: Señor secretario gene-
ral, a finales del año 1996, primeros de 1997, se llevó a
cabo por parte de un departamento de la Universidad Poli-
técnica de Valencia, en cooperación con determinadas mu-
tuas de la Seguridad Social, un estudio de niveles de ruido
en empresas textiles. Se analizaron veinte empresas radi-
cadas en las comarcas valencianas más especializadas en
la producción textil: mantas, tintes, confección, moquetas,
etcétera, y se obtuvieron unos resultados ciertamente preo-
cupantes.

Para que se haga una idea el señor secretario general, de
acuerdo con ese informe, el 35 por ciento de los trabajado-
res del sector textil soporta niveles de ruidos superiores a
85 decibelios. Esta cifra es un nivel que la Organización
Mundial de la Salud considera perjudicial, pero es que se
puede llegar hasta 110 decibelios en el caso de los trabaja-
dores empleados en la maquinaria que se denomina telares
de lanzadera. Esta situación de los 110 decibelios se cons-
tataba en una empresa para los veinte trabajadores de esa
sección. El estudio realizado pone de manifiesto que la
persistencia de la exposición a esta situación produce, in-
discutible e inevitablemente, un grave deterioro de la ca-
pacidad auditiva de estos trabajadores, así como un preo-
cupante nivel de desprotección, de incumplimiento del
Real Decreto 1316/1989, en el sentido de que sólo uno de
cada tres trabajadores utiliza elementos de protección, lo
que da lugar a que los trabajadores sometidos a esas condi-

ciones de ruido puedan perder la capacidad total de audi-
ción en el plazo de diez años.

Este estudio que, insisto, estaba realizado por un depar-
tamento científico cualificado de la Universidad Politéc-
nica de Valencia, en colaboración con mutuas, era conti-
nuación de otro que se había realizado en el año 1995 en la
industria de madera. En ambos se constataba esta realidad
de niveles de ruido por encima de las previsiones legales y
con un grave deterioro para las condiciones de salud labo-
ral de los empleados.

A mí me gustaría saber, en la medida en que la Admi-
nistración tiene conocimiento de esta realidad, qué actua-
ciones va a llevar a cabo para resolver este problema que
es complejo y complicado y respecto al que es necesario
que las empresas asuman una cultura de protección. Sin lu-
gar a dudas, es mucho más rentable la protección que pro-
vocar deterioro de las condiciones laborales de los trabaja-
dores, lo que implica a su vez que éstos asuman también
una cultura de protección. En definitiva, es un esfuerzo
complejo en el que la Administración tiene que llevar a
cabo una actuación prioritaria y protagonista.

Me gustaría saber qué actuaciones va a llevar a cabo la
Administración en relación con este sector concreto.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el secretario
general de Empleo, señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): La salud laboral, en concreto en relación
con la exposición a ruido, debe ser una tarea de salva-
guarda de determinados valores laborales y personales que
corresponde a la Administración. ¿Cómo puede actuar la
Administración, el Estado, para proteger a los trabajadores
o para mejorar este ámbito de trabajo? Desde dos frentes
fundamentales: uno, el legislativo y, otro, la actuación de
la Inspección de Trabajo. ¿Qué normas están en vigor ac-
tualmente que fijan los límites y los niveles adecuados o
inadecuados en el ámbito estricto del ruido? La legislación
vigente en España es, en primer lugar, la Ley 31/1995, de
prevención de riesgos laborales, y el Decreto 1316/1989 al
que ha hecho referencia S. S., sobre protección de los tra-
bajadores frente a los riesgos derivados de la exposición al
ruido durante el trabajo.

En la Comisión nacional de seguridad y salud en el tra-
bajo, donde están presentes comunidades autónomas, sin-
dicatos, empresarios y la propia Administración general
del Estado, hemos hecho un esfuerzo muy importante para
adaptar nuestras normas laborales a las directivas euro-
peas. Le podría decir, sin ninguna jactancia, que, en gene-
ral, en cuanto a normas, estamos en un nivel de protección
equiparable, por no decir más avanzado que algunos países
en algunos ámbitos, al de la Unión Europea.

La aplicación conjunta de esta ley y del real decreto de-
termina la responsabilidad del empresario, que deberá rea-
lizar la prevención de los riesgos mediante cuantas medi-
das sean necesarias para la protección de la seguridad y sa-
lud de los trabajadores, por lo cual tendrá que tener en
cuenta uno de los principios básicos y generales de la pre-
vención, que es evitar el riesgo, concretamente, evitar y
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disminuir el ruido ambiental. En el caso de que sea estric-
tamente imposible, entraría la protección individual de los
trabajadores, pero en el primer nivel hay que evitar ese
riesgo y tomar las medidas adecuadas para disminuir ese
nivel de ruido ambiental. Desgraciadamente, no siempre
será posible y quedarán niveles residuales de riesgo, para
lo que no habrá otra solución que utilizar, por parte de los
trabajadores que lo padecen, los equipos apropiados de
protección individual puestos a su disposición por el em-
presario. Nacería una nueva responsabilidad del empresa-
rio, que es la puesta a disposición, y una nueva responsabi-
lidad del trabajador, que es el uso de estos medios regla-
mentariamente determinados.

Aunque en el real decreto sobre ruidos se fijan valores
límites de exposición —hacía S. S. referencia a ello— y se
determina la obligación empresarial de hacer todo lo posi-
ble por reducir los niveles de exposición al ruido por de-
bajo de tales valores límites, al mismo tiempo se determi-
nan diversas medidas preventivas de mayor o menor en-
vergadura, según sean mayores o menores los niveles de
presión acústica. En los casos en que se superen estos va-
lores límites —ha puesto S. S. un caso— se obliga al em-
presario a tomar otras medidas añadidas, entre las cuales
destacan análisis de las causas de la superación del límite,
por qué se supera, si es inevitable y un programa de medi-
das técnicas específicas dirigido a la disminución de la ex-
posición de ruidos. La norma señala claramente, además,
que en los casos en los que en el puesto de trabajo no re-
sulte técnica y razonablemente posible reducir el nivel de
exposición al ruido por debajo de los límites establecidos
se deberán adoptar medidas preventivas reforzadas, entre
las cuales se destaca un reconocimiento médico anual de la
función auditiva y la obligatoriedad de utilizar protectores
auditivos adecuados que reduzcan la exposición real por
debajo de los límites.

En cuanto a la segunda línea de trabajo que la Adminis-
tración considera necesaria e importante para hacer cumplir
el edificio normativo que da esa cobertura suficiente (el mi-
nistro lo ha expuesto en Pleno y Comisión), debemos des-
tacar la actuación de 1998, encaminada a vigilar el cumpli-
miento de las normas que desarrollan la seguridad y salud
en el trabajo, entre las cuales el ruido tiene una mención es-
pecífica importante. La Inspección de Trabajo está desarro-
llando una buena labor de control sobre el cumplimiento de
la normativa con actuaciones específicas en el sector textil.
Estas actuaciones van desde la realización de mediciones
ambientales, programas de eliminación y disminución de
riesgos, constatación de la existencia de medidas de protec-
ción individual y colectiva, realización de reconocimientos
médicos y una amplia tarea de formación e información a
los trabajadores de este sector sobre las condiciones de se-
guridad que deben aplicar para reducir el riesgo.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pe-
ralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Señor secretario gene-
ral, es verdad que la protección de la salud y la integridad de
los trabajadores en nuestro país es una tarea ardua y com-

pleja pero, a su vez, urgente. Tendremos ocasión de tratar
este tema posteriormente, pero los datos son preocupantes.

Traigo a colación un tema que afecta, aunque no de una
manera escandalosa, a la salud laboral. Es un daño lento y
continuado que sólo afecta a una parte de la integridad del
trabajador, la capacidad auditiva, pero que pone de mani-
fiesto la multiplicidad de causas que terminan produciendo
un resultado rechazable y dañino, cual es la pérdida de salud
íntegra de los trabajadores. Es verdad que en nuestro país te-
nemos un cuerpo normativo bastante actualizado, aunque
siempre mejorable, entre otras cosas porque muchas de es-
tas realidades vienen condicionadas por evoluciones tecno-
lógicas como mejores máquinas que eviten ruido, nuevos te-
lares que sustituyan a los antiguos y que tengan menor inci-
dencia en la capacidad auditiva de los trabajadores, etcétera.
Por tanto, hay que estar mejorando la normativa porque la
condiciones laborales cambian siempre.

Me surge una duda, señor secretario general, que le tras-
lado. Dice usted que una de las prioridades de la Inspección
de Trabajo en este año 1998 es la vigilancia del cumpli-
miento de la normativa. Sin perjuicio de que la Inspección
de Trabajo actúe en aquellos sectores con más grave inci-
dencia: la construcción, minería, el mar, donde la pérdida de
vidas humanas es más evidente, sería necesario descender a
actuaciones más específicas, en concreto, en el sector textil
en cuanto a la existencia de ruido ya que en otros sectores,
por ejemplo en banca, no es éste un factor de riesgo. Sería
necesario avanzar paulatinamente en la elaboración de aná-
lisis concretos de sectores productivos, estableciendo un
diagnóstico específico de los riesgos más importantes, com-
prometiendo a empresarios y trabajadores, a las organiza-
ciones sindicales y empresariales en medidas concretas para
corregir esta situación. Ello contribuiría a crear una cultura
de prevención, y la mejor manera de hacerlo es correspon-
sabilizar a los agentes económicos y sociales en la misma.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Le remitiré a S. S., porque puede ser de
interés, las actuaciones de la Inspección de Trabajo en el
sector textil para que pueda enriquecer su conocimiento de
cuál es la tarea realizada.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE ACTUACIO-
NES DE LA ADMINISTRACIÓN EN RELACIÓN
CON LOS EMIGRANTES ESPAÑOLES QUE
HAN TRABAJADO EN SUIZA PARA QUE TEN-
GAN CONOCIMIENTO DE SUS DERECHOS EN
RELACIÓN CON LA PREVISIÓN PROFESIO-
NAL O SEGUNDO PILAR DE DICHO PAÍS (Nú-
mero de expediente 181/000905).

El señor PRESIDENTE: Punto cuatro del orden del
día: Actuaciones de la Administración en relación con los
emigrantes españoles que han trabajado en Suiza para que
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tengan conocimiento de sus derechos en relación con la
previsión profesional o segundo pilar de dicho país, pre-
gunta que formula el señor Peralta Ortega, que tiene la pa-
labra.

El señor PERALTA ORTEGA: El señor secretario ge-
neral conoce perfectamente que el ordenamiento de la Se-
guridad Social en Suiza, como en general el de otros países
europeos —progresivamente nuestro sistema también se
va aproximando—, contempla un doble nivel, lo que se co-
noce como el primer pilar y el segundo pilar. En el caso de
Suiza, el primer pilar incluye los seguros federales de ve-
jez, supervivencia e invalidez, y forma parte del contenido
recogido en el convenio bilateral entre España y la Confe-
deración Helvética. El segundo pilar se establece obligato-
riamente en aquel país a partir del año 1985, tiene un ca-
rácter profesional y complementario y está gestionado por
unas instituciones de previsión privada, no incluyéndose
sus prestaciones en ese convenio hispano-suizo.

Esta realidad normativa ha sido aplicada a un buen nú-
mero de trabajadores españoles que, en su día, se vieron
obligados a emigrar y trabajaron en Suiza. Posteriormente,
han regresado a nuestro país y seguramente por esa condi-
ción de emigrante y por la complejidad normativa, má-
xime cuando lo es de un país que no es el tuyo, desconocen
los derechos que tienen. Me consta que determinadas auto-
ridades españolas, en concreto el Consulado General de
España en Ginebra, han llevado a cabo un trabajo impor-
tante en esta materia en la que ya se han producido resulta-
dos significativos que se pueden cuantificar que, además,
benefician a un buen número de trabajadores de nuestro
país a los que simplemente se les pagan los derechos que
han generado trabajando en el extranjero. Es bueno que se
conozca esta situación y la mejor manera de hacerlo es que
la Administración central, en la medida en que es compe-
tencia suya, vía Asuntos Exteriores y Seguridad Social,
lleve a cabo una campaña dirigida a ese conjunto de traba-
jadores españoles que en su día prestaron servicios en el
extranjero y que hoy se encuentran en nuestro país para
que tengan conocimiento puntual de la totalidad de dere-
chos, puedan reclamar a esos países en los que han estado
trabajando y, en función de esos trabajos, puedan ejercitar,
en la medida en que lo consideren oportuno, sus derechos.
Me gustaría saber qué actuaciones se llevan a cabo por
parte de la Administración.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, el ordenamiento de la Seguridad
Social en Suiza contempla una doble composición, cono-
cida como primer pilar y segundo pilar. El primero incluye
los seguros federales de vejez, supervivencia e invalidez y
forma parte del convenio recogido en el vigente convenio
bilateral suscrito entre España y la Confederación Helvé-
tica. En cuanto al denominado segundo pilar, constituido
obligatoriamente a partir del año 1985, hay que indicar que
tiene carácter profesional y complementario, está gestio-

nado por instituciones de previsión privada y sus presta-
ciones no se incluyen en el convenio hispano-suizo de Se-
guridad Social.

Las prestaciones incluidas en el primer nivel siguen el
trámite ordinario de los acuerdos administrativos firmados
para la ejecución del convenio, siendo competentes las res-
pectivas organizaciones de enlace para la resolución de los
derechos acreditados. En este sentido y por parte española
actúa el Instituto Nacional de la Seguridad Social, a través
de sus respectivas direcciones provinciales en el ámbito te-
rritorial.

Por lo que se refiere al segundo pilar, en aplicación de
las normas suizas que regulan los fondos de pensiones, si
el trabajador abandona definitivamente Suiza puede solici-
tar la devolución de sus cotizaciones al fondo de previsión
profesional, haber de vejez, o mantener dicho capital y re-
cibir a su debido tiempo la pensión correspondiente. En
1997 las consejerías laborales en Suiza y sus dependencias
han recibido 5.138 solicitudes de devolución de cotizacio-
nes a la previsión profesional —segundo pilar—, de las
cuales 4.174 han sido enviadas por las direcciones provin-
ciales de Trabajo y Seguridad Social y 964 han sido remi-
tidas directamente por los interesados.

Tras el examen de dichas solicitudes se ha constatado
—y es un número muy importante— que 4.596 personas
no tenían derecho a la devolución de las cotizaciones que
reclamaban, bien porque no habían aportado esas cotiza-
ciones, bien porque se demostró que las cajas de pensiones
o las empresas habían abonado ya con anterioridad las co-
tizaciones que ahora solicitaba de nuevo el trabajador,
mientras que en otros 277 casos los solicitantes sí tenían
derecho a recuperar las cotizaciones efectuadas. A finales
de 1997 permanecían pendientes de resolución las 265 res-
tantes. A todas estas personas se les ha informado por es-
crito de su situación y del posible derecho a prestaciones
de jubilación del seguro de vejez y supervivencia cuando
cumplan la edad requerida.

Además, con independencia del examen y resolución
de las solicitudes presentadas, se ha desarrollado una acti-
vidad de oficio a partir de las informaciones facilitadas por
las cajas de pensiones, comprobándose que en otros 481
casos el trabajador había aportado cotizaciones y no las ha-
bía reclamado por lo que la Consejería laboral localizó la
empresa o caja de pensiones y procedió, en nombre del in-
teresado, a reclamar las cuotas. Es una actividad impor-
tante y loable de la que nos hemos felicitado porque partió
de oficio y de la Administración. En conjunto, en el año
1997 respecto a las personas con derecho a devolución, se
ha recuperado un total de 161.560.000 pesetas, 1.568.546
francos suizos.

Como ya se indicaba antes, además de analizar indivi-
dualmente las solicitudes recibidas y de realizar en su caso
las averiguaciones pertinentes para localizar las cotizacio-
nes y proceder a la solicitud de la devolución, la Conseje-
ría laboral y de asuntos sociales efectuó una selección al
azar de 73 cajas de pensiones y les remitió un escrito soli-
citando la lista de trabajadores españoles no residentes en
Suiza que teniendo derecho a las prestaciones no las hu-
bieran solicitado por uno u otro motivo y a la Oficina fe-
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deral de seguros sociales se le ha planteado el problema de
las cotizaciones devengadas y no percibidas, expresándose
el deseo de buscar soluciones para que los titulares de los
fondos accedan a las prestaciones que les correspondan.

Su señoría debe comprender la complejidad de esta ta-
rea, porque existen en la Confederación Helvética entre
12.000 y 14.000 cajas de pensiones y los datos de los be-
neficiarios de los fondos no están centralizados. La recla-
mación de trabajadores españoles y de otros está haciendo
posible que se pongan en marcha en el país reformas legis-
lativas necesarias para poder centralizar estos datos.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pe-
ralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Gracias, señor Pimen-
tel por su detallada contestación.

Decía usted en su intervención que el tema era com-
plejo. Sin lugar a dudas es complejo, tanto por lo que se re-
fiere a la situación en Suiza —ha hecho usted referencia al
número extraordinario de entidades privadas que gestio-
nan este denominado segundo pilar— como por la disper-
sión y multiplicidad de trabajadores españoles que en su
día han trabajado en ese país. Suiza ha sido uno de los 
países donde ha habido una emigración española impor-
tante, cuantitativamente numerosa. Estas dos circunstan-
cias, señor Pimentel, exigen el que la Administración lleve
a cabo una tarea activa. Me consta que se está haciendo esa
tarea. Ha dicho usted que el Consulado español en Ginebra
ha llevado este tema y tengo que decir que me uno a esa loa
del trabajo realizado, que ha producido unos resultados
significativos pero, a tenor de la experiencia, creo que to-
davía mucho por hacer y yo le animaría a que lo llevara a
cabo porque puede producir resultados importantes en de-
fensa de los derechos de trabajadores españoles que tuvie-
ron la desgracia de tener que emigrar para encontrar em-
pleo o por otras circunstancias y que deben recibir el res-
paldo de nuestro país para que les sean reconocidos en su
integridad los derechos que hayan podido generar y no se
pierdan por error, ignorancia o cualquier otra circunstancia
de los propios trabajadores, o por la complejidad de la nor-
mativa de un país extranjero. La Administración puede co-
nocer quienes han estado prestando servicios allí y propor-
cionarles un mínimo de información para que sepan si tie-
nen o no derecho a esta prestación. Ello sería positivo y se
obtendrían resultados en la línea de los alcanzados hasta
ahora.

Señor Pimentel, ampliando un poco el tema —no sé si
está usted en condiciones de contestarme—, me gustaría
referirme a que la cuestión estaba ligada a la posibilidad de
que Suiza se hubiera integrado en el espacio económico
europeo, posibilidad que finalmente aquel país rechazó en
un referéndum y que hubiera tenido incidencia en esta ma-
teria. Me consta que en un momento determinado se dijo
que se estaba renegociando un acuerdo por parte de la
Unión Europea y Suiza que incluiría temas relativos a la
Seguridad Social. No sé si está en condiciones de expli-
carme este tema o decirme en qué medida está haciendo
gestiones la Administración española para establecer pe-

ríodos transitorios que no afecten ni perjudiquen posibles
derechos de ciudadanos españoles. Si puede referirse a
esta materia, le agradecería que me diera alguna informa-
ción.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Teniendo conocimiento del proceso de
negociaciones —varias veces hemos estado en Suiza por
este tema jurídico, que es uno de los más complejos que
quedan—, desgraciadamente hoy no le puedo anticipar
nada porque no tengo la última información de un tema
que cambia. Le confirmo que efectivamente se está nego-
ciando en esa línea y espero —por eso abogamos todos—
que tenga un feliz término que permita la protección de los
muchos trabajadores españoles que durante un período de
su vida desarrollaron su actividad laboral en Suiza.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE MEDIDAS
PARA DEPURAR LAS RESPONSABILIDADES
QUE PROCEDAN POR LOS INCUMPLIMIEN-
TOS CON LOS TRABAJADORES VALENCIA-
NOS DESPLAZADOS COMO TEMPOREROS A
CENTROS DE HORTICULTURA EN HOLANDA
A TRAVÉS DE LA AGENCIA HOLANDESA
AGO Y LA ESPAÑOLA JUVENTUD PROFESIO-
NAL (Número de expediente 181/001022).

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto quinto del
orden del día, pregunta que formula igualmente el señor
Peralta acerca de las medidas para depurar las responsabi-
lidades que procedan por los incumplimientos con los tra-
bajadores valencianos desplazados como temporeros a
centros de horticultura en Holanda a través de la agencia
holandesa AGO y de la española Juventud Profesional.

Tiene la palabra el señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Señor secretario gene-
ral, doy por reproducido el tenor de la pregunta que ha 
leído el presidente de la Comisión. Me gustaría saber qué
actuaciones y qué medidas se han llevado a cabo por las
autoridades españolas.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): A principios del pasado mes de octubre,
señorías, 200 españoles se desplazaron a los Países Bajos
para trabajar en la confección de mercancía destinada a las
fiestas de Navidad, con intermediación de la empresa va-
lenciana Juventud Profesional, Sociedad Limitada, ETT y
de la empresa de trabajo temporal holandesa AGO. El 7 de
octubre aparece en un importante medio nacional la pri-
mera información al respecto y el 13 continúa con un re-
portaje más extenso, informando que la situación laboral

– 12550 –

COMISIONES 22 DE ABRIL DE 1998.–NÚM. 433



era adecuada y contaba con la conformidad del sindicato
holandés FNV. No obstante, ante las insatisfactorias condi-
ciones laborales, de residencia y manutención y la comu-
nicación del cese de la relación laboral, 140 jóvenes vuel-
ven a España y 68 permanecen por voluntad propia en Ho-
landa, trabajando hasta el 24 de octubre en una nueva rela-
ción laboral con la empresa holandesa.

La Consejería Laboral y de Asuntos Sociales en los 
Países Bajos, en el marco de las competencias que tiene
asignadas para desarrollar la acción protectora del Estado
español hacia sus emigrantes, realizó las siguientes gestio-
nes: contacto con la empresa holandesa de trabajo tempo-
ral AGO, responsable de la colocación de los 200 trabaja-
dores, requiriendo la relación de trabajadores y los lugares
de trabajo. Desplazamiento, el día 14 de octubre, a los lu-
gares de residencia, el albergue juvenil en la ciudad de
Elest, para comprobar las condiciones de trabajo, donde se
verifica que las circunstancias laborales de residencia y
manutención no eran adecuadas. La solución sí se pudo ha-
cer con mucha rapidez y se arregló todo el problema de
manutención de estos trabajadores.

Ante la comunicación a los trabajadores por la empresa
valenciana el día 15 de octubre el cese de su trabajo por
problemas económicos de la empresa holandesa, la Conse-
jería Laboral facilitó las gestiones necesarias para garanti-
zar la manutención y alojamiento de los jóvenes y agilizar
su traslado, con el seguimiento y la visita personal del con-
sejero laboral al albergue, tanto el día 15 como el 16 de oc-
tubre, fecha en la que iniciaron el viaje a España 140 jóve-
nes. Se contactó con el responsable del sindicato holandés
FNV, quien manifestó su compromiso de exigir a la em-
presa AGO el cumplimiento de las normas laborales vi-
gentes en su país. Respecto a los 68 jóvenes que se queda-
ron por voluntad propia, rescindida la relación laboral con
la empresa valenciana, la Consejería Laboral mantuvo
constantes contactos con el sindicato FNV para garantizar
las condiciones de trabajo de los españoles y el cónsul de
España en Amsterdam visitó el centro de trabajo en
Utrecht, donde se encontraban, y ningún trabajador espa-
ñol le manifestó tener problemas.

La inspección de trabajo de Valencia, a su vez, realizó
las siguientes actuaciones en relación con la empresa va-
lenciana Juventud Profesional ETT, Sociedad Limitada, e
intermediaria en el desplazamiento: el mismo día 17 de oc-
tubre, día de llegada de los autobuses españoles proceden-
tes de Holanda, se requirió a la empresa para que compa-
reciera ante la inspección y aportase una serie de docu-
mentos, que entregaron el 24 de octubre, iniciándose las
correspondientes actuaciones para verificar si había exis-
tido una posible cesión ilegal de trabajadores. Tales actua-
ciones concluyeron el 26 de enero de 1998, extendiéndose
acta de infracción a la empresa Juventud Profesional ETT,
Sociedad Limitada, por cesión ilegal de trabajadores a otra
empresa, en cumplimiento de la Ley 14/1994, reguladora
de las empresas de trabajo temporal. La infracción detec-
tada consistió en que la citada empresa española cedió ta-
les trabajadores a la entidad de nacionalidad holandesa
AGO, siendo ésta otra empresa de trabajo temporal, situa-
ción expresamente prohibida por nuestra legislación. Con-

secuentemente, hubo un acta de infracción que contenía
una propuesta de sanción de 2.500.000 pesetas, sanción
que ha sido recurrida por la empresa, por lo que actual-
mente se encuentra pendiente de resolución.

Por último, respecto a las posibles infracciones que en
materia laboral hubieran podido cometerse en territorio
holandés en relación a los referidos 250 trabajadores, es
algo que no puedo contestar en estos momentos, aunque
nuestra Consejería Laboral lo está siguiendo, dado que
pertenece a la competencia de las autoridades holandesas.

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Gracias por su deta-
llada contestación, que pone de manifiesto que por parte de
la Administración española se ha hecho un trabajo posi-
tivo. Tengo que decirle que de este trabajo positivo que se
ha hecho podríamos sacar algunas conclusiones. La pri-
mera de ellas haría referencia a que en un mercado econó-
mico y laboral cada día más abierto estos desplazamientos
de trabajadores se constituyen en una realidad positiva y
que debe merecer un determinado seguimiento por parte
de la Administración, en la medida que se pueden producir
situaciones de explotación por pasar de los mecanismos
establecidos ya y operativos en un país a otro en el que di-
fícilmente funciona.

En este sentido, es difícil sacar conclusiones que pue-
dan conseguir que los mecanismos de protección social no
pierdan su efectividad como consecuencia de estos despla-
zamientos. Habría que ver en qué medida se consigue
avanzar en esta situación y llevar a cabo actuaciones pre-
ventivas que en la medida de lo posible eviten tener que
actuar cuando ya se ha producido un perjuicio. Por tanto,
ésta sería una primera reflexión que plantearía al señor se-
cretario general a la luz de estos acontecimientos. Re-
cuerdo que en otra ocasión anterior, en esta misma Comi-
sión pudimos tratar alguna situación de este tipo. Se ha
planteado en este caso concreto en Madrid, con desplaza-
miento de trabajadores, y por consiguiente creo que es una
realidad que nos obliga a ver cómo mejoramos las situa-
ciones de protección.

La segunda reflexión, señor secretario, hace referencia
a que se trata de empresas de trabajo temporal. Es verdad
que en nuestro país existe hoy legalidad que permite el
funcionamiento de empresas de trabajo temporal, pero no
es menos cierto que se constatan excesos e incumplimien-
tos de la legalidad por parte de esas empresas. Me consta
que por parte de la Administración se hace un seguimiento
de esta realidad y creo que sería bueno que de ese segui-
miento se sacaran conclusiones de cara a conseguir que las
empresas de trabajo temporal puedan cumplir en la reali-
dad las funciones que las justificaban para su legalidad y
no nos encontremos con actuaciones que desbordan la le-
galidad, falsean el mercado laboral y contribuyan a perju-
dicarlo.

Serían dos reflexiones que le plantearía al secretario ge-
neral a partir de una actuación que celebro se haya y lle-
vado a cabo y lamento que se haya tenido que llevar a cabo
en los términos posteriores a los hechos y exclusivamente
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sancionadores, que posiblemente estarán justificados, aun-
que éste será un tema que se establecerá a través de los or-
ganismos administrativos y jurisdiccionales competentes.

El señor PRESIDENTE: Puede responder, señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles). Únicamente quiero ampliar el ámbito de
reflexión. Además, ésta es una reflexión que los responsa-
bles laborales nos hacemos continuamente. Bien es cierto
que existe la Unión Europea tenemos una zona geográfica
amplia donde hay libertad de capital y, como usted bien
sabe, libertad de trabajadores y de personas. Creo que esta
libertad de movimiento es deseable. La movilidad geográ-
fica en lo laboral, siempre que sea una movilidad geográ-
fica positiva, voluntaria y que se haga para mejorar las
condiciones de trabajo, para desarrollar una actividad pro-
fesional en una región o en un país distinto de donde se es
nativo, tiene efectos positivos. Es más, puedo avanzar que
entre todos los países de la Unión Europea podríamos lo-
grar un enriquecimiento mutuo si fueran normales los des-
plazamientos laborales, temporales o indefinidos, en fun-
ción de la voluntad libre de trabajadores y empresarios.

Como usted sabe —y no le podría aportar datos ahora,
ya que es una reflexión que comparto con usted— hubo un
retroceso muy importante, yo creo que afortunado, durante
unos años de la situación de los españoles que trabajaban
fuera de nuestro país, retroceso porque no era una emigra-
ción positiva, sino forzada y por tanto no deseable. Tam-
bién es consciente usted de que España se ha convertido en
un país de inmigración, retornan afortunadamente a su lu-
gar de origen —y éste es un proceso extraordinariamente
positivo— trabajadores españoles, pero de forma simultá-
nea y también afortunadamente empieza a aparecer un
nuevo movimiento, ya no necesariamente de mano de obra
poco cualificada, como fue la emigración de los años se-
senta y setenta, sino de estudiantes, profesionales, incluso
ejecutivos, y es una consecuencia necesaria del proceso de
la Unión, que están ya desarrollando su actividad profesio-
nal en otros países de la Unión Europea. Esto se está incre-
mentando de forma sensible.

Sobre del actual Gobierno, del cual tengo experiencia
personal, me gustaría darle el dato, ya que tenemos mu-
chos miles de desplazamientos laborales y profesionales al
ámbito de la Unión Europea. Respecto a que haya tenido
problemas de cierta entidad esta Secretaría de Empleo,
tengo que decirle que tan sólo se han producido en dos ca-
sos, el de los trabajadores de Berlín, que fueron a una em-
presa fraudulenta, y este caso en el que ha habido una ce-
sión ilegal, como le he comentado, de una ETT a otra ETT.

Si me permite, le digo que son escenarios muy reduci-
dos en un muestreo, es decir está funcionando con mucha
normalidad esta transferencia de personas que trabajan,
ahora con carácter temporal, por lo que no se trata de un
desplazamiento definitivo, incluso los ejecutivos van por
un período temporal; así, pues, esta nueva emigración no
está dando realmente grandes problemas. De hecho, en los
casos que aparecen dificultades nosotros procuramos por

supuesto actuar son la máxima diligencia y todos nuestros
consulados y nuestras consejerías laborales tienen orden
expresa de ponerse a disposición de los trabajadores desde
el primer día, pero por otra parte entiendo que no hay que
magnificar sobre la opinión pública la sensación de de-
samparo en que se encuentran los trabajadores españoles
cuando salen fuera, porque tal desamparo, al menos en el
ámbito de la Unión Europea, no existe. Estos problemas se
presentan a diario dentro de nuestras propias fronteras.
Cuando existe un desajuste hay que solucionarlo, hay que
proteger a los trabajadores, pero es positivo; creo que no
hay que dar una imagen negativa, problemática o de de-
samparo a los trabajadores que salen fuera de nuestras
fronteras, porque entiendo que cuando este desplaza-
miento es voluntario y una consecuencia positiva más de la
Unión Europea, puede dar agilidad a nuestro mercado la-
boral.

En cuanto a las ETT, sabe usted que es una realidad ya
prácticamente en toda Europa; quedaba Italia y también las
van a tener. Creo que desarrollan una tarea sumamente be-
neficiosa, aunque hay aspectos que tenemos que ir mejo-
rando porque es una realidad nueva; hay un control y un
seguimiento estricto; este Gobierno no va a satanizar las
ETT ni tampoco va a hacer una loa pública exacerbada de
las virtudes de la ETT, pero no la va a satanizar porque
cree que tiene una parte positiva, que ha supuesto por lo
pronto que flore mucho empleo que antes estaba sumer-
gido y que permite ahora una vía para canalizarlo dentro de
la realidad, aunque es cierto que ha existido, como la que
hemos comentado, algunas disfunciones propias de un sec-
tor emergente, un sector que en algunos casos bordea si-
tuaciones no suficientemente legislada hasta este momento
y hace que sea, eso sí, objeto de seguimiento muy especial.

Por último, tengo que decirle que hay una mesa abierta
con sindicatos y empresarios para posibles reformas en el
ámbito de la Ley de ETT, en la que se va a incorporar la
restricción a la cesión de trabajadores en aquellas activida-
des y sectores que tengan especial peligrosidad.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE ACTITUD
DEL DIRECTOR PROVINCIAL DEL INSTI-
TUTO NACIONAL DE EMPLEO (INEM) DE VA-
LLADOLID EN LA COMISARÍA DONDE ESTA-
BAN DETENIDOS SUS HIJOS (Número de expe-
diente 181/001187).

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto número 6,
que es la pregunta que formula don Ricardo Peralta acerca
de la actitud del director provincial del Instituto Nacional
de Empleo de Valladolid en la comisaría donde estaban de-
tenidos sus hijos.

Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Señor Pimentel, en un
medio de comunicación de ámbito nacional se recogía el
pasado 16 de enero una información que decía que el Sin-
dicato Unificado de Policía pide el cese del director del
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Instituto Nacional de Empleo Inem, de Valladolid, por
amenazar a policías.

Esta información recogía el texto de un comunicado del
Sindicato Unificado de Policía en el que se pedía a la De-
legación el Gobierno de Castilla y León el cese del citado
director del Inem por abuso y desviación de poder —lite-
ralmente—, al utilizar la potestad que se le ha conferido
para coaccionar el ejercicio legítimo de la labor policial.
Esto decía el Sindicato Unificado de Policía en un comu-
nicado.

Por su parte, el director provincial del Inem en Valla-
dolid, según declaraciones que realizaba a ese diario,
acusaba a los agentes que habían presentado a sus hijos
en las dependencias policiales —se había producido un
incidente de este tipo— de haber causado heridas a los
dos jóvenes al golpearles en la cabeza con la linterna, y
entraba en detalles que me ahorro leer aquí públicamente
por no darles más publicidad. El señor citado, director
provincial del Inem, señalaba a El País su intención de
presentar dentro de poco denuncia contra los policías que
denunciaron a sus hijos, significando que siempre ha te-
nido un respeto escrupuloso a las fuerzas de seguridad,
pero que algunos de sus miembros sólo tienen de bueno
el uniforme.

Sinceramente, señor secretario de Estado, es una situa-
ción poco edificante el señor director del Inem haciendo
estas declaraciones y el Sindicato Unificado de Policía ha-
ciendo estas peticiones en relación con el director provin-
cial del Inem. Ante esta situación le pregunto, tal como in-
dicaba el presidente, si ha realizado el Gobierno alguna in-
vestigación para esclarecer los hechos denunciados, y si
como consecuencia de esta investigación ha sacado alguna
conclusión, porque desde luego no parece que sean el me-
jor ambiente y la mejor actuación por parte de entidades y
autoridades que, en definitiva, guardan relación con la Ad-
ministración del Estado.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Efectivamente no es una situación edifi-
cante, no lo es. Tampoco podría dar la razón a S. S. cuando
dice que son instituciones. En este caso son personas; aun-
que pueden tener una responsabilidad determinada en el
ámbito institucional, se trata de un problema no edificante
que afecta al ámbito personal.

En efecto, como sabe, la noche del 26 de diciembre de
1997, don Luis Cecilio Escorial se personó en una de las
comisarías de policía de Valladolid, tras recibir aviso de
que sus hijos se encontraban detenidos con motivo de una
pelea producida en una discoteca de la ciudad. La inten-
ción de don Luis era interesarse por las causas de la deten-
ción y comprobar el estado en que se encontraban sus hi-
jos. Sin embargo, lo ocurrido allí aquella noche, sobre lo
que usted ha apuntado algunas líneas y no me extenderé,
motivó una denuncia del Sindicato Unificado de Policía
contra él, por estimar que su comportamiento no había sido
correcto. En todo caso la denuncia se ciñe al comporta-
miento que tuvo el director personalmente la noche que

fue a la comisaría, no en el ejercicio de su actividad admi-
nistrativa ordinaria.

A la vista de esta denuncia, el subdelegado del Go-
bierno en Valladolid decidió realizar una información re-
servada con el fin de reunir los datos necesarios para cono-
cer los hechos que se habían producido. Dicha informa-
ción reservada concluyó el pasado 4 de febrero emitién-
dose por parte del subdelegado del gobierno el correspon-
diente informe. Del análisis objetivo de los hechos que se
ha llevado a cabo se desprende, por el informe que nos re-
miten, que la conducta del señor Escorial debe enmarcarse
en el estado de inquietud personal, emocional y de nervio-
sismo de su función de padre ante la situación de sus hijos
que se encontraban en comisaría; preocupación que puede
limitar un tanto el comportamiento puntual de esa noche
en los diez o quince minutos que estuvo allí. Ha entendido
que la actuación del denunciado, que no es loable, no es ni
mucho menos edificante y no tiene relación alguna con el
desempeño de su puesto de trabajo como funcionario, no
desprendiéndose, por tanto, de ella ninguna responsabili-
dad disciplinaria dentro de las vías administrativas.

La denuncia sigue por su ámbito correspondiente, pero
no parece que haya lugar a trámite por vía administrativa
dentro del ámbito propio de trabajo.

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Gracias, señor Pimen-
tel, por su contestación, que creo esclarecedora.

Tengo que decirle, señor Pimentel, que conocía los he-
chos a través de una parte concreta y a través de lo que se
ha publicado en los medios de comunicación. Más allá de
la versión parcial, lo que apareció en los medios de comu-
nicación me parece una situación poco positiva desde un
punto de vista de normalidad democrática.

De lo que usted me dice parece desprenderse que quizá
se produjo algún exceso por parte del director provincial
del Inem aunque no estuviera actuando en esa condición
—parece ser que sí la reclamó en algún momento determi-
nado de sus actuaciones—, pero en todo caso créame, se-
ñor Pimentel, que más allá de lo que pudiera ocurrir en esa
comparecencia del señor Escorial en la comisaría, en la
que hay que entender que la preocupación por la situación
de sus hijos pudiera condicionarle, lo cierto es que a conti-
nuación hace declaraciones públicas a medios de comuni-
cación; declaraciones que no se llevan a cabo el día 26 de
diciembre, sino que aparecen recogidas el 16 de enero en
un medio de comunicación y en las que se permite descali-
ficar, en términos desde luego poco positivos, a miembros
de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado.

Me dice usted que esto no guarda relación con su con-
dición de funcionario de director del Inem. Posiblemente
no guarde relación con su condición de director provincial
del Inme, pero sí creo que guarda relación con su condi-
ción de funcionario del Estado, con su condición de auto-
ridad, y ese tipo de cosas es difícilmente justificable. Esa
distinción que hacen ustedes entre que como director pro-
vincial del Inem cumple y como director provincial del
Inem o como ciudadano se puede permitir descalificar a
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los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado me resulta
defícilmente admisible desde un punto de vista de norma-
lidad democrática.

Creo que ustedes deben reflexionar con tranquilidad so-
bre este tipo de actuaciones, porque en definitiva la Admi-
nistración del Estado es única y quien es autoridad en la
Administración es autoridad en la Administración del Es-
tado. Es verdad que la dirección provincial del Inem tiene
un ámbito de competencias delimitado, pero no es menos
cierto que forma parte de la Administración y que el direc-
tor provincial tiene un nivel de autoridad determinado, por
lo que no es propio ni adecuado que se permita manifesta-
ciones públicas que nos parecen ciertamente poco edifi-
cantes, como usted ha dicho, pero que en mi opinión son
ciertamente rechazables y deberían tener algún tipo de
consecuencias. Estoy convencido de que reflexionando
tranquilamente sobre este tema sacarán ustedes conclusio-
nes más o menos en la misma línea.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Únicamente quiero comentar a S. S. que
mi intervención se ha ceñido a los hechos del día de la co-
misaría. No tenía conocimiento de las posteriores declara-
ciones, pero voy a informarme acerca de las mismas. Toda
mi intervención ha girado exactamente y de acuerdo con el
informe que tengo a mi disposición, en torno a lo que pasó
en la comisaría, repito, que claramente se sitúa en el ámbito
personal en aquel momento y de lo que no se deriva nin-
guna conclusión administrativa. Hay un estado emocional
en la comisaría, el padre entiende lo que usted conoce, que
han sido maltratados, mientras la policía entiende que el
padre se ha enfrentado a ellos. Nosotros hemos entendido
que entraba dentro de ese ámbito y no le hemos dado im-
portancia administrativa. No conocía estas manifestaciones
públicas pero me informaré acerca de las mismas, porque,
repito, mi intervención se ha ceñido a lo derivado del día
26, no a las posteriores informaciones, que no conocía.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE MEDIDAS
PARA REBAJAR EN 1998 LOS ÍNDICES DE SI-
NIESTRALIDAD LABORAL (Número de expe-
diente 181/001287).

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE BALANCE DE
LA SINIESTRALIDAD LABORAL EN EL AÑO
1997 (Número de expediente 181/001288).

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto 7, pregunta
realizada por don Ricardo Peralta, sobre medidas para re-
bajar en 1998 los índices de siniestralidad laboral.

Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Si le parece, señor
presidente, y por una cuestión de orden abordaría las pre-

guntas 7 y 8 simultáneamente, porque hacen las dos refe-
rencia a la siniestralidad laboral, una por lo que se refiere
al balance de 1997 y la otra a las medidas para el año 1998,
por lo que en una única intervención se puede tocar un
tema que, en definitiva, es el mismo.

Por lo que se refiere al balance del año 1997, señor Pi-
mentel, hemos tenido ocasión de discutirlo tranquila y
ampliamente en esta Cámara, no en la Comisión de Polí-
tica Social sino en el Pleno, en virtud de una interpelación
que presentamos hace aproximadamente un mes, donde
tuvimos un debate con el ministro acerca de la realidad
del balance del año 1997 y coincidíamos tanto el ministro
como nuestro grupo, y en general todos los grupos parla-
mentarios, en que la situación era muy preocupante. Se
había producido un incremento significativo de siniestra-
lidad laboral en el año 1997 que no venía motivado por el
incremento que se había producido en la actividad econó-
mica y en la laboral, y esa evolución resultaba más preo-
cupante por cuanto se había producido coincidiendo con
la entrada en vigor de una nueva legislación, y con una
voluntad por parte de todos de corregir un tema que desde
antiguo alcanza en nuestro país unos niveles más que pre-
ocupantes.

Por tanto, sobre ese debate referido al balance del año
1997 (en el que me gustaría, no obstante, que hiciera al-
guna valoración más allá de datos estrictos, que posible-
mente ya son conocidos a través de esa interpelación)
quizá esté el secretario general en condiciones de hacernos
alguna valoración más de conclusiones y de reflexiones
genéricas, sobre todo extrayendo lo que puedan ser líneas
de actuación de cara al futuro, pero yo me quisiera centrar
especialmente en lo que se refiere a este año 1998.

Si decíamos que el balance de 1997 era muy preocu-
pante, creo que en estos momentos, señor Pimentel, esta-
mos de acuerdo en decir que la evolución de este año 1998
es inadmisible y nos obliga a todos a reflexionar sobre lo
que está pasando y qué medidas es necesario adoptar.

La semana pasada tuve conocimiento a través de infor-
maciones, de que en el caso concreto de Madrid se había
producido un accidente que elevaba a 14 el número de
obreros en la construcción muertos en lo que llevamos de
año; decía el medio de comunicación que publicaba esta
noticia que suponía un 40 por ciento más que en el mismo
período de 1997, y hay más informaciones de este tipo, que
al día de hoy, desgraciadamente, ya no están actualizadas.
Ayer, en una reunión que tenía con responsables de la fe-
deración de la construcción de un sindicato, me informa-
ron de que se había producido algún nuevo accidente que
había elevado ya esta estadística. Este tipo de datos coin-
cide con los que tengo conocimiento que se están produ-
ciendo en el país valenciano, donde en el ámbito de la
construcción tuvimos un comienzo de año especialmente
negro. Creo que ayer en Cataluña se producía una movili-
zación de trabajadores del sector de la construcción, entre
otras causas por ésta. En definitiva, insisto, nos encontra-
mos ante una situación inadmisible y que nos debe obligar
a pensar qué hacemos, porque parece que los cambios nor-
mativos que se han llevado a cabo, importantes y positivos
sin lugar a dudas, quizá producirán efectos en un determi-
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nado plazo, pero lo cierto es que en el más inmediato la si-
tuación no puede ir peor.

Digo esto no como crítica a la Administración, lo digo
como una realidad que a todos nos preocupa, por supuesto
a la Administración en primer lugar, y que nos obliga a
aumentar los esfuerzos de todos para que esta situación se
corrija; no sólo se pare sino que se corrija, porque es ne-
cesario que nuestro país no siga en esta senda de sinies-
tralidad laboral ciertamente preocupante desde todos los
puntos de vista y en primer lugar desde el punto de vista
del drama humano. Creo que uno de los trabajadores que
fallecía la semana pasada era un joven en su primer día de
trabajo, que tuvo la desgracia de sufrir un accidente y fa-
lleció. Son realidades que llaman la atención y afectan a la
sensibilidad de cualquier persona. Insisto que en primer
lugar hay que corregirlo por el tremendo daño humano en
coste de vidas, pero en segundo lugar y hay que decirlo
con claridad, porque desde el punto de vista económico
esto tiene un coste inadmisible e inasumible y en algún
momento los empresarios de nuestro país tendrán que
echar cuentas y llegar a la conclusión de que ésta no es
una vía adecuada. Sobre todo también hará falta que por
parte de la Administración se tomen las medidas necesa-
rias para que esta convicción que parece cuesta que entre
por la vía normal de la racionalidad y del sentido común
se haga realidad, aunque sea por la vía imperativa y san-
cionadora.

Ayer, en ese contacto con un sindicato a que hacía refe-
rencia, me decían que los empresarios tienen establecido
que un accidente y una muerte cuestan 15.000.000 de pe-
setas y prefieren jugar a la ruleta rusa, ver si no les toca, se
han ahorrado esos 15.000.000 de pesetas, y por eso no
adoptan las medidas de precaución. No sé si ésta es la rea-
lidad o no, no lo sé; pero sí sé, señor secretario general, que
estamos ante una realidad inadmisible y no podemos refu-
giarnos ya en decir que se han tomado medidas positivas
de cambio normativo, que tarde o temprano producirán
efectos; que se han adoptado medidas positivas en el ám-
bito operativo, que también tarde o temprano producirán
efecto, pero lo bien cierto es que hoy la situación va a peor
y que eso nos obliga a una respuesta.

Sé que seguramente ésta es la pregunta más dura y más
difícil de la serie que le estoy haciendo, pero no se la hago
yo, se la hacen los datos que están en la realidad y que le
obligan a usted como secretario general y, en conjunto al
Ministerio de Trabajo, a dar una respuesta a tono y ade-
cuada a esta realidad.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Efectivamente es una pregunta muy im-
portante en una materia muy sensible. Como usted sabe,
por lo menos así intentamos exteriorizarlo desde el Minis-
terio de Trabajo, existe satisfacción con algunas cifras y
con alguna evolución —la oposición incluso nos dice que
muchas veces practicamos el triunfalismo—, en general en
el ámbito de nuevos empleos, de estabilidad en el mismo,
de avance y mejoras sociales en algún tipo de contrato, en

los que modestamente entendemos que hay un balance po-
sitivo lo cual nos llena de satisfacción.

Sin embargo, hay una materia donde las cifras no ava-
lan la trayectoria de las políticas emprendidas que nos lle-
nan de preocupación y que tenemos que mostrarlas tal
como son. La línea de la casa fue hacer públicos los datos
tal como eran que —como usted insiste en ello— son da-
tos que en ningún caso una sociedad moderna occidental
puede permitir y desarrollar en su seno; por tanto no pon-
dré ni un solo pero a su valoración de las cifras que cantan
por sí solas.

Quiero reconocer la tarea de esta Cámara que ya en nu-
merosas ocasiones ha tratado estas cuestiones, en el último
caso fruto de una interpelación con la comparecencia del
ministro de Trabajo el pasado día 18, interpelación que
posteriormente dio lugar a una moción que fue aprobada
casi por unanimidad y que recoge la serie de líneas de ac-
tuación que es necesario intensificar para conseguir resul-
tados importantes en esta materia de siniestralidad laboral,
línea que el Gobierno —se lo puedo decir— comparte ple-
namente y que tiene el compromiso de desarrollar.

Para una próxima Comisión nacional de Seguridad y
Salud, que vamos a celebrar a principios de junio —los
días, 2, 3 ó 4, no recuerdo exactamente— ya he remitido a
la partes el texto de la moción y del debate para ver cómo
aplicamos y desarrollamos lo previsto en la moción. Nos
parece acertado, y por mis contactos con los agentes socia-
les sé que también se lo parece a ellos, y vamos a incorpo-
rar todos esos elementos; algunos ya estaban puestos en
marcha pero hay que intensificarlos, y se nos apuntaba al-
guna línea novedosa que vamos a recoger. En este caso el
Gobierno, asumiendo que los datos no son nada positivos
sino francamente negativos, entiendo que debe enrique-
cerse con las aportaciones de unos y otros a fin de intentar
solucionar un problema que es gravísimo, para el que no
hay paliativos de ningún tipo y personalmente cuando es-
toy en el despacho y comienzan a llegar los teletipos con
noticia de algún accidente, desgraciadamente en algunos
casos mortales, no sólo siento una sensación de frustración
personal por no poder evitarlo sino la sensación de que en
este momento estamos con unas cifras intolerables dentro
de una sociedad, repito, moderna y occidental. En el caso
del balance del año 1997 que ya conocen, les voy a dar los
datos más destacados que avalan esta gravísima situación
y preocupación compartida; no podría intentar argumentar
a favor de nuestra situación.

Los accidentes con baja laboral fueron 676.644 que su-
pusieron un incremento del 9,8 frente al año 1996. De este
total, 665.000 fueron leves, el 10 por ciento más que en
1996; 10.400 fueron graves, en este caso se produjo una
bajada del 2,7 respecto a 1996; y 1.070 fueron mortales, el
9 por ciento más que el año anterior. Conviene precisar que
cuando hablamos de accidentes mortales también nos refe-
rimos —y es un 30 por ciento— a casos de muerte por pro-
blemas cardiovasculares; los incorporamos, aunque en al-
gunos países europeos no se hace así, y por eso a veces la
comparación estadística resulta compleja. En nuestra si-
tuación, y lo hemos querido mantener sobre todo para que
la comparación relativa sea válida, los problemas cardio-
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vasculares ocurridos en ámbito y tiempo de trabajo se
computan como accidente y muerte laboral, cuando sabe-
mos que una defunción por problemas cardiovasculares no
necesariamente tiene una causa laboral, pero así está.

Por sectores de producción el mayor incremento lejos
de lo que se piensa que parece es en la construcción, se
produjo en el sector servicios con el 12,7 por ciento lla-
mando la atención el fuerte crecimiento que se ha produ-
cido en los accidentes mortales, el 18,2 por ciento. No obs-
tante, al analizar detenidamente el sector servicios los ac-
cidentes se concentran de forma importante en dos ramas
de actividad: transporte y comercio al por mayor. La tasa
de siniestralidad, número de accidentes por cada mil traba-
jadores expuestos al riesgo, ha aumentado en todos los sec-
tores salvo en la construcción donde se ha producido el
descenso de algo más de dos puntos. Sin embargo, la cons-
trucción sigue siendo el sector más problemático desde el
punto de vista de la seguridad, con una tasa del 146,2, la
más alta del conjunto de actividades económicas. Hay que
reconocer la extrema gravedad del sector de la construc-
ción, sin embargo es bueno saber que ha habido un cambio
de tendencia de la construcción y es en otros sectores
donde se está incrementando esa siniestralidad.

Desde el punto de vista territorial, y tenemos que empe-
zar a analizar esta óptica —no es un intento de excluir res-
ponsabilidades, las asumimos y no vamos a hacer ningún
tipo de valoración justificante—, tenemos que ir creando
un sistema de hacer afectiva la distribución de competen-
cias. Las competencias están transferidas en la gestión de
lo que es la seguridad en el trabajo. Al Estado le corres-
ponde la inspección de trabajo y el ámbito de la norma.
Hemos trabajado mucho en normas, hemos incrementado
la inspección en el trabajo y tenemos que mejorar la rela-
ción territorial. Por tanto, se van a empezar a hacer públi-
cos sistemáticamente, porque igual que nosotros lo hace-
mos público a nivel nacional enriquece y aporta al debate
nacional y al conocimiento público la ratio y las tasas por
cada comunidad autónoma. Bien es cierto que aunque la
siniestralidad se distribuye por sectores, también lo se que
se distribuye por comunidades autónomas, y las hay que la
tienen más alta que otras. Sin entrar en otro tipo de valora-
ción, es bueno el conocimiento público y el especial énfa-
sis de la actuación correspondiente en aquellos territorios
de la Administración laboral competente más preocupante.

El grupo de comunidades autónomas que se encuentran
por encima de la media son: Asturias, Castilla-La Mancha,
País Vasco, Cataluña, Comunidad Valenciana, Murcia, Na-
varra y Baleares. El grupo de comunidades autónomas que
se encuentran por debajo de esta media es: Andalucía, Ara-
gón, Cantabria, Castilla y León, Extremadura, Galicia y
Madrid. Hay un tercer grupo que se encuentra en la media
y está formado por Canarias y La Rioja.

Al estudiar las causas del accidente, uno tiene la sensa-
ción de que se pueden evitar; no son muertes necesarias y
hubiera sido fácil evitarlas. La forma más frecuente de ac-
cidentarse es el sobreesfuerzo que podría haberse evitado
con el conocimiento de los límites humanos y algunas li-
mitaciones de carga; y la causa más grave de las mortales
si exceptuamos la cardiovascular —que es bueno que lo

sepamos, aunque no la asumamos—, es la caída a distintas
alturas. No se entiende que en el día de hoy sea origen o
fuente de accidente mortal la caída de distinta altura,
cuando se podría evitar con protecciones, con barreras 
—aunque en algún caso puede existir por negligencia— y
con poco esfuerzo e inversión.

Los agentes materiales implicados más frecuentemente
son los materiales de trabajo, siendo de repercusión más
grave los medios de transporte. También incluimos esta es-
tadística, y no pasa en otros países pero vamos a seguir in-
cluyendo, los accidentes in itinere. En este caso también es
bueno el conocimiento por SS. SS. de la consideración
como accidente laboral los ocurridos en trayectos in itinere.

En lo que se refiere a la relación contractual, se observa
un crecimiento constante en el mayor riesgo de siniestrali-
dad entre los trabajadores temporales respecto a los de
contratos indefinidos. También lo hemos hecho público, es
una acción valiente del Gobierno que pone encima de la
mesa —y dando razón a alguna fuerza política que lo había
denunciado en esta Cámara con insistencia— todos los da-
tos que acreditan que experiencia y formación van inversa-
mente relacionados con siniestralidad. A más experiencia
y más formación, menos siniestralidad; a menos experien-
cia y menos formación, más siniestralidad, por tanto tene-
mos que sacar conclusiones de esta relación continua-
mente demostrada.

He hecho una información muy reducida yendo a lo más
significativo de cada dato, que no son buenos resultados y
son preocupantes. En esto tenemos la responsabilidad eje-
cutiva del Gobierno, y la legislativa de todos, de SS. SS.
también. Hemos trabajado durante un año intensamente
trasponiendo todas las directivas europeas. Se ha hecho un
esfuerzo extraordinario por parte de los agentes sociales y
comunidades autónomas en adaptar la normativa europea.
Ha habido diecisiete decretos, es decir, hemos levantado un
edificio en muy poco tiempo y ya tenemos toda la norma-
tiva europea que estoy seguro va a tener influencia, pero
podemos caer en un estado de frustración y dar un mensaje
de desengaño a la sociedad de que hemos construido pape-
les que no están teniendo reflejo en la realidad.

¿Qué podemos hacer para intensificar y trasladar las
bondades que encierra ese papel a resultados concretos de
reducción de siniestralidad? Hay que hacer todo lo deri-
vado de la inspección de trabajo. La prioridad de la inspec-
ción este año es comprobar las condiciones de seguridad y
salud en el trabajo. Aportaré una actuación detallada de la
evolución de las acciones de la inspección de trabajo. Antes
era en el sector textil, y lo vamos a aportar en su conjunto
para que se pueda evaluar cuál ha sido la evolución de las
actuaciones de la inspección, pero aparte de esta faceta co-
ercitiva y necesaria hay que avanzar en lo que es el cambio
de la cultura y mentalización de la sociedad, del empresa-
rio, por supuesto, pero también del trabajador. Nuestras le-
yes establecen siempre la responsabilidad del empresario,
es bueno y justo que sea así, no hay otra vía y va a ser la lí-
nea de trabajo que vamos a mantener, pero pediría y lo hago
continuamente a las organizaciones sindicales, una tarea de
formación y de más concienciación de los trabajadores. A
la empresa se le va a exigir y son los objetivos de nuestra
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inspección de trabajo, pero también hay que hacer un es-
fuerzo importante por parte de los trabajadores; deben men-
talizarse que existe riesgo y no trabajar en condiciones que
supongan incremento de este riesgo.

La moción del 24 de febrero, aprobada por unanimidad
en esta Cámara, trae varias conclusiones que vamos a im-
pulsar. Se va a constituir la fundación prevista y quiero que
sea a lo largo de este año para que entre en vigor el día 1 de
enero. Ya hemos tenido la primera reunión con los agentes
sociales y esta fundación para evitar riesgos laborales va a
ver la luz —vamos a hacer un esfuerzo— en el segundo se-
mestre de este año, si hace falta una pequeña dotación pre-
supuestaria para que inicie sus trabajos, habilitaremos esa
dotación para que el próximo año pueda tener actividad or-
dinaria a velocidad de crucero.

El desarrollo reglamentario pendiente, aunque ha per-
dido el protagonismo, lo vamos a finalizar, pero casi no lo
vamos a decir. No se trata de hacer más leyes —que tam-
bién—; se trata de evitar el incremento de la siniestralidad
laboral. Hemos desarrollado un plan de las mutuas que se
va a incrementar y creo que también va a dar un resultado
importante; se va a desarrollar, como se decía en la mo-
ción, la labor formativa, de investigación, de divulgación y
control de la inspección. A veces se quejan los comités de
empresa o los propios empresarios de que la inspección,
sólo parece interesada por los asuntos de la seguridad en el
trabajo, lo cual sin ser totalmente cierto lo que es en cuanto
a que la prioridad de la inspección está siendo en este mo-
mento la comprobación de esas condiciones de trabajo.

Estamos dispuestos a hablar para ver qué hacemos con
las horas extraordinarias, con las ETT y con la cesión tra-
bajadores en sectores de especial peligrosidad, pero nos
encontramos también en este caso con un tema de sentido
común, que yo planteo a S. S., y que nos hace ser muy cau-
tos. Se podría limitar la cesión de trabajadores de una ETT
en una actividad determinada, por ejemplo trabajar en an-
damios a determinada altura y para una empresa de cons-
trucción, sin embargo, esta empresa, dentro de nuestra le-
gislación, podría contratar vía contrato de obras o servicios
a cualquier trabajador y podría darse la paradoja de que el
trabajador que venga de la ETT haya recibido la formación
necesaria y esté reciclándose normalmente en esa línea.
Nosotros vamos a entrar por la limitación de las ETT en
esas actividades, pero tengo la sensación de que a lo mejor
siempre que exista la vía, que a veces es necesaria, no hace
lo que en justicia debe de hacer; pero vamos a avanzar en
esa línea porque creo que tiene campo de trabajo.

Por lo que se refiere a la pregunta del señor Vaquero en
cuanto a campañas de sensibilización desarrolladas, tengo
que decirle que es muy importante hacer este tipo de cam-
pañas. Aquí hay un aspecto cultural muy importante que
básicamente es responsabilidad del empresario, aunque
también hay que responsabilizar al trabajador. Yo le puedo
contar anécdotas que todos conocemos de obras desarro-
lladas en propios institutos públicos, y con un inspector de-
trás de cada directivo de la empresa o de cada aparejador,
en las que hemos encontrado situaciones curiosas. En
cuanto a la campaña que preguntaba el señor Vaquero con
el apoyo financiero de la Forcem, tengo que decirle que se

desarrolló el eslogan: Prevención de riesgos laborales, ley
de vida. Tuvo un presupuesto de 750 millones de pesetas,
y se llevó a cabo a través de prensa, cuñas de radio, spots
en diversas cadenas de televisión y anuncios en cabinas te-
lefónicas, medios de locomoción públicos y vallas publici-
tarias; asimismo se abrió una página en Internet para infor-
mación de la campaña, junto a bibliografía y textos lega-
les. Por sí sola una campaña en tan corto espacio de tiempo
no va a conseguir dar lugar al cambio de cultura, pero cier-
tamente es un buen inicio. Será valorable o no el acierto en
la forma de campaña escogida —éste es otro problema en
el que el factor objetivo influye— pero hacer campaña de
prevención de riesgos laborales es positivo. Esta campaña
fue fruto de un consenso entre empresarios y sindicatos, y
le tengo que decir que mi deseo para las próximas campa-
ñas, que creo sería positivo desarrollarlas, independiente-
mente de que hay que buscar siempre el consenso entre
empresarios y sindicatos, es que estas campañas se acer-
quen mucho más a la realidad. Hay precedentes de campa-
ñas de tráfico que fueron muy intensas en sus mensajes que
creemos han tenido influencia en la sociedad. Dentro del
mundo de accidentes laborales quizá tengamos que adop-
tar una línea de campañas que se acerquen más intensa-
mente y muestren con crudeza las causas y efectos de los
accidentes laborales. Quizá tengamos que cambiar de una
línea determinada de trabajo en campañas en las que he-
mos trabajado hasta ahora, hacia imágenes que se acer-
quen más a la realidad de lo que es el accidente y el acci-
dentado, con el objeto de mentalizar a trabajadores, a em-
presarios y también al conjunto de la sociedad, ya que to-
davía no es consciente del gran drama nacional que supo-
nen los accidentes en el trabajo.

Aparte de esta campaña que hicimos y parte de las cam-
pañas que estaríamos dispuestos a realizar, AMAT, la pa-
tronal de las mutuas, está desarrollando también una cam-
paña que tiende a profundizar y complementar las campa-
ñas que desde el Ministerio de Trabajo estamos desarro-
llando. Por tanto, dándole la razón por el interés sobre las
campañas de divulgación, que creo van a tener a partir de
ahora un efecto importantísimo dentro de la prevención de
riesgos laborales, he expuesto esta línea de actuaciones.
Espero que del tenor de mi intervención no se deduzca en
ningún caso que estamos justificándonos ni intentando va-
lorar positivamente lo que a todos los efectos son unos da-
tos preocupantes y negativos. (El señor Peralta Ortega
pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta, las preguntas
que hemos acumulado las ha convertido usted mismo en
reflexiones, y por vía de reflexión esto puede convertirse
en una larga comparecencia.

El señor PERALTA ORTEGA: Voy a ser muy breve,
señor presidente.

Agradezco su respuesta, señor Pimentel. No voy a co-
mentar la respuesta que ha dado usted a una pregunta o in-
terés del señor Vaquero, que me consta existe en esta ma-
teria, en concreto en relación con las campañas a las que
usted ha hecho referencia, y aunque posiblemente inter-
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venga él en su momento, sí quisiera referirme a dos ideas
concretas, señor Pimentel.

Creo que se han llevado a cabo trabajos y actuaciones,
pero lo cierto es que la situación no es nada satisfactoria,
sino al contrario es muy insatisfactoria. En este sentido le
plantearía dos matizaciones concretas, aceptando esa bre-
vedad que me pedía el presidente.

La primera es si sabe usted que los sindicatos, ante esta
situación y con el objetivo de crear esa conciencia y esa
cultura a que usted ha hecho referencia, tienen interés en
que haya un día específico dedicado al tema de la salud y
prevención de riesgos laborales, que sería precisamente la
semana que viene. Anuncio que Nueva Izquierda va a pro-
mover ese día una declaración institucional en el ámbito
parlamentario en relación con este tema. Creo que sería
bueno que por parte del Ministerio de Trabajo se llevara a
cabo también alguna actuación. Piénsenla ustedes y vean
cuál es la que pueden llevar a cabo. Parece interesante que
la llevaran a cabo en relación con sindicatos y empresarios,
de tal manera que se transmitiera la voluntad de actuación
de todos en relación con un tema más que preocupante.

La segunda pregunta que se me ocurre formularle es
que cuando se produce una muerte, un accidente grave 
—ha dado usted un dato que es verdad y que yo com-
parto—en muchos casos se llega a la conclusión de que se
pudiera haber evitado, pero desgraciadamente se ha produ-
cido y suele abrirse una investigación. Sería bueno que por
parte del Gobierno se interesara del fiscal general del Es-
tado que se llevaran a cabo las investigaciones pertinentes
en relación con los hechos. Es verdad que hay que hacer
los esfuerzos preventivos, pero desgraciadamente en oca-
siones hay que llevar a cabo las actuaciones sancionadoras
cuando se comprueba que los acontecimientos se podían
haber evitado con un mínimo de sentido común y de res-
ponsabilidad de diligencia y lo que se comprueba es mu-
cha negligencia. Esas situaciones cuando se producen con
hechos graves deben tener la respuesta adecuada por parte
del Estado y la Administración ya que desgraciadamente
en ocasiones es una actuación penal. Ante la situación que
estamos atravesando, es necesario saber que por parte del
Estado también se está dispuesto a recurrir ese tipo de pro-
cedimientos, con el objetivo de que todos, empresarios y
trabajadores, pero especialmente los empresarios que son
los que tienen responsabilidad directa en estos casos, ex-
tremen las medidas de diligencia y celo para conseguir que
nuestro país se sitúe en una normalidad europea a la que
aspiramos en todo, y también en este terreno. (El señor
Vaquero del Pozo pide la palabra.)

— DEL DIPUTADO DON MANUEL VAQUERO
DEL POZO (GRUPO PARLAMENTARIO FEDE-
RAL DE IZQUIERDA UNIDA), SOBRE BA-
LANCE RESPECTO DE LA SINIESTRALIDAD
LABORAL DEL AÑO 1997 (Número de expe-
diente 181/001356).

El señor PRESIDENTE: Señor Vaquero, comprendo
que por economía procesal convendría formular su pre-

gunta número 16 del orden del día, para que el señor Pi-
mentel pudiese contestarla conjuntamente.

El señor VAQUERO DEL POZO: Además, señor pre-
sidente, para evitar la réplica y la contrarréplica y acabar
de una tacada con esta pregunta.

Voy a concretar mi intervención, puesto que ya el señor
secretario general ha dado determinados datos respecto a lo
que ha sido la campaña objeto de mi pregunta. Mi inquietud
sigue en el sentido de saber si ha habido algún tipo de en-
cuesta u otro mecanismo por parte del Ministerio, que haya
intentado conocer los efectos de esa campaña entre la opi-
nión pública y sobre todos los sectores donde se produce más
alto índice de siniestralidad, a efectos de evaluar con cifras
los resultados de la campaña. Puedo estar o no de acuerdo —
en este caso estoy de acuerdo— en que se pueden perfeccio-
nar las líneas de transmisión, de crudeza en la comunicación
de los efectos perniciosos de determinadas prácticas respecto
a la salud y sobre todo seguridad de los trabajadores en futu-
ras campañas. En cualquier caso siempre conviene —creo
yo— que estas líneas de campañas en el futuro estén asenta-
das sobre el conocimiento y el balance evaluado de lo que se
ha hecho en el pasado. Si después de esa campaña que se ha
realizado, después de los 750 millones de pesetas que se han
invertido no se ha realizado técnicamente el balance de esos
resultados, podremos estar utilizando la técnica del ensayo,
de la prospección, etcétera, dando quizá ciertos palos de
ciego, y por ello convendría hacer estas evaluaciones de tipo
técnico. Me gustaría conocer si se han hecho o no.

Por otro lado, ya ha dicho el señor Peralta que los sindi-
catos tienen intención de que el Gobierno proclame el día
28 de abril día de seguridad y salud en el trabajo. Con oca-
sión del debate sobre el Plan de empleo ello fue objeto de
una intervención por mi parte; como no había una fecha
más cercana para interpelar al ministro de Trabajo y Asun-
tos Sociales, aproveché la ocasión para decirlo allí e inten-
tar el compromiso del ministro para que lo asumiera. Efec-
tivamente en el resumen del debate se comprometió con
Izquierda Unida y con el Pleno de la Cámara, y por tanto
con los sindicatos siendo nosotros puros intermediarios.
Me consta que los sindicatos han enviado una carta no so-
lamente a todos los grupos parlamentarios sino también al
ministro y al Ministerio con el fin de que el día 28 de abril
sea proclamado día de la seguridad y salud en el trabajo.

Quisiera saber cuáles han sido las actuaciones posterio-
res para el cumplimiento del compromiso adquirido por el
ministro de Trabajo en la Cámara, con el fin de que llegue
a ser realidad que al menos un día al año hay una campaña
de sensibilización con acciones concretas realizadas por la
opinión pública, por los agentes y las instituciones de este
país, respecto al problema de la siniestralidad que en defi-
nitiva va a ser una campaña anual permanente sobre el día
de la seguridad y salud en el trabajo.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Comenzando mi intervención por lo que
el anterior diputado y también S. S. me indicaba, hemos re-
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cibido también la propuesta de las organizaciones sindica-
les, el ministro se ha comprometido ya en esta Cámara y
vamos a iniciar los procedimientos para proclamar un día
nacional. Esta cuestión tiene que ser aprobada en Consejo
de Ministros y se va a proponer. En el día de ayer recibí la
carta e inmediatamente nos hemos puesto en marcha.
Creemos que es positivo, lamentamos que este año ese día
no estará formalmente declarado, con toda seguridad no lo
podremos hacer pero en todo caso estará para el próximo
año, y acompañaremos ese día con una declaración institu-
cional, dándole el protagonismo que merece en el debate
de seguridad y salud en el trabajo.

Respecto a la evaluación de campaña hemos realizado
una primera campaña cuantitativa comprobando el número
de impactos, y la audiencia que han tenido esos impactos
en la hora de programación, hemos valorado la ratio de au-
diencia en los diferentes medios y el primer estudio reali-
zado nos dice que dentro de la capacidad de inversión sí
hemos logrado llegar a la audiencia que pretendíamos. To-
davía es pronto y estamos pensando, si queremos seguir
con una lógica de campaña, que metodológicamente es ne-
cesaria la evaluación de cada una de ellas; en ningún caso
debemos dar palos de ciego con dinero público, cuando
además la necesidad de actuar y mejorar la realidad es pe-
rentoria. Metodológicamente tenemos un par de propues-
tas sobre cómo hacer estas evaluaciones y hemos de tomar
la decisión, una vez conocida la evaluación cuantitativa, de
cómo realizar lo que en medios técnicos se denomina pros-
pección cualitativa. Estamos a la espera de determinar cuál
es el procedimiento más indicado.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (GRUPO PAR-
LAMENTARIO MIXTO), SOBRE EVOLUCIÓN
DE LA PLANTILLA DE INSPECTORES DE
TRABAJO Y CONTROLADORES LABORALES
EN EL AÑO 1997, ASÍ COMO PREVISIÓN PARA
EL AÑO 1998 (Número de expediente 181/001290).

El señor PRESIDENTE: Pasamos al siguiente punto
del orden del día y ruego a SS. SS. que sean más ágiles y
breves, empezando por el presidente, que ya da la palabra
al señor Peralta para que formule la pregunta.

El señor PERALTA ORTEGA: Si hubiera usted for-
mulado la pregunta, señor presidente, me hubiera ahorrado
a mí hacerla. La voy a hacer yo.

Me gustaría saber, señor Pimentel, en relación con la
importancia que ha dado usted al tema que acaba de res-
ponder respecto a la actuación de la inspección de trabajo,
cuál ha sido la evolución de la plantilla de inspectores de
trabajo y controladores laborales o de subinspectores de
empleo y Seguridad Social, terminología más actualizada,
en el año 1997, y cuál es su previsión para el año 1998.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, el número de inspectores de tra-

bajo existente en enero de 1998 era 631, que suponen 19
más que en enero de 1997. En cuanto a controladores la-
borales, en la actualidad subinspectores de empleo y Se-
guridad Social, en enero de este año eran 809, que supo-
nen 11 más que en la misma fecha de 1997; por consi-
guiente, el conjunto de inspectores y subinspectores han
pasado de 1.410, a principios de 1997, a 1.440 en el pre-
sente año. Estos aumentos son el resultado de la incorpo-
ración de 30 inspectores, 20 de nueve ingreso y 10 por
otro concepto y 21 controladores laborales ahora subins-
pectores, 20 de nuevo ingreso y uno por otros conceptos.
Para obtener el saldo neto hay que restar, lógicamente, las
bajas producidas en ambos cuerpos que fueron de 11 y 10
respectivamente. En el año 1998 está previsto que se pro-
duzca la incorporación de 20 inspectores de Trabajo y Se-
guridad Social de nuevo ingreso. Los restantes movimien-
tos de altas y bajas, se estima que se sitúen en valores pró-
ximos a los de 1997, aunque deben tenerse en cuenta los
procesos derivados de la aplicación de la Ley 92/1997, or-
denadora de la inspección de trabajo y Seguridad Social y
de la disposición final primera del Real Decreto
1330/1997, sobre integración de servicios periféricos y
estructura de las delegaciones de gobierno, cuya inciden-
cia no podemos precisar en estos momentos pero sí le po-
demos adelantar la incorporación de 20 nuevos inspecto-
res de trabajo.

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Partiendo de los datos
que usted proporciona, señor Pimentel, es verdad que se ha
producido un incremento en este año 1998 en relación con
1997. Creo recordar que en todo caso estamos hablando de
unas plantillas que se alejan, que quedan por debajo de lo
que eran las plantillas normalizadas previstas. Este tema es
preocupante, señor Pimentel, porque la insuficiencia de las
plantillas de inspectores de trabajo y de subinspectores de
empleo y Seguridad Social, creo que tienen incidencia en
una todavía no adecuada intervención por parte de la Ad-
ministración laboral en relación con ámbitos de su compe-
tencia; creo que es una plantilla insuficiente para cubrir to-
das las necesidades que plantea la realidad del mercado la-
boral en nuestro país.

Hemos hecho referencia anteriormente al tema de la si-
niestralidad laboral y ha dicho usted que es un tema priori-
tario, pero incluso con esta plantilla resulta muy difícil cu-
brir ese ámbito. Me consta la existencia de estadísticas
europeas en las que se pone de manifiesto que nuestro país
tiene niveles inferiores de intervención de la inspección en
relación con la siniestralidad y con los parámetros euro-
peos. Además hay otros ámbitos, como por ejemplo el
cumplimiento de las normas de la Seguridad Social, el
cumplimiento del tema relativo a la precariedad laboral,
etcétera, tantos ámbitos que con 1.440 funcionarios en
enero de 1998, con la previsión de incorporación en este
año de 20 inspectores de trabajo y 12 subinspectores de
empleo y Seguridad Social, creo que difícilmente se pue-
den atender adecuadamente las necesidades que nos plan-
tea la realidad laboral de nuestro país.
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Creo, señor Pimentel, que la Administración debería
reflexionar sobre esta realidad, comprobar realidades
europeas y ver en qué medida conseguiremos a través de
la inspección de trabajo, que es en nuestra opinión un
cuerpo absolutamente imprescindible y además creemos
que mejorable en el sentido de mayor dotación de me-
dios, poner en práctica medidas que nos permitan mejo-
rar y dar respuesta adecuada a una situación preocu-
pante.

— DE LA SEÑORA RIVADULLA GRACIA (DEL
GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO), SOBRE
MEDIDAS QUE SE VAN A ADOPTAR PARA
ASEGURAR QUE LAS EMPRESAS PÚBLICAS
Y, EN ESPECIAL, LA RED NACIONAL DE FE-
RROCARRILES ESPAÑOLES (RENFE), RESPE-
TEN EL DERECHO DE SUS TRABAJADORAS
AL PERMISO DE LACTANCIA (Número de expe-
diente 181/001315).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la siguiente pre-
gunta, que formula la señora Rivadulla Gracia.

La señora RIVADULLA GRACIA: Señor secretario
general, la pregunta concreta es qué medidas se van a
adoptar para asegurar que las empresas públicas y, en es-
pecial, Renfe respeten el derecho de sus trabajadoras al
permiso de lactancia.

Señor Pimentel, esta pregunta viene a raíz de un su-
puesto que tuvo lugar en Lleida con una trabajadora de
Renfe, concretamente Eloísa Langa, con categoría de fac-
tor y antigüedad desde el año 1983. Esta trabajadora, el 26
de noviembre de 1997, solicita la reducción de jornada,
concretamente a la mitad, por cuidado de hijo, así como el
permiso de lactancia. La empresa le concede la reducción
de jornada desde diciembre de 1997, pero le deniega la pe-
tición del permiso de lactancia, alegando que ambos dere-
chos son incompatibles. Entiende que el supuesto de la re-
ducción de una hora, que se puede repartir en dos medias
horas o media hora en la jornada normal, solamente se
puede conceder en los supuestos de jornada normal. Como
esta trabajadora había pedido el permiso de reducción de
jornada por guarda legal, la empresa Renfe adoptó este cri-
terio —al parecer, señor Pimentel, nos es una cuestión que
afecte sólo a Renfe-Lleida, porque consultó también a Bar-
celona y Madrid — que es el que aplica para tratar estos
dos permisos.

Quiero señalarle, señor Pimentel, que esta trabajadora
acudió al Juzgado de lo Social, que, con fecha 25 de fe-
brero de este mismo año, le reconoció el derecho a la com-
patibilidad de los dos permisos, entendiendo que donde la
ley no distingue no debemos distinguir y que en ningún
caso el Estatuto de los Trabajadores señala que estos dos
derechos son incompatibles.

Por eso, señor Pimentel, le pregunto qué se va a hacer
por parte del Gobierno para que no solamente la empresa
Renfe, sino otras empresas públicas, respeten este derecho
de lactancia.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, no conocía exactamente el caso
y hubiera sido interesante que en la pregunta se hubiera
concretado el supuesto de esta trabajadora o al menos la
provincia, porque plantea temas jurídicamente importantes
y novedosos. De esa manera hubiera podido profundizar
en la materia. Dado que la pregunta venía hecha de forma
general, así tenía la respuesta preparada.

Como usted perfectamente sabe, el Estatuto de los Tra-
bajadores, en su artículo 37.4, establece el derecho de las
trabajadoras a una hora de ausencia en el trabajo, que po-
drá dividir en dos fracciones, por lactancia de un hijo me-
nor de nueve meses. Determina asimismo que la mujer,
por propia voluntad, podrá sustituir este derecho por una
reducción de la jornada normal de media hora. Este per-
miso podrá ser disfrutado indistintamente por la madre o el
padre, en el caso de que ambos trabajen.

Se trata, por tanto, de un derecho reconocido legal-
mente y me consta, hasta donde yo sé, que todas las em-
presas, y desde luego las empresas públicas, lo cumplen
con carácter general. No obstante, en el caso de producirse
alguna infracción, debería denunciarse ante la Inspección
de Trabajo y Seguridad Social. No me consta que se haya
hecho, porque no me ha llegado esta denuncia, y, si se ha
hecho, le puedo decir que no tengo conocimiento de la
misma. Probablemente no se haya presentado denuncia
ante la Inspección de Trabajo y se haya ido directamente al
Juzgado de lo Social, como usted ha manifestado, con lo
cual no necesariamente tengo que tener conocimiento. Re-
pito que a este secretario le hubiera interesado hasta doc-
trinalmente conocer el caso concreto.

Sí hemos comprobado el convenio que Renfe tiene ac-
tualmente. La ordenación normativa de esta figura fue
objeto de negociación colectiva, en el marco del 11 con-
venio colectivo, publicado en el Boletín Oficial del 26 de
agosto de 1995, en cuya cláusula 16 se estableció una re-
gulación más favorable incluso que la recogida en el Es-
tatuto de los Trabajadores, al acordarse una reducción de
la jornada normal en una hora, que podría disfrutarse al
comienzo o al final de la misma. Hasta donde yo sé —re-
pito que hablo con la limitación de no conocer el caso
concreto—, parece ser que se está desarrollando normal-
mente lo previsto en este convenio y desde luego la Ins-
pección de Trabajo no tiene conocimiento de ninguna
vulneración del mismo. La información que usted me ha
dado la conozco en el día de hoy y por tanto no podría ha-
cer ninguna ampliación.

El señor PRESIDENTE: Señora Rivadulla.

La señora RIVADULLA GRACIA: Señor Pimentel,
efectivamente, Renfe, en su normativa laboral, incorpora
que, en lugar de media hora, pueda ser una hora, pero el
caso es éste. Yo le pasaré la sentencia del Juzgado de lo So-
cial de Lleida.

Quiero señalarle que no es un asunto que se refiere sólo
a la interpretación que pueda hacer Renfe en Lleida; es una
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interpretación de Renfe, en general. Por tanto, quisiera sa-
ber si este criterio restrictivo afecta solamente a esta em-
presa pública o a otras empresas públicas. Como usted po-
drá comprobar, en la sentencia se dice que no ha lugar a
que se entienda que esos dos derechos son incompatibles,
por cuanto que la ley no los reconoce así. Además, son dos
derechos completamente distintos. Uno es para un período
de nueve meses, el permiso de lactancia, y el otro es para
seis años, cuando se tiene un hijo menor o discapacitado.
El artículo 37, en los apartados 4 y 5, del Estatuto de los
Trabajadores en ningún momento señala que puedan ser
incompatibles.

Señor Pimentel, he de decirle que esté muy al tanto de
este asunto, porque se están haciendo proposiciones de ley
que intentan favorecer a la familia, todos estamos preocu-
padísimos por el descenso demográfico, pero después nos
encontramos con que es dificilísimo que las mujeres poda-
mos ser madres y que las parejas podamos tener hijos.
Todo se nos hace muy difícil. Si el Gobierno y sus empre-
sas públicas interpretan las leyes con carácter restrictivo,
es imposible avanzar.

Quiero adelantarle también, señor secretario general, que
Iniciativa per Catalunya-Nueva Izquierda ha presentado una
proposición de ley en el sentido siguiente: permisos como
éste, que tienen un plazo muy perentorio, nueve meses,
mientras dura el permiso de lactancia, se están sustanciando
en la actualidad con el procedimiento ordinario que esta-
blece la Ley de procedimiento laboral, y con lo saturados
que están los juzgados de lo Social nos podremos encontrar
con que se vea el juicio y haya sentencia cuando la mujer no
esté en la situación de permiso de lactancia. Por eso hemos
hecho una proposición de ley, para que el artículo 26, que es
el que regula los procedimientos de urgencia, incluya tam-
bién éste, que se refiere al permiso de lactancia.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Con mucha brevedad y lamentando no
poder facilitar más información, porque me hubiera intere-
sado hacerlo, tanto personal como doctrinalmente.

Hasta donde yo conozco, y tendría que ver el caso, la
ley no prohíbe expresamente la compatibilidad. Es una li-
bertad de la madre trabajadora o del padre, en el caso opor-
tuno. Tenemos baja por maternidad, permiso de lactancia y
la excedencia, hasta un período amplio, por el desarrollo y
la educación del hijo. No tengo conocimiento de que estos
supuestos sean excluyentes y desde luego no conocía este
caso concreto.

Me parece interesante la propuesta que realiza y tiene ló-
gica que haya un especial amparo, por los plazos perento-
rios, ante esos supuestos. No lo conocía, se me había antici-
pado verbalmente al llegar a esta Comisión, pero en todo
caso le puedo garantizar que desde el Gobierno —estoy se-
guro de que los grupos políticos así lo harán— estudiaremos
con atención y con cariño esta proposición, porque, en prin-
cipio, y hasta la pura exposición formal, parece que ampara
un derecho elemental positivo y que además viene avalado
por un profundo sentido común en su planteamiento.

El señor PRESIDENTE: No por aplicación de un artículo
del Estatuto de los Trabajadores, pero vamos a dar un permiso
de descanso al secretario general de Empleo. (Pausa.)

— DE LA SEÑORA SABANÉS NADAL (DEL
GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZ-
QUIERDA UNIDA), SOBRE RESPUESTA Y
TRÁMITE QUE HA ADOPTADO LA INS-
PECCIÓN DE LOS TRIBUTOS ANTE LA DE-
NUNCIA PRESENTADA POR LOS TRABAJA-
DORES DE REBECASA POR PRESUNTAS
IRREGULARIDADES DE ÉSTA EN RELACIÓN
CON EL INGRESO DE LAS RETENCIONES
PRACTICADAS (Número de expediente
181/001353).

El señor PRESIDENTE: Y solicitamos al señor subse-
cretario del Ministerio de Economía y Hacienda que se in-
corpore a la mesa para que conteste a la pregunta que fi-
gura en el orden del día con el número 13 y que se le va a
formular a continuación. (Pausa.)

Damos la bienvenida a esta Comisión al subsecretario
del Ministerio de Economía y Hacienda, señor Díez Mo-
reno, a quien va a formular la pregunta doña Inés Sabanés.

Tiene la palabra, señora Sabanés.

La señora SABANÉS NADAL: Señor Subsecretario
de Economía y Hacienda, le suponemos enterado del con-
flicto de Rebecasa, que afecta al grupo de empresas Rato y
también al vicepresidente segundo del Gobierno y minis-
tro de Hacienda. El conflicto se refiere al proceso de sus-
pensión de pagos y posterior expediente de regulación de
empleo, que se ha solventado en el ámbito de la Comuni-
dad de Madrid. Nuestro grupo se interesa por las supuestas
prácticas irregulares en relación a las deudas que esta em-
presa mantiene con Hacienda y la Seguridad Social y que
son públicas, porque entre otras cosas han salido en mu-
chos medios de comunicación. Nos interesamos concreta-
mente por el posible incumplimiento sobre las retenciones
practicadas por IRPF. La denuncia de estas prácticas se ha
realizado por vía judicial, pero también a través de una de-
nuncia pública al propio Ministerio de Economía y Ha-
cienda. Esa denuncia, que se formuló a primeros de fe-
brero, es la que hoy interesa a nuestro grupo. Siendo una
empresa que está afectada por un expediente de suspensión
de pagos y una plantilla afectada por un expediente de re-
gulación de empleo, queremos saber qué actuaciones ha
tenido o va a tener el propio Ministerio de Hacienda ante la
denuncia de presuntas irregularidades en relación a las re-
tenciones practicadas. En definitiva, queremos saber si la
Agencia tributaria ha valorado o valora la procedencia de
actuaciones inspectoras en el caso de la empresa Rebecasa.

El señor PRESIDENTE: Señor Díez Moreno.

El señor SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y
HACIENDA (Díez Moreno): Gracias, señor presidente,
por permitirme anticipar un poco mi comparecencia, y gra-
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cias a la señora Sabanés por aceptar también este cambio
de procedimiento.

En relación con su pregunta, puedo informar a S. S. que
la Administración tributaria, lo mismo que actúa en rela-
ción con cualquier denuncia que se presenta, ha iniciado
una investigación, por medio de la inspección de la Agen-
cia, para determinar si han existido irregularidades en la
práctica de las retenciones fiscales. Por tanto, la denuncia
presentada el 1 de febrero de 1998 ha sido respondida por
la Agencia Tributaria con la iniciación de esta investiga-
ción por parte de la inspección.

En segundo lugar, y como S. S. sabe, la Hacienda pú-
blica se ha personado ante el Juzgado de Primera Instancia
número 1 de Leganés, que es el juzgado que está instru-
yendo la suspensión de pagos presentada por la empresa el
18 de noviembre de 1997, teniendo en cuenta que, con
arreglo a la legislación vigente, especialmente Código Ci-
vil y Ley General Tributaria, la Hacienda pública y sus cré-
ditos gozan de un carácter privilegiado en lo que se refiere
al cobro de las deudas que puedan surgir de este expe-
diente de suspensión de pagos.

Por lo que se refiere a las noticias conocidas según 
S. S., es cierto que está pendiente de la elaboración del in-
forme por los interventores judiciales dentro del proceso
de suspensión de pagos en curso, por lo que habrá que es-
perar a que este informe sea conocido, primero, para deter-
minar cuál es el orden de prioridad en los respectivos
acreedores y, segundo, para que sirva de base a la conti-
nuidad de las actuaciones inspectoras por parte de la Agen-
cia Tributaria. En este sentido, S. S. sabe que el subsecre-
tario del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales compa-
reció ante esta Comisión el 10 de marzo e hizo una deta-
llada exposición de las circunstancias que concurren en
este procedimiento, por lo que me remito a esa compare-
cencia. Finalmente, también sabe S. S. que el Tribunal Su-
premo no ha aceptado a trámite una querella presentada
por posible insolvencia punible y, por tanto, la ha recha-
zado.

Eso es lo que tengo que contestar a su señoría.

El señor PRESIDENTE: Señora Sabanés.

La señora SABANÉS NADAL: He de decir que, en
todo este proceso, que ha sido complicado y en el que ha
sido difícil obtener respuestas en determinados momen-
tos, nos alegramos de que la Administración tributaria
haya iniciado un expediente y una investigación en lo que
afecta a las posibles deudas con Hacienda y la Seguridad
Social y los procedimientos que han seguido en este caso.
Sinceramente, para nosotros es una buena noticia, porque
en este caso hemos mantenido el criterio de que haber in-
currido posiblemente en una infracción en lo que afecta a
las retenciones de los trabajadores sólo puede ser conside-
rado desde la perspectiva de que se hubiera solicitado un
aplazamiento previo y que se hubieran presentado las su-
ficientes garantías en el Ministerio de Hacienda. De no
haberse seguido este procedimiento, sería evidente que
nos encontraríamos en un caso de infracción o posible de-
lito fiscal.

Nos tranquiliza que se haya iniciado un expediente.
Creo que es una buena noticia, pues afecta a un grupo de
empresas, a las actuaciones que en el marco de esas em-
presas se tiene desde la propia Administración y a una
persona importante en el marco de la Administración. Le
pedimos que se actúe en este caso con el máximo rigor y
transparencia, porque entendemos que Hacienda debe
ser la primera interesada en demostrar que se va a proce-
der en todo momento con arreglo a las normas y a la ley.
No es de recibo que en determinados temas se haya ve-
nido alegando confidencialidad de los datos y nos ale-
gramos de que ya exista otra vía de actuación en las em-
presas Rebecasa. Todos conocíamos la deuda, conocía-
mos que afectaba a unas empresas y que afectaba al pro-
pio ministro. Por tanto, entendíamos que tenían que
darse otra serie de actuaciones por parte del Ministerio
de Hacienda y le pedimos que en este caso, en primer lu-
gar, se actúe con el máximo rigor para que se aclaren las
actuaciones tributarias que el grupo de empresas Rebe-
casa ha tenido y que se ajusten en todo momento a
norma.

También nos gustaría conocer —no sé si es posible— si
se pidió un aplazamiento de las deudas en este caso, que
tiene carácter excepcional y tiene que ser siempre con ga-
rantías; si este grupo de empresas o la empresa de Rebe-
casa pidió un aplazamiento de retenciones. En este caso
tendríamos también una cierta inquietud, ya que la consi-
deración de excepcionalidad para conseguir el aplaza-
miento tiene una consideración especial por la vinculación
que los responsables del Ministerio de Hacienda tienen en
conceder finalmente la excepcionalidad en un proceso que
no es habitual.

Finalmente, esperamos que se actúe en este caso con la
misma o con más diligencia que la que se ha tenido con los
pensionistas o con los trabajadores que están inmersos en
posibles procesos de fraude.

El señor PRESIDENTE: Señor Díez Moreno.

El señor SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y
HACIENDA (Díez Moreno): Voy a hacer unas breves ma-
tizaciones, señoría.

En primer lugar, no entendemos en el Ministerio de
Economía que exista una afectación del ministro de Eco-
nomía y Hacienda y vicepresidente segundo sino de ma-
nera muy indirecta. Su señoría conoce perfectamente cuál
es esta afectación. El propio vicepresidente segundo del
Gobierno ha tenido ocasión de explicarla ante el Pleno de
la Cámara y consta asimismo en el Registro de Bienes y
Derechos Patrimoniales de Altos Cargos, así como en el
Congreso de los Diputados, en aplicación de la normativa
en materia de incompatibilidades.

En segundo lugar, la información sobre aplazamientos
y concesiones de privilegios o beneficios fiscales, como
implica esto, indudablemente está sujeta a una norma de
confidencialidad que impone el artículo 113 de la Ley Ge-
neral Tributaria, como S. S. también conoce, dado que ha
habido precedentes y que se ha contestado a preguntas en
este sentido.
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En tercer lugar y por último, de lo que no puede tener
dudas S. S. es de que en este expediente de investigación
que está llevando a cabo la inspección se va a actuar exac-
tamente con el mismo rigor con que se actúa con cualquier
contribuyente.

El señor PRESIDENTE: Señora Sabanés.

La señora SABANÉS NADAL: Sólo un segundo para
una aclaración.

Hay una sentencia positiva que concede al grupo de
empresas Rato unidad económica, a efectos de una senten-
cia que han tenido unos trabajadores. Por tanto, lo que esté
afectando indirectamente habrá que verlo en su momento,
pero nosotros entendemos que está afectado.

El señor PRESIDENTE: Señor Díez Moreno.

El señor SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y
HACIENDA (Díez Moreno): Simplemente quiero consta-
tar que habrá que verlo en su momento.

El señor PRESIDENTE: Despedimos con nuestro
agradecimiento al señor Díez Moreno y solicitamos que se
incorpore a la Mesa de nuevo al señor Pimentel, para con-
tinuar la sesión.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (DEL GRUPO
PARLAMENTARIO MIXTO), SOBRE ACTUA-
CIONES LLEVADAS A CABO POR PARTE DE
LA INSPECCIÓN DE TRABAJO PARA COM-
PROBAR LAS DENUNCIAS FORMULADAS SO-
BRE INFRACCIONES DE LA NORMATIVA DE
SEGURIDAD E HIGIENE PRODUCIDAS DU-
RANTE LA OBRA DE LA AUTOVÍA DE VA-
LENCIA EN LA PRESA DE CONTRERAS. (Nú-
mero de expediente 181/001338).

El señor PRESIDENTE: Pasamos, señorías, a la pre-
gunta que en el orden del día distribuido tiene el número
11, formulada por don Ricardo Peralta, que tiene la pala-
bra.

El señor PERALTA ORTEGA: Intervengo muy bre-
vemente.

Señor secretario general, se están llevando a cabo las
obras de cierre de la autovía de la Nacional III, Madrid-Va-
lencia, a su paso por el embalse de Contreras, medida que
nosotros apoyamos en su momento por razones de carácter
ecológico, en la medida en que evitaban otro trazado ante-
rior que, en nuestra opinión, tenía una incidencia ecológica
significativa, pero que está implicando efectuar unos tra-
bajos especialmente complejos y delicados que se están
llevando a cabo por la Administración con premura, para
intentar cumplir compromisos políticos de cierre de ese
trazado antes de que finalice el año 1998 y que, según se
publicaba en los medios de comunicación, están dando lu-
gar a trabajos importantes y a esfuerzos intensos por parte

de un número de trabajadores en cuanto a actividades peli-
grosas.

Nos gustaría que la culminación de esa obra importante
no se haga con un coste de vidas de trabajadores o con un
coste en seguridad laboral. Por eso querríamos saber qué
actuaciones se están llevando a cabo por parte de la Ins-
pección de Trabajo para garantizar la seguridad e integri-
dad laboral de los trabajadores empleados en esa obra.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Ni en la Inspección de Trabajo de Cuenca
ni en la de Valencia se han registrado denuncias al día de
hoy sobre infracciones de la normativa de seguridad y sa-
lud laboral respecto de las citadas obras.

No obstante, dada la magnitud y tiempo de ejecución
de obras de la autovía Madrid-Valencia, éstas han sido vi-
sitadas en distintas ocasiones por iniciativa propia, por los
inspectores de ambas direcciones provinciales. Las actua-
ciones realizadas por la Inspección de Valencia, en con-
creto en el tramo de la presa de Contreras, han sido las si-
guientes: El 28 de enero de 1998 se visitaron las obras in-
dicadas para comprobar las condiciones de seguridad 
y salud laboral, requiriéndose a la Unión Temporal de
Empresas, OCP Construcciones —actualmente ACS—,
Auximi, Firme Civil, S. A., UTE autovía N-III, la subsa-
nación de diversas anomalías que se detectaron puntual-
mente, como protección mediante barandillas rígidas de
superficies de trabajo, por presentar riesgo de caída de
ocho metros; aseguramiento de las botellas de oxígeno y
acetileno para soldadura; protección mediante barandillas
o redes de seguridad en las escaleras de acceso a diversas
pilas de sustentación del Viaducto del Istmo; desmontaje
de la andamiada metálica tubular existente al pie de la pila
número 6 del Viaducto del Istmo y nuevo montaje arrios-
tramiento, barandillado de sus plataformas de trabajo y de
sus escaleras de acceso. Se solicitó un balizamiento de ad-
vertencia y también mejora de la coordinación y comuni-
cación entre la empresa principal y las subcontratistas.
Asimismo, se extendió acta de infracción, calificada
como grave, por omisión de medidas de protección colec-
tiva, con riesgo de caída a distinto nivel en la zona de la
futura pila número 4.

El 18 de febrero de 1998 se realizó una nueva visita, de
la que se derivaron las siguientes actuaciones en materia
de seguridad y salud, en relación con la mencionada em-
presa: Se formularon requerimientos para la revisión del
estado de las barandillas en las escaleras de acceso a las pi-
las, para el uso de gafas de protección en trabajos de oxi-
corte, para la protección de los bornes de conexión de un
grupo electrógeno situado en la pila número 1 del viaducto
del Barranco de la Vid y sobre formación de los operarios.

Por último, se tomó declaración a un importante nú-
mero de trabajadores, preferentemente a los empleados en
tareas con riesgos de caída a distinto nivel —lo contentá-
bamos anteriormente—, respecto de su experiencia profe-
sional. En la actualidad, continúa la investigación sobre
este tema con el fin de comprobar si las manifestaciones
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efectuadas por los trabajadores coinciden con los datos
obrantes en su vida laboral.

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Brevemente, señor
presidente.

Quiero agradecer al señor Pimentel su respuesta y de-
cirle que, a la vista de esas actuaciones llevadas de oficio
por la Inspección de Trabajo, se comprueba lo positivo de
su actuación. Y nos permitimos sugerirle que, bien sea
porque se reciban denuncias, bien sea porque la propia Ins-
pección considera oportuno actuar de oficio ante la magni-
tud de la obra, se siga llevando a cabo esa labor de segui-
miento, porque parece que la realidad lo exige.

— DEL SEÑOR PERALTA ORTEGA (DEL GRUPO
PARLAMENTARIO MIXTO), SOBRE RAZÓN
POR LA QUE NO SE HA HECHO EFECTIVO, A
1 DE ENERO DE 1998, EL TRASPASO DE COM-
PETENCIAS EN MATERIA DE EMPLEO A LA
GENERALIDAD VALENCIANA (Número de ex-
pediente 181/001350).

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta, le corres-
ponde, a continuación, formular su última pregunta.

El señor PERALTA ORTEGA: Señor Pimentel,
hace tiempo que se está hablando de las transferencias
en materia de empleo a la Comunidad Autónoma Valen-
ciana. En el año 1997 se dijo, incluso por parte del presi-
dente de la Generalitat Valenciana, que en enero de 1998
se llevaría a cabo la transferencia, al mismo tiempo que
a otras comunidades autónomas, en concreto, Cataluña y
Galicia, que la tenían pendiente. El 1 de enero de 1998,
efectivamente se hicieron las transferencias de Cataluña
y Galicia y en relación con la Comunidad Autónoma Va-
lenciana se firmó un convenio en el que se reconocía,
por ejemplo, el título de observador a la Consellería en
materia del Inem. Desde luego, no se han llevado a cabo
las transferencias. Se sigue hablando de ellas. Reciente-
mente, el conseller de Industria y Empleo de la Genera-
litat Valenciana decía que a lo mejor se efectuaban las
transferencias este verano. Se ha hablado también de
enero del año que viene. Nos gustaría saber en qué fe-
chas está previsto, por parte de la Administración cen-
tral, que se lleven a cabo esas transferencias y cuáles son
las causas de ese retraso respecto a las previsiones ini-
ciales.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Como usted sabe, señoría, el Gobierno
está impulsando el acercamiento de las políticas de empleo
al territorio por considerar que introducen elementos bene-
ficiosos de cara al ciudadano. El primer ámbito de transfe-
rencia ha sido el de formación profesional y lo estamos im-

pulsando con aquellas que todavía no tienen esta transfe-
rencia efectiva.

En segundo lugar, y en paralelo con el agotamiento de
las transferencias de formación profesional, se encuentra
el traspaso de las políticas activas de empleo a aquellas co-
munidades que todavía no la tienen o que la están asu-
miendo en estos momentos. En el caso de la Comunidad
Autónoma Valenciana, como usted sabe, la formación pro-
fesional está siendo gestionada ya por ella desde 1992, por
lo cual nos encontramos con que la comunidad autónoma
—y así también lo entiende el Gobierno— está en condi-
ciones plenas de aceptar y de asumir el traspaso del resto
de competencias de políticas activas, lo que viene denomi-
nándose popularmente transferencia del Inem y que, efec-
tivamente, tiene vigencia para dos comunidades autóno-
mas, Galicia y Cataluña, desde el 1 de enero de 1998.

Hemos adoptado de forma conjunta Gobierno y Gene-
ralitat de Valencia, con su puesta en marcha en el presente
año, un convenio para ir trabajando en la gestión de las po-
líticas activas. Independientemente de que se vaya a cons-
tituir la ponencia técnica de transferencias, ya estamos
funcionando de forma conjunta. Por tanto, sí hay un acer-
camiento extraordinario a los ciudadanos de la Comunidad
Valenciana.

La efectividad del traspaso con el conjunto de comuni-
dades del 151 y asimilado —esto es, Andalucía, Navarra,
Canarias y Comunidad Valenciana— a todos los efectos
jurídicos tendrá lugar a principios de 1999. El resto del año
habrá este período de convenio y transferencia a Valencia,
con efecto jurídico válido, a principios de 1999. En este
ámbito de transferencias nos quedaría el País Vasco, que
tiene ahora mismo una circunstancia especial. Usted co-
noce la reivindicación sobre la transferencia de cuotas, que
contiene elementos de extraordinaria dificultad, para noso-
tros pero también soy optimista en este caso, y supongo
que todos llegaremos a un acuerdo razonable que permita
también la transferencia al País Vasco en este período.

El protocolo de colaboración tiene fecha 28 de enero;
por tanto, está en vigor desde principios de año. Entende-
mos que era la filosofía básica que se perseguía con las de-
claraciones del ministro, y que fueron avaladas —yo no
tengo autoridad para profundizar en ello— por el presi-
dente de la Generalitat, ya que había una participación ac-
tiva de la Comunidad Valenciana en las políticas de em-
pleo desde el principio del año. Fruto de esta experiencia
compartida y de los resultados de la ponencia técnica que
se constituirá, la Comunidad Valenciana gozará de la ple-
nitud de transferencias a principios de 1999, al igual que el
resto de comunidades del artículo 151 y asimilados.

El señor PRESIDENTE: Señor Peralta.

El señor PERALTA ORTEGA: Intervengo muy bre-
vemente para agradecer al señor Pimentel su información,
así como su valoración respecto a que la Comunidad Va-
lenciana tiene capacidad para asumir esta transferencia,
que el señor secretario dice que se producirá en enero de
1999. Hay que llegar a la conclusión de que se deberá al
deseo o voluntad del actual Gobierno de la Generalitat va-
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lenciana. Es verdad que se había anunciado que iba a ser en
enero de 1998 y que recientemente se ha dicho que sería en
julio de 1998. La información que usted nos proporciona
hace pensar que esos datos no se corresponden con la rea-
lidad, sin lugar a dudas debido a que es voluntad de la pro-
pia Generalitat valenciana que tenga lugar en enero de
1999. Habrá ocasión de seguir discutiendo estos datos a lo
mejor en el ámbito de la propia Comunidad Valenciana.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Quiero hacer una matización en cuanto a
la fecha. La fecha de entrada en vigor del convenio es
enero de 1998; la ponencia técnica está trabajando y nos
permitirá tener publicado el decreto de transferencia en ju-
lio de 1998. Por tanto, la información de que dispone la
Generalitat es absolutamente correcta; ése es nuestro com-
promiso. Queremos tener publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» esa transferencia en 1998, esa gestión compar-
tida hasta principios de año, para que tenga vigencia ex-
clusivamente para la Generalitat a principios de 1999. Es
correcta la información que ha aportado la Generalitat en
cuanto a que en julio esté publicado el decreto de transfe-
rencias.

— DEL SEÑOR VAQUERO DEL POZO, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZ-
QUIERDA UNIDA, SOBRE ACTUACIONES
PARA EVITAR QUE EL GRUPO DANONE, DE
CAPITAL FRANCÉS, DEDICADO A LA PRO-
DUCCIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE PRO-
DUCTOS ALIMENTICIOS, SIGA REALI-
ZANDO UNA POLÍTICA DE CIERRE DE CEN-
TROS DE TRABAJO (Número de expediente
181/001354).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la pregunta de don
Pedro Vaquero sobre el grupo Danone.

Tiene la palabra el señor Vaquero.

El señor VAQUERO DEL POZO: Señor secretario
general de Empleo, ¿qué actuaciones tiene previstas reali-
zar el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales para evitar
que el grupo Danone, de capital francés, que engloba ya
Danone, aguas de Lanjarón, Font Vella, cervezas San Mi-
guel y Mahou, galletas Lu, productos La Cocinera y vi-
drieras BTC —no sabemos si en el ínterin se han integrado
más—, dedicado a la producción y comercialización de
productos alimenticios, siga realizando una política de cie-
rre de centros de trabajo, de despidos y externalización de
los costes, fundamentalmente en el ámbito de la distribu-
ción?

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, en el ámbito competencial del

Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que incluye los
expedientes de regulación de empleo de ámbito superior a
una comunidad autónoma, no se está tramitando en la ac-
tualidad ningún expediente de este tipo referido a empre-
sas que en la pregunta se identifican como pertenecientes
al grupo Danone, por lo que no existe constancia oficial de
que en dicho grupo se estén adoptando medidas que afec-
ten al empleo en forma de despido colectivo. No la tengo
porque no hay presentada ninguna regulación al efecto.

Sí conviene precisar que en una empresa, antes pertene-
ciente al grupo Danone y ahora al grupo Siro, productos
alimenticios La Familia, se inició el pasado 24 de febrero
el período de consultas de un expediente de regulación de
empleo en el ámbito de la Dirección General de Trabajo,
en el que se solicitaba la extinción de 56 contratos de tra-
bajo sobre una plantilla total de 180 trabajadores. Con res-
pecto a este expediente los representantes de la empresa y
los trabajadores llegaron a un acuerdo el pasado 12 de
marzo sobre la extinción de 52 contratos de trabajo,
acuerdo que fue autorizado por resolución de la Dirección
General de Trabajo de 26 de marzo.

Fuera del ámbito competencial de la Administración
del Estado sabemos que se ha presentado algún expediente
de regulación de empleo en empresas del grupo Danone.
Así, la Comunidad Autónoma de Madrid aprobó el pasado
mes de febrero una suspensión temporal de contratos de
trabajo en la empresa La Cocinera para el centro ubicado
en dicha comunidad y respecto de la empresa San Miguel.
Para su centro de trabajo, en Burgos, se llegó a un acuerdo
con la representación de los trabajadores para la extinción
de 43 contratos de trabajo.

Tenemos conocimiento también de que dentro de este
grupo se están dando pasos hacia un esquema organizativo
en el que la actividad logística de almacenamiento y distri-
bución de productos tiende a externalizarse, desarrollán-
dose por otras empresas que trabajan para el grupo y tam-
bién fuera de él. Medidas de este tipo podrían tener efectos
sobre el empleo, pero no se están traduciendo en la actua-
lidad en la presentación de expedientes de regulación de
empleo ante el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
aunque sí se podrían estar produciendo ceses de personal a
través de sistemas como bajas incentivadas, prejubilacio-
nes, etcétera que, precisamente por no tramitarse a través
de un despido, deben estar basados en la voluntariedad del
trabajador afectado.

En estos supuestos, si la representación de los trabaja-
dores en cada empresa del grupo considera que existen
despidos sin sometimiento a los trámites y requisitos lega-
les, lo lógico será que transmita a la empresa su disconfor-
midad con unas prácticas que puede considerar ilegales,
así como que formule la oportuna denuncia ante la admi-
nistración laboral o interponga demanda ante los órganos
judiciales para poner freno, en ese caso, a las posibles con-
ductas ilegales.

A la vista de esta información cabe decir, en primer lu-
gar, que pueden darse expedientes de regulación de em-
pleo de empresas del grupo Danone en las que la compe-
tencia para su resolución no corresponde al Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales, sino a las administraciones
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autonómicas; y, en segundo lugar, respecto a los plantea-
mientos empresariales con incidencia en el empleo que
sean de ámbito superior a la comunidad autónoma, que
este Ministerio mantendrá la postura ya conocida y deba-
tida en esta Cámara en algunas ocasiones sobre situaciones
de esta clase. Dicha postura consiste en ejercer y centrar
sus competencias legales en materia de regulación de em-
pleo conforme, no podía ser de otra forma, a los criterios
marcados por el Estatuto de los Trabajadores y favorecer el
desarrollo de la negociación entre la empresa y los repre-
sentantes de los trabajadores, que es el elemento básico
para afrontar estas situaciones; constituye una premisa bá-
sica el que la actuación de la Administración sólo se pro-
duzca cuando lo soliciten las partes y siempre orientada a
que la negociación entre ellas se desarrolle adecuada-
mente. Al margen de lo anterior, si se formulasen denun-
cias ante la administración laboral por posibles actuacio-
nes ilegales en relación con las garantías y procedimientos
para el despido colectivo, los órganos competentes para la
vigilancia del cumplimiento de la legislación laboral, ya
sean del Estado o de las comunidades autónomas, deberán
lógicamente llevar a cabo las actuaciones inspectoras que
correspondan para comprobar y, en su caso, sancionar esas
posibles conductas ilegales.

El señor PRESIDENTE: Señor Vaquero.

El señor VAQUERO DEL POZO: Quisiera decirle, se-
ñor secretario general de Empleo, en primer lugar, que  me
gustaría que aclarase si ha habido por parte de alguna de las
empresas del grupo alguna solicitud de ayudas o subven-
ciones respecto a prejubilaciones o que por parte de alguna
comunidad autónoma se haya transmitido la resolución de
algún expediente de regulación de empleo. En cualquier
caso, no se ha respondido directamente a esa cuestión. De-
duzco genéricamente que no se ha producido ningún tipo
de solicitud ni de subvención para prejubilaciones, pero me
gustaría que me lo confirmase usted en su respuesta.

Por otro lado, aunque conozco la legislación al efecto,
el hecho de que este grupo tenga repartidas sus empresas y
centros de trabajo en distintas comunidades autónomas
conlleva la problemática de cualquier multinacional que se
establezca en nuestro territorio, incluso de cualquier em-
presa nacional que tenga un ámbito competencial o de dis-
tribución de sus unidades productivas o de comercializa-
ción diseminado por las distintas comunidades autónomas.
Cuando existan irregularidades o posibles líneas de actua-
ción por parte de las empresas de esos grupos que van re-
duciendo el empleo, de una forma regular o irregular, se
tendrá que acudir a los tribunales y a los procedimientos
que correspondan y serán esas comunidades autónomas las
que tengan competencia. Precisamente por eso, conven-
dría que conociéramos todos si existe por parte del Minis-
terio algún interés por regular o cambiar la realidad legis-
lativa y normativa respecto al posible control o actuación
del Gobierno —del Ministerio de trabajo en este caso—
sobre las líneas de actuación en multinacionales de este
tipo, que con sus estrategias van produciendo pérdidas de
puestos de trabajo. En el caso concreto del grupo en aguas

de Lanjarón la pérdida de empleo puede fijarse en el 30 por
ciento, habiendo cerrado diez centros de trabajo; en la em-
presa Danone, aproximadamente 2.000 puestos de trabajo
perdidos también a través de este tipo de prácticas, y así
sucesivamente en cada una de las empresas donde poco a
poco se ha ido laminando el empleo, según la información
de que disponemos.

Por tanto, desearía saber, aparte de remitirnos tanto a
nosotros como a los representantes de los trabajadores y a
todos los interesados a la utilización de los órganos juris-
diccionales, si se va a producir algún tipo de actuación por
parte del Gobierno en este sentido.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, respecto a la primera parte, no
tengo conocimiento de que se hayan solicitado esas ayu-
das. Personalmente, yo no dispongo de esa información en
este momento, pero podrían haber sido requeridas. Podría
pedir específicamente información de esas ayudas, que en
este momento desconozco.

En cuanto al cambio de regulación específica, el Go-
bierno no tiene pensado en estos momentos cambiar la
normativa que afecta a regulaciones de empleo. Entende-
mos que cualquier modificación del Estatuto de los Traba-
jadores en algo de tanta trascendencia como un expediente
de regulación de empleo y debe ser fruto de un consenso.
Pero yo pediría reflexión, porque cada día deberemos ha-
bituarnos a tener en cuenta que dentro de un concepto de
empresa europea su bandera será cambiante. En este sen-
tido, no debemos hacer normas distintas para las empresas
que tienen su capital social mayoritariamente aquí o las
que lo tengan mayoritariamente en cualquier país de la
Unión Europea. Creo que deben someterse a las mismas
normas legales, que garanticen por supuesto los derechos
de los trabajadores; pero no distingamos entre los derechos
laborales de los trabajadores en una empresa multinacional
y los derechos laborales de los de una empresa nacional
cuando, a todas luces, evolucionamos hacia una realidad
en la que incluso va a ser difícil determinar la bandera de
las empresas y lo más importante será garantizar los dere-
chos de los trabajadores.

En esa línea, puedo anunciarle que el Gobierno en estos
momentos no tiene intención de cambiar la normativa de
los expedientes de regulación de empleo y cuestiones rela-
tivas a ceses y extinción de relaciones laborales.

— DEL SEÑOR VAQUERO DEL POZO (GRUPO
PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZQUIERDA
UNIDA) SOBRE EMPRESAS QUE UTILIZAN
EN SUS PROCESOS PRODUCTIVOS EL
AMIANTO (Número de expediente 181/001355).

El señor PRESIDENTE: Pregunta que formula don
Pedro Vaquero sobre el uso o empleo del amianto.

Tiene la palabra su señoría.
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El señor VAQUERO DEL POZO: El amianto o as-
besto es una sustancia cuyas propiedades fisio-químicas
son ampliamente explotadas por su utilización industrial
en forma de diferentes compuestos cuyo carácter nocivo
para la salud está perfectamente demostrado y acreditado.
Se emplea en las cementeras, en la fabricación de embra-
gues y de otros productos componentes de los vehículos,
así como en distintos ámbitos de la producción (albañile-
ría-fumista, astilleros y desguace de barcos, extracción,
preparación y acarreo de amianto, fabricación de filtros,
aislamientos, cartonaje, textiles, demolición donde esté
presente el amianto, etcétera). Es decir, hay toda una serie
de ámbitos de la producción donde se producen los efectos
de esas propiedades fisioquímicas del amianto. Las patolo-
gías derivadas del amianto son cánceres, cuya definición
causal aparece asentada pacíficamente en la doctrina cien-
tífica internacional desde los años 60. Y ya hay legislación
en nuestro país, por ejemplo, en el Reglamento de trabajos
con riesgo por amianto del año 1984.

Por tanto, en el ámbito de utilización de sectores pro-
ductivos muy importantes de nuestro país hay una presen-
cia elevada de esta materia tóxica. Mi pregunta se refiere a
si el Gobierno tiene conocimiento de cuántas empresas y
de qué sectores utilizan en sus procesos productivos el
amianto, de qué datos de los últimos 15 años dispone el
Gobierno respecto de los trabajadores afectados por este
producto, tanto en afecciones de salud como con conse-
cuencia de muerte, y qué medidas piensa acometer para
erradicar este material tóxico de dichas empresas, así
como aquéllas para proveer de ayudas a los propios afecta-
dos y a sus familias.

En todo caso, le adelanto que preferiría que estos datos
se me facilitaran por escrito.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, según el último informe reali-
zado por el Centro Nacional de Nuevas Tecnologías, de-
pendiente del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en
el Trabajo, el número de empresas que han enviado ficha
de seguimiento ambiental de amianto, de acuerdo con la
legislación vigente, es de 43. Dichas empresas pertenecen
a los sectores siguientes que S. S. ha mencionado: fabrica-
ción de fibrocemento, operaciones menores con amianto,
fabricación de frenos y embragues, industria textil, repara-
ción y mantenimiento de material ferroviario y talleres de
reparación de frenos y embragues.

En cuanto a la evolución en los últimos 15 años de los
trabajadores afectados por este producto, los datos de que
disponemos son, en lo que respecta a la exposición am-
biental, los referidos a la concentración ambiental en el
puesto de trabajo a fibras de amianto, expresado en la rela-
ción fibra de amianto por centímetro cúbico. En lo relativo
al sistema médico de los trabajadores, tenemos los de la
exploración clínica respiratoria y radiológica que se rea-
liza. Según estos datos, y tomando como base el período
comprendido entre el año 1984, en el que se realizó la pri-

mera experiencia de recogida de datos, y 1997 se observa
que a partir de 1987 se produjo una disminución drástica
de los niveles de exposición a fibras de amianto, como
consecuencia de la aplicación de la legislación vigente.
Así, mientras que en el año 1984 la concentración media
era de 2,41 fibra/centímetro cúbico, en 1987 esta relación
se rebajó a 0,76 y siguió descendiendo paulatinamente en
años sucesivos hasta alcanzar un nivel medio de exposi-
ción de 0,08 fibra/centímetro cúbico en 1997. (La señora
Vicepresidenta, Sabanés Nadal, ocupa la Presidencia.)

Igual sucede tanto con lo que se refiere al porcentaje de
trabajadores potencialmente expuestos como a los que su-
peren la concentración promedio permisible considerada
en cada año, ya que ésta ha ido descendiendo también a lo
largo de estos años, pasando de 2 fibras/centímetro cúbico
en 1984 a 0,6 en 1997. Por lo que se refiere a los trabaja-
dores potencialmente expuestos, definidos por el regla-
mento como los que sufren una concentración de fibra de
amianto igual o superior a 0,20 fibra/centímetro cúbico, en
1987 eran el 31 por ciento de los trabajadores de las em-
presas registradas que realizan trabajos con amianto, mien-
tras que en 1997 han descendido al 10 por ciento. La po-
blación expuesta por encima de la concentración promedio
permisible, era del 12 por ciento en 1987, cuando la CPP
(concentración promedio permisible; utilizaré la abrevia-
tura a partir de ahora) estaba situada en una fibra/centíme-
tros cúbicos, mientras que en 1997, con una CPP situada
en 0,6, la población que supera esta concentración es del 2
por ciento. Por tanto, la reducción producida en la concen-
tración promedio permisible en estos diez últimos años ha
ido acompañada del descenso, lógicamente, de la inciden-
cia en la población expuesta, lo que indica un mejor con-
trol de la exposición a fibras de amianto; consecuencia que
también se refleja en la población no expuesta, la cual ha
pasado del 69 por ciento en 1987, con una exposición me-
dia de 0,10 fibra, al 90 por ciento en 1997, con una exposi-
ción media este año de 0,05 fibra/centímetro cúbico.

En cuanto al número de trabajadores registrados que
han sufrido alguna patología derivada del uso de amianto,
se ha experimentado un notable descenso a partir funda-
mentalmente del año 1991. Así, mientras que en el período
comprendido entre 1984 y 1990 se produjeron 84 casos de
asbestosis, 14 de carcinomas y 19 de mesoteliomas, a par-
tir de 1991 y hasta el año 1997 se registraron 17 casos de
asbestosis —de los que 14 se manifestaron en los años
1992 y 1994, produciéndose tan sólo un caso en cada uno
de los últimos tres años—, dos de carcinomas y uno de me-
soteliomas. En total, en el período de 1980 a 1997 se han
producido 37 fallecimientos de trabajadores pertenecientes
a los sectores textil, fibrocemento, materiales de fricción y
calorifugados. Las causas de estos 37 fallecimientos fue-
ron: 6 por mesotelioma, 11 por carcinoma broncopulmo-
nar, 12 por asbestosis y ocho por insuficiencia respiratoria
aguda corpulmonar.

Por lo que respecta a las medidas para erradicar este
material tóxico, España cuenta con una legislación laboral
más restrictiva que la establecida en las directivas especí-
ficas sobre este tema, aprobada por la Comunidad Euro-
pea, que —como usted sabe— son las directivas 83/477 y
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91/382, sobre protección de los trabajadores contra los
riesgos relacionados con la exposición al amianto durante
el trabajo, así como la Directiva 90/394, genérica de la
CEE, sobre exposición laboral a agentes cancerígenos. A
ésta hay que añadir la directiva que —ya en el ámbito del
mercado único— establece la clasificación, envasado y
etiquetado de sustancias y preparados peligrosos, y la limi-
tación a la comercialización y uso de ciertas sustancias y
preparados peligrosos, todas ellas incorporadas ya al Dere-
cho interno español.

Por aplicación de las órdenes ministeriales de 30 de di-
ciembre de 1993 y 1 de febrero de 1996, en España está
prohibida la comercialización y uso de cualquier producto
que contenga alguna de las variedades o formas de
amianto, salvo la variedad blanca o crisotilo, de menor po-
tencia de riesgo carcinógeno, que, no obstante, además
está sometida a fuertes restricciones. Sin embargo, dado el
largo período de latencia de los cánceres por exposición a
amianto, que fácilmente llegan a superar los 20 años, es de
lamentar que, desgraciadamente, pudieran surgir nuevos
casos debido a situaciones anteriores. Además, aunque
esté prohibida la comercialización y uso del amianto, cual-
quiera de sus variedades puede estar presente todavía —in-
tentamos detectarlo a tiempo— en los trabajos de demoli-
ción y desguace, cuando existan materiales que lo conten-
gan. En relación con esta cuestión, el Instituto Nacional de
Seguridad y Higiene en el Trabajo continúa con los traba-
jos de su proyecto de investigación sobre la incidencia y
evaluación de la población laboral expuesto a amianto, y el
relativo a los reconocimientos médicos a trabajadores ex-
puestos al mismo. La Inspección de Trabajo y Seguridad
Social lleva a cabo además una vigilancia y control espe-
cial de esas actividades. También existe la posibilidad de
que algunos de los productos que sustituyen al amianto en
las aplicaciones que fueron propias a este agente antes de
su aplicación pudieran ser, a su vez, peligrosos en mayor o
menor medida que éste. Por esta razón, España contribuye
a las investigaciones que se realizan en la Unión Europea y
en otros países, con el proyecto de investigación del insti-
tuto, sobre valoración del riesgo para la salud derivado de
la manipulación de materiales compuestos de fibras/mine-
rales sintéticas. Por otra parte, el Instituto de Seguridad e
Higiene en el Trabajo está elaborando una guía técnica
como orientación para la mejor aplicación de lo expuesto
en el Real Decreto 665/1997, sobre la protección de los
trabajadores contra los riesgos por exposición a agentes
cancerígenos.

En el pasado Consejo de Ministros aprobamos unas
conclusiones —que había presentado la Presidencia— re-
lativas a los resultados de la evaluación prevista por la di-
rectiva del Consejo de la Unión Europea sobre la protec-
ción de los trabajadores contra los riesgos relacionados
con la exposición al amianto durante el trabajo. En ellas se
invita a la Comisión a intensificar los estudios sobre posi-
ble riesgo por exposición laboral a los productos sustituti-
vos del amianto y a que revise la directiva vigente, con el
objeto de adoptar medidas preventivas de mayor eficacia,
particularmente en las actividades de desamiantado de edi-
ficios, buques, vagones y otros elementos que contengan

amianto, y en las actividades de mantenimiento, repara-
ción y análogas que posiblemente impliquen una exposi-
ción imprevista a fibra de amianto. Con toda seguridad,
esto provocará una reacción de la Comisión Europea en el
sentido de presentar al Consejo una propuesta de directiva
al respecto, que España en su caso apoyaría.

Finalmente, respecto a las ayudas a los propios afecta-
dos y sus familiares, se consideran como adecuadas las que
se aplican por estas contingencias, de acuerdo con la Ley
General de la Seguridad Social y la reglamentación especí-
fica vigente relativa a los accidentes de trabajo y a enfer-
medades profesionales, por la calificación de la enferme-
dad profesional correspondiente, en este caso las referidas
—y temidas— asbestosis, mesoteliomas y las demás deri-
vadas.

Muchas gracias, señora presidenta.

La señora VICEPRESIDENTA (Sabanés Nadal): Se-
ñor Vaquero, por favor, dado lo avanzado de la hora, le pe-
diría brevedad.

El señor VAQUERO DEL POZO: Gracias, señora
presidenta, por haberme concedido el uso de la palabra.

Señor secretario general de Empleo, gracias por su ex-
tensa información. Sin embargo, quisiera que me comen-
tara brevísimamente algún aspecto que no he visto con-
templado en su respuesta y que forma parte también de la
necesidad de información que tengo respecto al tema del
amianto. Uno de ellos es si el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales se ha coordinado con las distintas comu-
nidades autónomas para que ellas, que tienen competencia
en sus respectivas consejerías de salud, realicen estudios
epistemológicos y registros de mesoteliomas para poder
controlar qué incidencia está habiendo en cada una de esas
comunidades autónomas y formar parte del conocimiento
de datos que tiene el Ministerio de Trabajo.

Por otro lado, quisiera saber si se ha puesto en marcha
la comisión de control y seguimiento del reglamento sobre
el amianto y, finalmente, si existen en todas las comunida-
des autónomas los registros territoriales de empresas con
riesgo por exposición al amianto y qué mecanismos de
control existen para que, efectivamente, esas empresas es-
tén debidamente registradas.

La señora VICEPRESIDENTA (Sabanés Nadal): Se-
ñor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): En primer lugar, como pedía S. S., al fi-
nalizar la comparecencia le entregaré la respuesta escrita,
porque considero que incorpora todos los elementos cuan-
titativos que usted explicitaba en su pregunta.

La Comisión Nacional está funcionando, va a seguir
funcionando y ya hemos tenido un debate en torno a este
tema. Según todos los datos que yo tengo, es de suponer
que las autoridades competentes a nivel autonómico están
desarrollando tareas en este sentido, y también —hasta
donde conozco— se está llevando a cabo con diligencia el
registro al que hacía usted alusión.
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No es un tema que esté ya solucionado; repito, todavía
pueden aparecer algunos nuevos casos y aún —en las ta-
reas que he indicado, por ejemplo, de demolición— pode-
mos exponer a trabajadores a este riesgo. Por tanto, tene-
mos que ser especialmente cautelosos; pero, de todas for-
mas, es un problema que ha ido disminuyendo de forma
importante, en este caso por una adecuada legislación y su
adecuada ejecución. Confiamos en que en estos momentos
las actividades y fibras que están sustituyendo al amianto
no sean perjudiciales. Como usted sabe, es una línea que se
está desarrollando y que también he querido destacar. To-
dos tenemos la certeza de que el amianto era perjudicial y,
por tanto, hemos ido procediendo a su sustitución y elimi-
nación, pero hay que ser prudentes, no vaya a ser que al-
guna de las nuevas fibras sustitutorias pudieran encerrar
algún tipo de peligro.

En todo caso —y con esta información complementa-
ria—, en cuanto finalice la intervención, le traspasaré esta
respuesta escrita porque considero que contiene bastantes
datos que podrían ser de su interés.

— DEL SEÑOR VAQUERO DEL POZO (GRUPO
PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZQUIERDA
UNIDA), SOBRE MEDIDAS PARA ERRADICAR
EL TRABAJO DE LOS MENORES EN ESPAÑA
(Número de expediente 181/001363).

La señora VICEPRESIDENTA (Sabanés Nadal): Para
formular la siguiente pregunta, tiene la palabra Pedro Va-
quero, del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida. (El señor presidente ocupa la Presidencia.)

El señor VAQUERO DEL POZO: ¿Qué medidas
piensa adoptar el Gobierno a fin de erradicar el trabajo de
los menores en España, que algunos cifran en unos
400.000?

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Estamos ahora dentro de un debate mun-
dial importante, como usted bien conoce, en torno a los de-
rechos del menor y al trabajo de menores.

¿Qué situación tenemos en nuestro país? Es evidente
que toda la población conoce que se prohíbe claramente el
trabajo de menores, retribuido o no, especificando qué se
entiende por relación laboral, como voluntariedad, depen-
dencia, etcétera. La actuación de la Inspección de Trabajo
permite detectar a veces situaciones de menores que sin
embargo no pueden ser calificadas como trabajos prohibi-
dos, por no concurrir los elementos citados de una relación
laboral. En la mayoría de los casos, los supuestos de tra-
bajo de menores aparecen ligados a los fenómenos de la
economía sumergida familiar, lo que dificulta extraordina-
riamente la labor de investigación y especialmente la de-
terminación de responsabilidades. El fenómeno del trabajo
familiar —dato del que somos conscientes, que intentare-
mos evitar, y ya hay una difusión cultural muy impor-

tante— incluso alienta, en determinados supuestos de mar-
ginalidad, la desescolarización de los menores, a lo que se
une en muchos casos circunstancias, como indicaba, de
marginalidad social.

Hemos de mencionar también la incidencia de otros
factores, como estacionalidad de actividades económicas,
agricultura, hostelería, irregular distribución temporal de
dichos trabajos y la inexistencia casi absoluta, —quisiera
resaltarlo— de denuncias presentadas ante las inspeccio-
nes provinciales sobre este asunto. No hay denuncias sobre
trabajo de menores en nuestro país en la Inspección de
Trabajo. De ello se puede deducir que, como hemos visto
en algún supuesto anterior en esta comparecencia, aunque
la legislación ampara sobradamente la prohibición del tra-
bajo infantil, añadiéndose además la obligación de la esco-
larización hasta la edad mínima laboral, dieciséis años, el
fenómeno tiene una dimensión social que dificulta de
forma importante su detección y total erradicación. Es ne-
cesario abordarlo, no tan sólo desde las medidas estricta-
mente de control, aunque también hay que hacerlo, sino
también desde el conocimiento riguroso de la realidad eco-
nómico-social que lo motiva y desde las actuaciones que
tengan una incidencia en la modificación de esa realidad y
en la sensibilización y cultura de la sociedad.

Entre las acciones que se están llevando a cabo para
abordar este problema, podríamos destacar la firma de un
convenio entre el Ministerio de Trabajo y el Comité espa-
ñol de la Unicef, en cuyo marco está prevista la realización
de estudios referentes al diagnóstico sobre explotaciones
de diversa índole de los menores en España. Este estudio
tiene por objeto conocer la realidad social y los problemas
que se plantean en relación con las diversas formas labora-
les y de explotación de los menores, así como recoger pro-
puestas que permitan dar solución a dichos problemas,
tanto de ámbito normativo como social. El pasado verano,
Unicef, en colaboración con el Ministerio de Trabajo, rea-
lizó un curso en la Universidad de El Escorial, denomi-
nado: La explotación de los niños en el trabajo, situación
actual problemática y plan de acción. Las conclusiones y
ponencias que se presentaron serán difundidas por la Se-
cretaría General de Asuntos Sociales, la cual intervino,
además activamente, con la presentación de una ponencia.

Asimismo, en 1997, por vez primera, en el marco de la
convocatoria de subvenciones con cargo a la asignación
tributaria del IRPF, para la realización de programas de co-
operación y voluntariado social, se incluyó un programa
para la infancia y familia, dirigido a la prevención y erra-
dicación del trabajo infantil mediante actuaciones de sen-
sibilización, detección de factores desencadenantes y pre-
vención.

Se priman además los programas que contengan una
metodología de investigación y acción, que prevean como
beneficiarios a aquellos menores a los que, por razón de su
edad, el trabajo infantil les suponga un mayor riesgo para
su desarrollo y que dirijan sus actuaciones al entorno fami-
liar, donde se concentra actualmente —las cifras todavía
no son ciertas; como S. S. decía son puras estimaciones,
pero esperamos conocerlas— este tipo de comportamiento
irregular y por tanto con necesidad de ser erradicado.
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Por último, para una mayor eficacia, para la detección y
prevención del trabajo infantil se considera necesario re-
forzar los sistemas de inspección laboral, sobre todo en
aquellos ámbitos donde más puedan darse casos de utiliza-
ción de menores. Asimismo, la actuación de los servicios
sociales ante la denuncia por absentismo escolar consti-
tuye un importante ámbito en la acción de la Administra-
ción frente al trabajo infantil.

— DEL DIPUTADO DON MANUEL VAQUERO
DEL POZO (DEL GRUPO PARLAMENTARIO
FEDERAL IZQUIERDA UNIDA), SOBRE TRAS-
LADO AL ORDENAMIENTO JURÍDICO ES-
PAÑOL DE LA DIRECTIVA DE LA UNIÓN
EUROPEA DE 20/01/1998, SOBRE CONTRA-
TACIÓN A TIEMPO PARCIAL (Número de expe-
diente 181/001365).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la siguiente pre-
gunta, que formula también el señor Vaquero en relación
con la contratación a tiempo parcial.

Señor Vaquero.

El señor VAQUERO DEL POZO: Señor Secretario
General de Empleo, quisiera saber cómo proyecta el Go-
bierno trasladar al ordenamiento jurídico español la Direc-
tiva de la Unión Europea de 20 de enero de 1998, sobre
contratación a tiempo parcial, con qué plazo, pues la
misma directiva establece un plazo límite del año 2000, y
los distintos pormenores al respecto.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): La Directiva 97/81 del Consejo, de 15 de
diciembre de 1997 —tengo que hacer esta pequeña correc-
ción, no es el 20 de enero—, incorpora como norma obli-
gatoria al ordenamiento jurídico comunitario el acuerdo-
marco sobre el trabajo a tiempo parcial, concluido el 6 de
junio de 1997.

En este momento, el Ministerio de Trabajo está anali-
zando el contenido de dicha directiva para determinar en
qué medida requiere, para su plena efectividad en España,
la introducción de modificaciones en la legislación vigente
sobre el trabajo a tiempo parcial. Sin que haya concluido
todavía dicho análisis, al que habrá que incorporar igual-
mente la propia reflexión que realicen los interlocutores
sociales al respecto, sí puede anticiparse que en principio
la vigente legislación española se adecua en gran medida a
la reciente directiva comunitaria, por lo que o no habrá que
introducir modificación legislativa o ésta será de carácter
menor. Este análisis aún no concluido condiciona la res-
puesta que pueda darse a la primera de las cuestiones plan-
teadas, relativa a la forma en que vaya a utilizar el Go-
bierno español para trasladar la directiva al ordenamiento
jurídico del país.

Tanto la necesidad de adoptar o no un instrumento nor-
mativo de trasposición como el rango que haya de tener tal

instrumento, ley o real-decreto, dependerá de lo que se
concluya sobre si se debe modificar o no la normativa vi-
gente y su rango. Además, con carácter previo, deben des-
pejarse otras incógnitas antes de determinar cuál será la ac-
tividad del Gobierno español, que en todo caso es conocer
la voluntad, la intención y los objetivos que persiguen los
interlocutores sociales en relación con una posible traspo-
sición de una directiva que ellos mismos han aprobado a
nivel comunitario.

Esta trasposición y, como es sabido, el acuerdo-marco
que trae su causa, como la propia directiva, se inscriben en
las nuevas posibilidades que otorga el diálogo social a es-
cala comunitaria el acuerdo sobre política social, anejo al
protocolo número 14 del mismo nombre, que acompaña al
Tratado de Maastricht. El acuerdo sobre política social es-
tablece, y la directiva lo recuerda, que los Estados miem-
bros podrán confiar a los interlocutores sociales, a petición
conjunta de ésta, el establecimiento, mediante la negocia-
ción colectiva, de las disposiciones necesarias para la apli-
cación de la directiva del Consejo. La trasposición con-
vencional de directivas comunitarias que todavía no se ha
producido en nuestro país desde la vigencia del Tratado de
Maastricht, se ve sin embargo dotada de pleno amparo ju-
rídico en nuestro ordenamiento a través de las posibilida-
des que otorga el artículo 83.3 del Estatuto de los Trabaja-
dores a la negociación colectiva sobre materias concretas,
y podría estar especialmente indicada en relación con una
directiva como la que se analiza, que no hace sino dotar de
eficacia jurídica un previo acuerdo concluido libremente
por las organizaciones representativas europeas a las que
pertenecen igualmente las propias organizaciones sindica-
les y empresariales españolas más representativas. Nada
tendría, por tanto, de extraño que una directiva, que tiene
su origen en la negociación colectiva fuera traspuesta me-
diante la propia negociación colectiva.

Yo querría, aparte de esta consideración de ámbito jurí-
dico, decirle que es de extraordinaria importancia, no tan
sólo la trasposición —que, por supuesto, se hará antes del
año 2000; la intención del Gobierno es hacerla cuanto an-
tes—, sino buscar fórmulas que desarrollen el contrato a
tiempo parcial en nuestro país, contrato que debe desarro-
llarse de forma positiva, para todos, voluntaria, para traba-
jadores y trabajadoras, no hay que hacer un tiempo parcial
para hombres y un tiempo parcial para mujeres, ha de tener
carácter voluntario para todos. Y le podemos dar algunos
datos comparativos del uso de esta fórmula en España con
respecto a la Unión Europea. Sabe usted que tan sólo el 8
por ciento de los contratos en nuestro país se desarrolla
bajo la fórmula de contrato a tiempo parcial, mientras que
esa media a nivel europeo es del 16 por ciento, el doble, y
en algunos países, sobre todo aquellos donde el empleo se
ha incrementado de forma más importante este último año,
como es el caso de Holanda, supera este porcentaje el 36
por ciento.

El Gobierno está dispuesto, y así se especifica en el
Plan de empleo, a abrir una mesa de diálogo social con los
agentes sociales, para estudiar todos los contenidos que
contempla el concepto tiempo parcial: regulación jurídica,
protección social, etcétera, porque hay que hacerlo atrac-
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tivo a las empresas y también a los trabajadores. Queremos
estudiar un paquete de incentivos que queremos dotar para
el fomento del trabajo a tiempo parcial estable. Al igual
que hicimos con el contrato ordinario, querríamos hacerlo
también para fomentar la estabilidad dentro de la fórmula
del tiempo parcial.

En estos momentos, que sabe usted que este Plan de
empleo se encuentra pendiente de su aprobación en la
cumbre de Cardiff, vamos a empezar los primeros contac-
tos y, una vez aprobado dicho plan por esta cumbre, proce-
deríamos a abrir, si así lo estiman oportuno los agentes so-
ciales, esa mesa amplia de diálogo sobre el tiempo parcial,
con el ánimo, al menos por el Gobierno, de concluir los
trabajos antes de final de año para poder incorporar las mo-
dificaciones normativas que se deriven y también las posi-
bles conclusiones de la directiva el próximo año 1999.

El señor PRESIDENTE: Señor Vaquero.

El señor VAQUERO DEL POZO: Señor secretario
general de Empleo, deduzco por su explicación que no es
voluntad del Gobierno acelerar el paso para adelantar a los
agentes sociales con ninguna trasposición normativa, sino
más bien todo lo contrario, esperar a que los agentes socia-
les vayan diciendo qué es lo que quieren hacer al respecto
en el ámbito territorial de nuestro Estado.

Por otro lado, en el Plan de empleo se contempla este
desarrollo del contrato a tiempo parcial sobre la base de los
diferenciales de utilización de esa fórmula contractual que
existe en nuestro país con relación a la Unión Europea.
Éste es un dato que ya hemos conocido a través de los dis-
tintos debates e informaciones recíprocos que hemos te-
nido sobre el plan de empleo anual que el Gobierno va a
presentar en Cardiff, y nuestra preocupación es que, in-
cluso más allá de que exista una trasposición, se puedan ir
dando los hechos consumados de que se va potenciando y
fomentando el contrato a tiempo parcial, que de alguna
forma puede ir cambiando, puede ir mutando la realidad de
nuestro mercado de trabajo. Si bien hasta ahora es insufi-
ciente la capacidad de creación de empleo que tiene nues-
tro sistema productivo, es verdad que esto podría paliarse
o podría camuflarse de alguna forma mediante una fór-
mula de contrato a tiempo parcial que, por un lado, supu-
siese un detrimento de la capacidad recaudatoria que tiene
la Seguridad Social, en la medida en que el fomento de ese
contrato fuese a través de bonificaciones de las cuotas de la
Seguridad Social y con un plazo absolutamente indefinido,
no se sabe cuándo podría acabar esa bonificación y, por
otro lado, se fomentase también de alguna forma el carác-
ter forzoso de la utilización de ese contrato a tiempo par-
cial. Hay que considerar que no es la misma realidad la que
existe, por ejemplo, en Holanda —dato que se ha dado por
parte del secretario general de Empleo— que la que existe
en España, porque, en concreto, las mujeres, en Holanda,
tienen un grado de incorporación al mercado de trabajo
muchísimo mayor que el que existe en nuestro mercado la-
boral español. Eso implica que, en Holanda, la aceptación,
la asunción por parte de los que son sujetos de ese contrato
a tiempo parcial es de un 80 por ciento y, en cambio, en Es-

paña, en unas encuestas que se han realizado, la aceptación
y el grado de voluntariedad hacia ese contrato a tiempo
parcial que tiene entre los sujetos que ahora mismo lo pro-
tagonizan es muchísimo menor.

Sirva como reflexión, dado que usted también ha hecho
la misma reflexión sobre las realidades que va haciendo el
Gobierno, que existe esta preocupación por parte del
Grupo de Izquierda Unida y que sería conveniente que se
diesen los pasos necesarios para adecuar la opinión de los
agentes sociales y económicos, junto con el ámbito parla-
mentario correspondiente, para, si es necesario —y cree-
mos que efectivamente lo es—, actuar en el ámbito legis-
lativo y que se produzca una adecuación y no una vía de
hechos consumados.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Con profundo respeto a la inquietud ló-
gica y normal que puede tener su grupo, creo que puede
quedar resuelta satisfactoriamente con la simple lectura de
lo previsto en el Plan de empleo.

¿Qué decimos en el Plan de empleo? En primer lugar,
se da protección social a fórmulas de tiempo parcial que no
la tenían, como es lo que venía llamándose tiempo parcial
marginal o tiempo parcial de menos de doce horas a la se-
mana y cuarenta y ocho al mes. Se ha incorporado, y ya
está en vigor, con su decreto correspondiente, la protección
por desempleo, de la que no gozaban los trabajadores que
estaban contratados por estas fórmulas. Estoy seguro de
que su grupo reconocerá el avance social que supone esta
incorporación y esta dotación de derechos a una fórmula
contractual que no los tenía.

El Gobierno es consciente de que hay que avanzar en
desarrollar el tiempo parcial, es consciente de que tenemos
que trasponer la directiva, pero es igual de consciente de
que, para que una fórmula laboral tenga éxito, tiene que
venir avalada por trabajadores y empresarios o, lo que es lo
mismo, tiene que ser atractiva para empresarios y para tra-
bajadores. Además, tenemos la experiencia, histórica ya,
de la reforma laboral, que ha tenido un éxito importantí-
simo: lograr invertir esa tendencia en un país que venía in-
crementando la temporalidad.

¿Qué vamos a hacer? Si se da usted cuenta y lo lee, y
puede quedarse tranquilo, no prefiguramos jurídicamente
ninguna nueva fórmula de tiempo parcial. Decimos que
queremos que se desarrolle, que sea voluntario, que no sea
sexista, que sea atractivo para ambas partes, y que sea es-
table. Únicamente el supuesto posible de incentivación se-
ría en el caso de la estabilidad, y lo derivamos a una mesa
de diálogo social. Podríamos no haberlo hecho; podría-
mos, al amparo de la directiva, haberla traspuesto y haber
aplicado lo que nosotros entendíamos que era su desarro-
llo. Queremos dialogar Y es más, queremos dialogar los
posibles incentivos que le preocupan a usted, en cuanto a
merma de fuentes de financiación de la Seguridad Social,
y se va a hacer el ofrecimiento, un ofrecimiento oportuno
en estas fechas de movilizaciones sindicales por el empleo
y la solidaridad, no contra el Plan de empleo —que siem-
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pre es bueno el matiz; uno lee las pancartas y dicen: Por el
empleo y la solidaridad, móvil sin duda interesante y nece-
sario—, y añadiremos ese debate al de incentivos.

Esto seguro de que la lectura del documento y los co-
mentarios de este humilde secretario le aportarán sosiego y
tranquilidad donde ahora mismo, en el corazón, tiene esa
incertidumbre y esa inquietud que acaba de expresar.

— DE LA SEÑORA ROMERO LÓPEZ (GRUPO SO-
CIALISTA DEL CONGRESO), SOBRE PREVI-
SIONES ACERCA DE LA REALIZACIÓN DE
LAS TRANSFERENCIAS A LAS COMUNIDA-
DES AUTÓNOMAS EN MATERIA DE FOR-
MACIÓN PROFESIONAL (Número de expediente
181/001393).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la pregunta que
formula doña Carmen Romero, sobre formación profesio-
nal.

Tiene la palabra la señora Romero.

La señora ROMERO LÓPEZ: Esta pregunta también
va de inquietud. Así es que continúo en el mismo marco
del debate de la anterior pregunta.

Señor Pimentel, quisiera decirle que las transferencias
que se están produciendo generan preocupación en los tra-
bajadores, en sus sindicatos, y en los ciudadanos en gene-
ral, porque afectan a la igualdad de oportunidades ante el
acceso a la formación, al empleo y al mercado de trabajo,
principio constitucional que creemos que todos debemos
respetar y desde luego el Gobierno en primer lugar.

El marco en el que se están produciendo estas transfe-
rencias no es el que hubiera sido evidentemente más de-
seable. Circunstancias de resultados electorales pueden ha-
ber llevado a una negociación de estas transferencias con
unas características que probablemente en otro supuesto
no se habrían producido. La lógica de las comunidades au-
tónomas es evidentemente reclamar la asunción de sus
competencias, pero queremos saber las previsiones del
Gobierno desde la lógica de la responsabilidad del Estado.

¿Cuáles han sido las transferencias que se han produ-
cido en materia de formación profesional, las primeras que
se produjeron? Quisiéramos que nos diera datos y toda la
información que tenga sobre esa materia, sobre todo los
reales-decretos de transferencias que se han aprobado de
funciones y servicios en materia de gestión, de trabajo, de
empleo y de formación. Acabamos de oír esta mañana las
previsiones que hay en la Comunidad Autónoma de Valen-
cia y nos acaba de decir que las comunidades autónomas
de Cataluña y de Galicia ya tienen sus reales-decretos de
transferencias sobre esto. Quisiéramos conocer el calenda-
rio de estas transferencias con respecto a las restantes co-
munidades autónomas, y en qué condiciones y marco se
van a producir.

Es imposible desligar las políticas activas de las políti-
cas pasivas. De hecho, transformar las políticas pasivas en
políticas activas es, como sabe muy bien, señor Pimentel,
uno de los ejes de trabajo en todos los documentos euro-

peos; fue el eje del anterior gobierno y ha sido también,
cuando ustedes estaban en la oposición, y espero que no se
hayan olvidado, la postura que mantenía su grupo. No
quiero hablar ahora, porque me parece que sería redundar
en declaraciones que hicieron ustedes muy abundante-
mente cuando estaban en la oposición, acerca de los subsi-
dios y del voto cautivo, acerca de la necesidad de ligar las
políticas activas a las pasivas. Ha habido infinidad de com-
parecencias en esta Cámara en esa línea, solicitadas por to-
dos los grupos políticos. Por eso creemos que los mecanis-
mos de conexión entre ambas políticas es sustancial para
prever el futuro.

Quisiéramos saber qué previsiones ha hecho el Go-
bierno en esta materia y qué mecanismos tiene para garan-
tizar los principios constitucionales desde el momento en
que se están produciendo estas transferencias.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, de su pregunta por escrito se tra-
ducía que las transferencias se debían ceñir únicamente a
formación profesional. En su intervención también cues-
tiona otras políticas activas y hace una reflexión sobre la
conveniencia o no de incentivar y desarrollar la transfor-
mación de políticas pasivas en activas. Dentro de mis mo-
destas posibilidades, procuraré abordar todo ello.

Ciñéndome a la formación profesional, que era el tenor
de la pregunta, como usted bien sabe y además es un senti-
miento muy personal, yo creo que es bueno acercar las po-
líticas de empleo al territorio. Es conveniente que una co-
munidad autónoma gestione primero las políticas de em-
pleo y después el conjunto de políticas activas de empleo.
Creo que es positivo y en ese sentido le podría comentar
que la primera fase de transferencias comenzó con la for-
mación profesional ocupacional; ya hubo cinco transferen-
cias entre los años 1991 y 1994 que, como usted bien sabe,
fueron a Cataluña, al País Valenciano, a Galicia, a Andalu-
cía y a Canarias. Eran transferencias vigentes en el mo-
mento de constitución de este Gobierno y, como, además,
no podía se de otra forma, han seguido funcionando dentro
del amparo competencial que los decretos conferían.
Desde el inicio de esta legislatura se han traspasado ya, en
formación profesional siempre, a Navarra y Extremadura,
con fecha 1 de enero, y se han firmado ya los acuerdos de
traspaso para Aragón y Baleares, cuya fecha de efectividad
será el próximo mes de mayo. Las otras comunidades au-
tónomas que lo han solicitado se encuentran, con respecto,
digo, a la formación profesional, en la siguiente fase de ne-
gociación: La de Madrid, que es la que se encuentra más
avanzada, está prevista su asunción para septiembre de
este año; Cantabria, Castilla y León, Castilla-La Mancha,
Murcia y La Rioja la asumirán previsiblemente el 1 de
enero de 1999; y, por último, con respecto al Principado de
Asturias, se ha abierto recientemente la mesa de negocia-
ción, por lo que no se ha constituido todavía la ponencia
técnica que estudie las condiciones de traspaso.

¿Cuál es nuestra intención, señoría? Tener finalizado y
culminado el 1 de enero de 1999 el proceso de transferen-
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cias de la formación profesional ocupacional a todas las
comunidades autónomas, con el mismo rango de compe-
tencias y, por supuesto, como no podría ser de otra forma,
con respeto exquisito al principio básico constitucional de
igualdad de todos los ciudadanos y ciudadanas al acceso
de la formación en este ámbito.

¿Qué singularidades tenemos actualmente, dentro de
este mapa previsible de transferencias? En primer lugar, el
País Vasco tiene una dificultad específica, puesto que se
reclama, no tan sólo la gestión de la formación, sino la
transferencia, como usted sabe, de la cuota de formación
profesional, hecho que tiene extraordinarias dificultades
para un Gobierno que considera estas cuotas dentro del
ámbito de la caja única de la Seguridad Social y por tanto
materia no transferible. Estamos negociando con el País
Vasco y yo personalmente soy optimista, en cuanto creo
que llegaremos a acuerdos que permitan esa gestión por
parte de las autoridades vascas de su formación profesio-
nal, sin que ello suponga una ruptura de lo que otros consi-
deramos caja única de la Seguridad Social. La otra singu-
laridad que tenemos dentro del Estado son las ciudades au-
tónomas de Ceuta y Melilla, cuyo estatuto de autonomía
no contempla la ejecución de legislación laboral, pero, una
vez transferidas las competencias al resto de las comunida-
des autónomas, no cabe duda de que habrá que llegar a un
convenio, por lo menos de ejecución, aunque no sea por
decreto de transferencias, sí por convenio, con Ceuta y
Melilla, porque no tendría sentido tener únicamente desa-
rrollo a nivel estatal de la formación en estas dos ciudades
autónomas. Por tanto, nuestra intención es que el 1 de
enero de 1999 culmine todo el proceso de transferencias de
formación profesional, proceso de transferencia que, como
usted bien sabe, se inició en 1991.

Ha hecho usted alusión, ya excediendo al ámbito limi-
tado de la formación profesional ocupacional, al resto de
políticas activas —que no es formación, la formación es es-
cenario—, donde se encuentran escuelas-taller, casas de
oficios, iniciativas locales de empleo, autoempleo, interme-
diación, etcétera. Es un conjunto mucho más amplio que la
pura formación profesional. Nuevamente aquí nos encon-
tramos con una convicción del Gobierno de que es deseable
acercar estas políticas al territorio. Por tanto, hemos ini-
ciado un proceso de transferencias que ha comenzado, por-
que había que rodar y definir modelo, con la transferencia,
con vigencia del 1 de enero de este año, a Galicia y a Cata-
luña. Hay ponencia técnica abierta, por ejemplo, con Anda-
lucía, y queremos, como indicaba en una respuesta anterior,
culminar este proceso a las comunidades del 151 asimilado
(Canarias, Navarra, Valencia y Andalucía) a lo largo del
año; lo ideal sería tenerlo publicado en el «Boletín Oficial
del Estado» en torno al verano, para que la eficacia jurídica
pudiera tener lugar a principios del próximo año. Una vez
finalizado el proceso con estas comunidades autónomas,
vendría la transferencia al resto de comunidades.

¿Cuál sería el escenario ideal de culminación de trans-
ferencias? Que a lo largo del año 2000 tuviéramos ya ulti-
mado un proceso de transferencias. Nuevamente tenemos
la singularidad en este caso de las ciudades autónomas de
Ceuta y Melilla y la particularidad de la reivindicación del

País Vasco, que intentamos abordar, como decía, desde el
acuerdo y la negociación, porque tenemos que garantizar,
no podría ser de otra forma, todos los derechos constitu-
cionales de igualdad.

En cuanto a la reflexión breve que hacía de políticas pa-
sivas por activas, evidentemente este Gobierno comparte
esos principios que usted ha enunciado, y no sólo los com-
parte nominal o verbalmente, sino que creo yo que queda
profusamente reflejado dentro del Plan de empleo que he-
mos presentado. Además, hay una propuesta de diálogo
(antes he desarrollado la de tiempo parcial y la de incenti-
vos), sobre la cual queremos que se centre el debate del
diálogo social para finales de este año, y es precisamente
cómo incentivar y acelerar la transformación de políticas
pasivas en activas, para que hagan más empleables a nues-
tros ciudadanos sin que por ello se produzca ni una sola
merma de sus derechos o de sus rentas sustitutorias del em-
pleo. Estamos de acuerdo con las prioridades que usted
enunciaba y en este caso hay coincidencia con la tendencia
básica del Gobierno.

Espero haberle dado buen detalle del compromiso y si-
tuación de las transferencias, tanto de formación profesio-
nal como del conjunto de política activa englobado en lo
que popularmente se llama transferencia Inem.

El señor PRESIDENTE: Señora Romero.

La señora ROMERO LÓPEZ: Señor Pimentel, des-
pués de su explicación aún me cabe más inquietud de la
que tenía antes de hacerle la pregunta. Porque si es verdad
que usted me ha explicado el calendario, lo que no me ha
explicado son los mecanismos que tiene el Gobierno para
garantizar los principios constitucionales en cualquier
parte del territorio, y eso es lo que verdaderamente me pro-
duce preocupación.

Usted sabe que a partir del real decreto de transferen-
cias a la Comunidad Autónoma de Cataluña estaba pre-
vista la firma del convenio de coordinación y seguimiento,
un convenio para constituir la comisión de coordinación y
seguimiento, que es el principal mecanismo que garantiza
el principio constitucional de igualdad. Sabe que ese con-
venio no se ha firmado todavía, y si aún no se ha firmado
dicho convenio para que esa Comisión pueda realmente
garantizar esos mecanismos, podemos decir que estamos
atravesando un período en el que el desconcierto es total.
Tampoco se ha producido el consenso social y político que
era necesario en un tema tan sensible como éste y que está
produciendo disfunciones importantes. No hay previsiones
técnicas en esta materia, de manera que se está dando una
duplicación de los servicios se están produciendo disfun-
ciones y están teniendo lugar situaciones que no deberían
haberse producido si las transferencias se hubieran hecho
con más previsión y, sobre todo, con un modelo previo.

Por otra parte, las transferencias se han producido el 1.º
de enero de 1998, pero el resultado ha sido la descoordina-
ción y que efectivamente no exista la transferencia ni los
flujos de información; justamente estamos viviendo lo
contrario. Es por eso que me produce auténtica inquietud
el que usted siga avanzando en los calendarios de transfe-
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rencias sin dar absolutamente ninguna explicación sobre
esos mecanismos que garantizan los principios constitu-
cionales tan importantes para un Gobierno que, lógica-
mente, debe defender la responsabilidad del Estado.

Por tanto, no tenemos más remedio que denunciar esa
precipitación, ese salto de mata con que ustedes están
abordando una materia tan sensible como ésta, esa ausen-
cia de previsiones que no saben ustedes lo que tienen que
hacer ni lo que van a hacer, esa ausencia de modelo; no
existe una integración de bases de datos, no existe compa-
tibilidad de las redes informáticas; en definitiva, no existe
un modelo con el cual ustedes puedan hacer las previsio-
nes de ese calendario de transferencias que tienen en
mente.

El tema es serio, y como el tema es serio y nosotros
creemos que ustedes deben ejercer esa responsabilidad de
Estado y no estar subordinados a las hipotecas o que sus
apremios impidan que se produzcan estas transferencias
con las debidas garantías, debo decirle, señor Pimentel,
que no sólo no ha disminuido la inquietud que tenía al ha-
cerle la pregunta, sino que muy al contrario, la ha aumen-
tado.

No tengo mucho tiempo para explicarle algunos casos
que pueden estar produciéndose ya. Usted sabe, por ejem-
plo, que las agencias de colocación pueden tener un mer-
cado laboral diferente a los servicios públicos de empleo.
Asimismo, usted sabe que se está produciendo ya que un
trabajador de Zaragoza o de cualquier otro territorio no ac-
cede a los datos que puede tener el servicio de empleo de
la Generalitat de Cataluña o que hay opacidad en toda la
información de los datos. Esos casos se están dando ya y se
van a producir, y lo que es más grave, no están teniendo lu-
gar en Cataluña sino que se van a producir en cada una de
las comunidades autónomas a las que ustedes vayan ha-
ciendo transferencias sin establecer ningún mecanismo de
previsión de los problemas de esta naturaleza que puedan
plantearse, como ha sucedido ya con algunos casos que he
puesto sobre la mesa, aunque son muchos más los que pue-
den plantearse. ¿Va a prescindir el Estado de algunos pro-
gramas experimentales, por ejemplo el de las escuelas-ta-
ller y las casas de oficios, que es un mecanismo que el Go-
bierno se reservaba para establecer algunas líneas que pu-
dieran ser innovadoras respecto a algunas comunidades
autónomas que pudieran no verse en circunstancias seme-
jantes a las de otras comunidades? Hay muchos temas que
se podrían abordar desde esta óptica, pero parece ser que
su Gobierno no se ha planteado ninguno.

Siento no poder decirle que nos ha desaparecido esa in-
quietud sino muy al contrario tengo que decir que su Go-
bierno ahora mismo está sujeto simplemente a hipotecas
electorales, pero no tiene un modelo al cual poder hacer re-
ferencia en este asunto tan sensible para todos los españo-
les.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, dentro de ese mundo amplio y
subjetivo, dentro además de la esfera de la psicología en la

que no soy experto, y dentro del mundo de las inquietudes,
desasosiegos y preocupaciones no podría profundizar ni
entender si le he quitado algunas de ellas o si se las he in-
crementado. En todo caso, más que desasosiego o inquie-
tud lo que demuestra su intervención, y ya digo que no soy
un experto en psicología por lo que haré una aportación
con moderación, es una profunda irritación al fenómeno de
transferencias. (La señora Romero López: ¡A ésta!) De
su intervención deduzco que a usted le produce temor no la
posible constitucionalidad, que evidentemente sabe que no
va a quedar vulnerada, sino que le produce temor que sean
las comunidades autónomas las que gestionen unas políti-
cas de empleo que tienen cobertura constitucional en su
ejecución. Le puedo decir que este Gobierno hace, y va a
intentar hacer en conjunción con todo, la mejor de las
transferencias posibles al amparo constitucional, pero no
comparte esa inquietud o ese temor que yo rastreo en sus
declaraciones, un rastreo psicológico, y por tanto prudente,
de temor a la transferencia. No tenemos ningún temor a la
transferencia, creemos que las políticas activas de empleo
se enriquecen con la gestión, como además los gobiernos
de su propio grupo político nos reiteran hasta la saciedad,
y por tanto entendemos que se mejora profundamente una
España descentralizada; es más, el servicio por el empleo
puede mejorar su eficacia. Para eso, efectivamente, hay
que ser prudente y construir con inteligencia el nuevo mo-
delo, pero ésa es otra cuestión. Partimos de la base de que
la transferencia es constitucional y de que la gestión para
acercarla al territorio va a mejorar.

¿Cómo ha funcionado? Digo esto porque veo que no
sabe exactamente de qué se trata cuando se habla de la
firma de convenios. Nosotros hemos desarrollado esta
transferencia con un modelo transitorio, un modelo transi-
torio que en el caso de Cataluña en concreto, por ir avan-
zando y tener un modelo distinto, planteamos la posibili-
dad de la firma de un convenio. No lo hemos hecho en Ga-
licia, allí no existe ese convenio, ni siquiera lo hemos plan-
teado; se funciona, hay un marco, hay una transferencia
donde quedan definidas, al igual que en Cataluña, es exac-
tamente el mismo marco, cuáles son las competencias de la
comunidad autónoma y cuál es la competencia del Estado.
En una situación tan compleja donde en una misma oficina
conviven actualmente funcionarios del Estado y funciona-
rios autonómicos, le puedo decir que el nivel de problemas
que tenemos hasta este momento es mínimo. No tengo nin-
gún caso de dificultad específica en Galicia y las que co-
nozco en Cataluña son más propias de las dificultades per-
sonales a la hora de integrar nuevas realidades.

Hay, esto es esencial y usted no lo ha incorporado en su
exposición pero yo supongo que lo conocería y que no le
ha venido al hilo de su argumento, un documento impor-
tante aprobado en el seno del Consejo general del Inem,
suscrito por las organizaciones sindicales y empresariales
y el propio Gobierno en torno al modelo del nuevo servicio
público de empleo, modelo anticipado sobre el que se es-
tán haciendo y trabajando las transferencias que actual-
mente estamos llevando a cabo y que tendrá un debate pro-
fundo en la próxima conferencia sectorial. Por tanto, tam-
bién puede estar usted tranquila en ese sentido, no sólo en
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la constitucionalidad, que no podría ser de otra forma, sino
también en la existencia de un modelo acordado con los
agentes sociales.

Respecto al calendario más claro no se lo he podido de-
cir, quizás sí más alto o más elaborado, pero le he dado el
calendario y también le he ampliado la respuesta. Se ceñía
a formación profesional y hemos querido darla. También le
querría hablar sobre dos temas que me han preocupado de
su intervención, y aquí sí parece que usted plantea una in-
quietud concreta. El primero es que van a quedar absoluta-
mente integrados los sistemas de intermediación, de tal
manera que el Estado conoce a tiempo real las altas y las
bajas. Ahora mismo, y sin entrar en debate, conocemos al
día las altas y bajas de cada comunidad autónoma. En este
caso, y lo digo sin entrar en discusión, el secretario general
de Empleo que tiene modestas funciones, conoce al día las
altas y las bajas de cada oficina de empleo y de cada co-
munidad autónoma; por tanto, es un tratamiento que va a
seguir desarrollándose y ese temor puede usted quitarlo de
la mesa. Este conocimiento lleva al balance total en la dis-
minución o incremento de los demandantes registrados de
empleo, y además queda garantizada la conexión de de-
mandas y ofertas. Cualquier ciudadano español tendrá de-
recho a conocer la oferta de empleo que hay en cualquier
parte del Estado. Es más, con la línea actual eso funciona
escasamente y vamos a conseguir mejorarlo. Estoy con-
vencido de que lo que vamos a hacer es mejorar el Inem
actual. El Inem ha prestado grandes servicios, es un orga-
nismo al que estar agradecido, pero un organismo que tam-
bién clamaba a voces una modernización profunda y yo
creo que una modernización inteligente y positiva van a
ser precisamente las transferencias. No hay que ver esto
como usted lo ve, como un retroceso, como un temor o
como que necesariamente va a funcionar peor, no; creo que
va a funcionar mejor la eficacia en la política activa y va-
mos a lograr mejores índices incluso de intermediación. La
realidad lo dirá, pero yo creo que se están haciendo las co-
sas dentro de una inteligencia de sistemas y de un acuerdo
que incrementará la eficacia de esta transferencia.

Finalmente, por supuesto, que los decretos de transfe-
rencia serán idénticos. Lógicamente no va a haber comuni-
dades que tengan más competencias y otras que tengan
menos, con lo cual quedará garantizado también el princi-
pio constitucional de igualdad de oportunidades y de igual-
dad de acceso.

— DE LA SEÑORA URÁN GONZÁLEZ (GRUPO
PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZQUIERDA
UNIDA), SOBRE MEDIDAS ANTE EL INCUM-
PLIMIENTO DEL ARTÍCULO 12 DEL CONVE-
NIO RELATIVO A LA PROTECCIÓN DEL
NIÑO Y A LA COOPERACIÓN EN MATERIA
DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL (Número de
expediente 181/001479).

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la última pre-
gunta, que formula la señora Urán, en relación con la pro-
tección del niño en materia de adopción.

La señora URÁN GONZÁLEZ: Señor Pimentel, esta
diputada le formula la siguiente pregunta: ¿piensa el Go-
bierno adoptar alguna medida ante el incumplimiento que
se está efectuando por parte de alguna comunidad autó-
noma, en cuanto entidad pública competente y lo que tiene
que ver con el artículo 12 del Convenio relativo a la pro-
tección del niño y a la cooperación en materia de adopción
internacional que se hizo en La Haya el 29 de mayo de
1993 y que se ratificó por España en 1995?

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, el Convenio de La Haya de 29
de mayo de 1993, sobre la protección de menores y la co-
operación en materia de adopción internacional fue ratifi-
cado por España por instrumento de 30 de junio de 1995.
Su fin último es que las adopciones internacionales tengan
siempre lugar, en interés del menor y conforme a sus dere-
chos fundamentales reconocidos en los textos internacio-
nales, particularmente en la Convención de las Naciones
Unidas sobre los derechos del niño, de 20 de noviembre de
1989. El citado Convenio establece un amplio sistema de
cooperación internacional entre las autoridades centrales
de los estados parte y entre estas y todas aquellas autorida-
des u organismos intervinientes en los procedimientos o
expedientes de adopción, públicos o privados debidamente
reconocidos, desvelándose este sistema de cooperación in-
ternacional entre autoridades como la pieza clave para el
logro y cumplimiento de los objetivos convencionales. Su
artículo 12 en concreto, dispone: un organismo acreditado
en un Estado contratante sólo podrá actuar en otro Estado
contratante si ha sido autorizado por las autoridades com-
petentes de ambos estados.

En nuestro país, las autoridades son los órganos admi-
nistrativos con competencia en materia de protección de
menores de las respectivas comunidades autónomas, las
cuales se instituyen como autoridades centrales a las que
se refiere el citado convenio. En este sentido, los decretos
aprobados en las distintas comunidades autónomas, sobre
acreditación y funcionamiento de las entidades colabora-
doras de adopción internacional, recogen una serie de pre-
ceptos dirigidos a garantizar el cumplimiento de lo esta-
blecido en el Convenio de 29 de mayo de 1993, en particu-
lar en su artículo 12. Se establece en primer lugar que las
entidades colaboradoras de adopción internacional deben
cumplir con el requisito de estar autorizadas por las autori-
dades competentes del país para el que han obtenido la ha-
bilitación, a fin de que ésta sea efectiva. Se determina por
otra parte la obligación de estas entidades colaboradoras
de informar al menos trimestralmente a la entidad acredi-
tadora, es decir organismos competentes en protección de
menores de las comunidades autónomas, de todas las inci-
dencias que puedan surgir en el ámbito de la acreditación.
En tercer lugar se dispone la sujeción de dichas entidades
colaboradoras al control e inspección del órgano habili-
tante, pudiendo ser revocada su acreditación si aquéllas in-
cumpliesen alguna norma legal o las condiciones y térmi-
nos fijados por el mismo órgano habilitante. Por último, y
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dentro del marco de desarrollo de la cooperación y coordi-
nación de autoridades centrales del Convenio de La Haya,
hay que tener en cuenta como uno de los elementos impor-
tantes del mismo el intercambio de información en lo con-
cerniente a las irregularidades que se puedan producir en
su ejecución.

Por todo ello, puede afirmarse que existen hoy día los
mecanismos necesarios para que el incumplimiento que
usted denuncia del artículo 12 del convenio no se pro-
duzca, y si llega a producirse, una vez que tenga conoci-
miento el órgano competente en virtud de la normativa
aplicable, éste pueda actuar en consecuencia.

El señor PRESIDENTE: Señora Urán.

La señora URÁN GONZÁLEZ: Lamento que conteste
esta pregunta el secretario general de Empleo porque más
bien es una pregunta a la Secretaría General de Asuntos
Sociales, que es la que en principio atiende la adopción in-
ternacional.

Tengo que asegurarle desde aquí que sí hay incumpli-
miento y ese incumplimiento se está haciendo, al menos
que nosotros sepamos, por parte de una comunidad autó-
noma, y esa comunidad autónoma no es ni más ni menos
que la Comunidad Autónoma de Valencia. Tenemos docu-
mentación para poder acreditarle que existe ese incumpli-
miento del artículo 12.

En el mes de julio del año pasado, la Comunidad Autó-
noma de Valencia, la Consellería de Trabajo y Asuntos So-
ciales remite un escrito de valoración de idoneidad de una
pareja que había solicitado adopción en Bolivia, le dice
textualmente que en la actualidad la entidad acreditada
para tramitar con Bolivia es Adecop y da el número de te-
léfono para el contacto; es decir la Consellería, que es la
entidad pública competente, deriva a la familia hacia la en-
tidad mediadora.

En respuesta del Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales a una pregunta parlamentaria de esta diputada, con
fecha 27 de enero de 1998, de este año —estamos ha-
blando de julio de 1997 y enero de 1998— dice que Ade-
cop no está acreditada en Bolivia; tiene la acreditación de
nuestro Estado, de nuestra comunidad autónoma, pero no
tiene la acreditación del Estado donde el niño o la niña ten-
dría que ser adoptado. Hay un claro incumplimiento del ar-
tículo 12, y además es la propia Administración la que de-
riva a las familias hacia esta entidad para que haga la me-
diación en la adopción internacional. Si ustedes dicen que
esto no es incumplimiento, no sé cómo llamaríamos a a los
incumplimientos en este país.

Si lo conoce el Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, ha de suponerse que la comunidad autónoma lo tiene
que conocer mucho más. De ahí que insista: ¿va a tomar el
Gobierno alguna medida para evitar este tipo de incumpli-
miento que además coloca en una situación terrible a las
familias? Están engañándolas. Hay incumplimiento no so-
lamente del convenio, sino de la propia legislación. La Ley
de protección jurídica del menor que se aprobó por esta
Cámara plantea, en su artículo 25, que corresponde a las
entidades públicas la acreditación, el control, la inspección

y elaboración de las directrices de actuación de las entida-
des que realicen funciones de mediación en su ámbito.
Además, también se incumple, al menos por parte de la co-
munidad valenciana, su propio decreto de desarrollo, por
el cual se toman las competencias en materia de adopción
internacional y se desarrollan las medidas de acreditación
de las entidades mediadoras y colaboradoras.

Hay incumplimiento general y quien tiene que dar
cuenta de cómo se cumplen los convenios que firma es el
Estado, por tanto el Gobierno. Nosotros insistimos: quere-
mos saber qué medidas se van a adoptar porque si a noso-
tros, a través de respuesta parlamentaria, nos han llegado
los datos que tiene en su poder el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, debemos suponer que el Ministerio de
Trabajo y Asuntos también tiene conocimiento de cómo se
están produciendo las adopciones internacionales en las
diferentes comunidades autónomas; en otro caso, tendría-
mos que llegar a la conclusión de que hay una total desco-
ordinación y, por tanto, un incumplimiento generalizado
por lo menos de los derechos no solamente de los menores,
sino de las propias familias que recurren a entidades me-
diadoras, que son derivadas desde la propia Administra-
ción a estas entidades colaboradoras y que no cumplen los
requisitos.

Es más, el propio Ministerio de Trabajo y Asuntos So-
ciales remite documentación, más o menos por esas fe-
chas, en la que se dice que Bolivia no va a acreditar a nin-
guna entidad colaboradora más porque están pendientes de
la tramitación de la legislación pertinente en su país sobre
la materia de adopción internacional, y además no se prevé
que se pueda producir en un corto período de tiempo. ¿Qué
medidas piensa tomar el Ministerio y el Gobierno respecto
a estos temas? Hay personas que están esperando poder
adoptar un niño desde Bolivia, desde la propia Adminis-
tración pública se les deriva y de ahí surgen responsabili-
dades.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señoría, como en un caso anterior, hu-
biera ilustrado y probablemente permitido mayor concre-
ción en la respuesta conocer el supuesto por el cual S. S. se
preocupa en este caso. No puedo hablar del supuesto, por-
que no lo conozco y sería imprudente o insensato por mi
parte evaluar unos hechos que no conozco en estos mo-
mentos.

Nada más quiero decirle que efectivamente le he trasla-
dado la legislación actual y la forma de funcionar, que co-
noce perfectamente según deduzco de su intervención. Las
entidades deben estar acreditadas y, por tanto, como no co-
nozco el ejemplo, no voy a a entrar a valorar ese supuesto
concreto.

Por supuesto, el Gobierno, dentro de su marco compe-
tencial y de las posibilidades jurídicas que tiene, que en
este caso son un campo por lo menos de funcionamiento,
velará y está velando de hecho por el incumplimiento de
estos casos, sin que exista esa descoordinación que usted
anuncia; en este caso, sí le puedo tranquilizar.
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Efectivamente no es mi competencia estricta el ámbito
de protección del menor en materia de adopción interna-
cional; sí he despachado con la secretaria general, que me
ha trasladado todos estos enunciados que ahora mismo le
acabo de anticipar. Es una lástima, repito, que no hayamos
conocido este caso porque le hubiera dado mayor informa-
ción sobre el mismo de la que le puedo transmitir en este
momento, que es de naturaleza muy general. (La señora
Urán González pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Señora Urán, ¿alguna aclara-
ción?

La señora URÁN GONZÁLEZ: Gracias, señor presi-
dente.

Tomo la palabra para aclarar al señor secretario general
de Empleo que no es un caso supuesto; he citado un ejem-
plo. Es una situación que se da en todas las personas de-
claradas idóneas y que son derivadas por parte de la Co-
munidad Autónoma Valenciana a la misma entidad media-
dora, porque es la única que tiene la acreditación. Por tanto
no es una sola familia, sino todas las familias que han soli-
citado la adopción en esta entidad y con este país.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Urán.

COMPARECENCIA DEL SEÑOR SECRETARIO
GENERAL DE EMPLEO (PIMENTEL SILES) PARA
INFORMAR SOBRE:

— EL EXPEDIENTE DE REGULACIÓN DE EM-
PLEO DE TABACALERA. A SOLICITUD DEL
GRUPO SOCIALISTA DEL CONGRESO (Nú-
mero de expediente 212/001162).

El señor PRESIDENTE: Entramos en el apartado de
comparecencias. En primer lugar, la comparecencia, soli-
citada por el Grupo Socialista, para explicar el expediente
de regulación de empleo de Tabacalera.

El señor Pimentel tiene la palabra.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señor presidente, trataré de exponer con
brevedad cuál es la situación que entendemos se deriva de
esta solicitud de comparecencia.

La empresa Tabacalera, S. A., regula en la actualidad
sus condiciones de trabajo y sus relaciones laborales por
un convenio colectivo suscrito el pasado día 18 de marzo y
que extiende sus efectos hasta el 31 de diciembre de 1998.

En la actualidad, no se ha presentado por esta empresa
para su resolución por el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales expediente de regulación de empleo, por lo que
no existe constancia —y la constancia que yo puedo tener
es la oficial—, de que vayan a producirse ajustes en el ni-
vel de empleo de esta empresa.

Tenemos conocimiento de la huelga del día 31 de
marzo, convocada por el comité intercentros de Tabaca-
lera, como consecuencia del proceso de privatización

anunciado de esta empresa, y ello por entender que en el
mismo se pone en peligro la estabilidad en el empleo y la
supervivencia de la empresa. Cómo se vé, la huelga no se
plantea por una medida concreta o decisión de la empresa
con incidencia directa con el empleo, como podría ser la
presentación de un expediente de regulación de empleo,
sino por las expectativas de que la anunciada privatización
pueda afectar al empleo.

A día de hoy, es lo que puedo comentar y de lo que
tengo constancia oficial sobre la situación de empleo en
Tabacalera.

El señor PRESIDENTE: En primer lugar interviene el
grupo solicitante de la comparecencia.

Tiene la palabra la señora Romero.

La señora ROMERO LÓPEZ: Gracias, señor presi-
dente.

Usted sabe perfectamente, señor Pimentel, el contexto
en que se presentó el expediente de regulación de empleo
y el momento en que se planteó. El contexto en que esta-
mos viviendo en estos momentos las declaraciones del se-
ñor Aznar, hace muy poco tiempo en el Círculo de Empre-
sarios, diciendo que no le temblará el pulso al abordar
cualquier tipo de reformas en la empresa pública; la se-
mana que hemos vivido aquí en el Parlamento, con el plan-
teamiento de la interpelación y la correspondiente moción
así como las proposiciones no de ley de los distintos gru-
pos solicitando que el Estado conserve un porcentaje de las
acciones; incluso las declaraciones de algunos ministros
en cuanto al proceso de liberalización, porque como sabe
muy bien no es el mismo proceso el que se está abordando
en todas las empresas públicas; no hay más que recordar
ahora aquí el caso del gas. Conocemos el expediente que
se paralizó, y por tanto la situación en la que este expe-
diente se ha planteado.

Las declaraciones del señor Alierta. (Rumores.) Lo
siento señor Pimentel, ya sé que usted no quiere hablar de
este asunto pero a los trabajadores de Tabacalera les afecta
mucho, conoce usted que afecta sobre todo a los trabajado-
res de la provincia de Cádiz, y creo que tendrá alguna pre-
ocupación por los trabajadores de la provincia de Cádiz;
por tanto, creo que me dejarán intervenir con tranquilidad
y no tendrá ningún inconveniente en que explique cuáles
han sido las declaraciones del señor Alierta. A pesar de
que usted ahora dice que no hay ninguna perspectiva de
ajuste en la empresa de Tabacalera, yo quiero recordarle
que hace poco tiempo, en los medios de comunicación, el
señor Alierta hablaba de la reducción del 25 por ciento de
la plantilla. (El señor Hernando Fraile: Señor presi-
dente, para una cuestión de orden.)

El señor PRESIDENTE: Enseguida se la daré, señor
Hernando.

El señor HERNANDO FRAILE: Señor presidente, sé
que estoy interrumpiendo a quien tiene la palabra, pero me
gustaría aclarar... (Rumores.—Varios señores diputados:
No puede.)
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El señor PRESIDENTE: Señor Hernando, una cosa es
que usted quiera intervenir y otra cosa es una cuestión de
orden, más bien de desorden.

El señor HERNANDO FRAILE: Si fuera posible que
me diera la palabra...

El señor PRESIDENTE: ¿En qué consiste el desor-
den?

El señor HERNANDO FRAILE: El desorden con-
siste, señor presidente, en que la comparecencia del secre-
tario general de empleo es para explicar el expediente de
regulación de empleo de Tabacalera, no declaraciones de
otros directivos de la empresa o de otros responsables,
pues creo que puede realizarse una comparecencia expre-
samente. (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Señor Hernando, no le doy la
palabra. (Continúan los rumores.) Estamos hablando del
expediente o del temor o preocupación en torno a la em-
presa, cosa que parece cierta.

El señor HERNANDO FRAILE: No, es del expe-
diente, no del temor; es del expediente. (Rumores y pro-
testas.)

El señor PRESIDENTE: Señor Hernando, quien soli-
citó la comparecencia está haciendo uso de su derecho a
pedir una mayor información del secretario general, o con-
firmar que no hay razón para los temores. (Rumores.)

El señor ALCARAZ MASATS: Señor presidente, no
es sólo temor, es que oficialmente, en diciembre, la em-
presa ha dicho que va a iniciar un nuevo expediente de re-
gulación de empleo.

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Alcaraz.
Volvamos al turno en el que está haciendo uso de la pa-

labra la señora Romero.
Por favor, continúe, señora Romero.

La señora ROMERO LÓPEZ: El Grupo Popular no
tiene mucho interés en que hablemos; lo siento. Creo que
no es solamente cuestión del señor Pimentel, sino que tam-
poco el Grupo Popular tiene mucho interés en que sigamos
hablando de este tema. Por lo visto no están muy contentos
con su posición respecto a esta materia.

Queremos decir que los gestores de este Gobierno,
cuando la empresa planteó el anterior expediente de regu-
lación de empleo, no han tenido la más mínima voluntad
de entrar en ese expediente de regulación. Ustedes lo usa-
ron como amenaza, sabiendo que el segundo paso era la
privatización salvaje de la empresa, y el tercer paso es lo
que ustedes, grandes paladines de la ley, llaman el cumpli-
miento estricto de la legalidad.

Hay muchas maneras de abordar un expediente de re-
gulación de empleo cuando se es empresa pública, y usted
está aquí ahora no como secretario general de Empleo, de

quien depende la Dirección General de Trabajo que tiene
que resolver el expediente, sino como miembro de un Go-
bierno que adopta decisiones colegiadas, y colegiadamente
decide las privatizaciones y el alcance de las mismas.

El cuadro de este expediente no es, por tanto, el de una
empresa en pérdidas. El Gobierno socialista, en el caso de
empresas en pérdidas, intentó negociar esos expedientes y
los negoció (Rumores.); incluso con empresas como Ta-
bacalera negoció los anteriores expedientes de regulación.

Los gestores de su Gobierno, con las instrucciones que
les han dado, no tuvieron voluntad de negociar una salida
social en el caso de Tabacalera. Ustedes están mostrando el
verdadero rostro, que es el de la amenaza. Respecto a la
plantilla se pavonean de que van a desprenderse del 25 por
ciento, a pesar de que usted, aquí y ahora dice que la em-
presa no piensa hacer ningún ajuste de plantillas. Presu-
men de ser eficaces porque no les temblará el pulso, pero
la lógica ha sido la del máximo beneficio, despreciando el
capital humano. No les importa el tejido industrial, no les
importa el empleo fijo en la provincia de Cádiz. Pueden
ustedes aprobar mociones en los plenos que encabezan sus
grupos, pueden ustedes encabezar manifestaciones, pero la
realidad es la del máximo beneficio; ni el factor humano ni
el factor Cádiz les importa a ustedes.

En respuesta a esta diputada, ustedes han hablado de los
beneficios empresariales; han hablado de la inversión del
Gobierno, me han respondido de la inversión del Gobierno
socialista en la defensa de Tabacalera de Cádiz, que ha
sido casi la mitad de la inversión del resto en las otras fac-
torías, y el número de trabajadores a los que afectaría el an-
terior expediente de regulación de empleo cuando la em-
presa no había iniciado el proceso de privatización.

Como diputada por Cádiz pienso que ustedes podían
haber rentabilizado la inversión que el Gobierno socialista
hizo para crear empleo en la provincia de Cádiz. ¿Cree que
la empresa privada tiene a Cádiz como prioridad? (Rumo-
res.) ¿Tiene como prioridad otras localidades donde exista
ese monocultivo? Ustedes conocen los 830 empleos fijos
en Cádiz, la mayor planta que tiene ahora mismo en Es-
paña; ustedes saben que todo lo que dicen sobre el empleo
fijo en Cádiz es falso. El escasísimo empleo que se ha 
creado es precario en el 90 por ciento, con respuestas que
ustedes también han dado a los parlamentarios. ¿Usted
cree que la empresa privada tiene como prioridad crear
empleo fijo? Ustedes saben que con los planes de la For-
cem se podían haber abordado los reciclajes necesarios
para el futuro de la empresa. Si tienen imaginación, los
planes de expansión de la empresa podrían haberse nego-
ciado con movilidad funcional y no con movilidad geográ-
fica. ¿Usted cree que a la empresa privada le importa real-
mente la cifra de desempleo de Cádiz?

Los gestores de su Gobierno, con instrucciones del pro-
pio Gobierno, las instrucciones que ustedes les dieron, no
han querido negociar el expediente de regulación de em-
pleo que presentó la empresa; lo han usado como una ame-
naza y sin voluntad de acuerdos. No han aceptado la posi-
ción de los grupos para que el Estado conserve un porcen-
taje importante. Han hecho caso omiso de los acuerdos de
pleno de ayuntamientos y diputaciones y, además, hacen
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declaraciones temerarias, incluidas las del presidente del
Gobierno. Cuando se juega fuerte también hay que saber
valorar las consecuencias y yo apelo aquí a las abundantes
declaraciones que hizo en mi circunscripción, en la pro-
vincia de Cádiz, su ministro de Trabajo; usted recordará
bien todas aquellas frases de que en la Bahía de Cádiz no
sobraba ningún trabajador y que la culpa era de los malos
gestores. Ahora, cuando los buenos gestores tienen ins-
trucciones de su Gobierno, los trabajadores sobran.

El señor PRESIDENTE: ¿Grupos que desean hacer
uso de la palabra? (Pausa.)

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra la señora Rivadu-
lla.

La señora RIVADULLA GRACIA: Tras lo oído hasta
el momento tenemos que felicitarnos por las declaraciones
a esta Comisión del secretario general de Empleo, en las
que dice que no va a haber un expediente de regulación de
empleo.

En el Congreso de los Diputados se ha manifestado esta
semana la preocupación de los distintos grupos por que el
proceso de privatización total de Tabacalera no afecte al
volumen de empleo. Varios grupos de esta Cámara nos he-
mos opuesto a que esa privatización sea total y, conjunta-
mente con los sindicatos del sector, hemos dicho que sería
mucho más conveniente una privatización parcial, un pro-
ceso ordenado de privatización que mantuviera en manos
del Estado un porcentaje de la empresa. Como dice la pro-
pia publicidad de la oferta de acciones, se trata de una em-
presa líder en el sector, que tiene grandes beneficios, y no-
sotros pensamos, señor secretario general, que esos benefi-
cios no los han hecho solamente los gestores, sino una
plantilla estable, una plantilla que hace mucho tiempo que
está en Tabacalera y a la que no se puede poner en almo-
neda.

En un proceso en el que Tabacalera pasase a manos pri-
vados debería existir previamente un plan de viabilidad
que garantizase la permanencia de los puestos de trabajo y
de los centros, que en muchos territorios son un núcleo im-
portante de tejido industrial. Nosotros pensamos que ése
debería ser un objetivo prioritario del Gobierno al que us-
ted pertenece. Para usted, como secretario general de Em-
pleo, la permanencia de la plantilla y de los centros de tra-
bajo debería ser una preocupación prioritaria. No podemos
caer en la paradoja de, por una parte, hacer grandes planes
de empleo, intentar sintonizar en Luxemburgo con una Eu-
ropa que tenga más contenido social y, por otra parte, que
no nos importe nada lo que pueda pasar con una empresa
como Tabacalera. A mí no me preocupa lo que vaya a pa-
sar con Tabacalera, ya que estoy convencida de que saldrá
adelante, lo que quiero es que, igual que dice la publicidad
«ponga rumbo a un gran valor», los trabajadores de Taba-
calera estén realmente en un rumbo seguro y tengan opor-
tunidad de permanecer en la empresa con un empleo esta-
ble garantizado. Usted, señor secretario general, dice que
no hay ningún proyecto de expediente de regulación. Lo
acaba de decir en sede parlamentaria y yo espero que lo
que ha dicho se cumpla.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Federal de Iz-
quierda Unida, tiene la palabra don Felipe Alcaraz.

El señor ALCARAZ MASATS: Señor Pimentel, sa-
ludo su participación en los debates de esta Comisión del
Congreso de los Diputados.

Ayer mismo hubo una gran manifestación en Sevilla,
como las que ha habido en otras capitales, y el asunto fun-
damental era el rechazo social y sindical a las privatizacio-
nes, a los procesos de privatización. Usted conoce muy
bien —hemos coincidido muchísimas veces en el Parla-
mento andaluz y en algún otro foro— que estas empresas,
además de, como en este caso, tener rentabilidad econó-
mica, tienen una gran rentabilidad social y sirven a la co-
hesión social de manera nítida, de manera clara. Cádiz ca-
pital tiene un 40 por ciento de paro y hay barrios que están
todavía en los años cincuenta; Sevilla capital tiene un 35 ó
36 por ciento de paro, y Málaga también tiene un paro muy
importante en la capital, y si citamos Gijón, Extremadura u
otros sitios veremos que en Tabacalera no sólo hay renta-
bilidad económica, sino que tiene una importancia radical
de cara a la cohesión social. Yo creo que se están equivo-
cando de manera clara; que podían haber retenido una
parte importante de las acciones, cosa que se está haciendo
en muchos países de la Unión Europea. No sé a qué viene
esta orgía de privatizaciones, que se corresponde con la
etapa de la Thatcher y con la política que ella alimentaba,
pero ella hizo las privatizaciones a lo largo de siete u ocho
años, no en el horizonte de dos años y de manera drástica
teniendo en cuenta la estructura de empleo que hay en este
país, que afecta y castiga de manera singular a distintas zo-
nas del Estado.

Además, están haciendo esta limpia en una etapa alcista
de la economía, cuando ya han entrado en la primera velo-
cidad del euro. Ahora no tiene ninguna justificación no
quedarse con nada. Cuando venga una etapa recesiva
—dentro de poco; las bolsas ya están anunciando algo—,
teniendo en cuenta que, además, por la nueva regulación
del IRPF van a dejar de ingresar unos 600.000 millones
—ése es el 11 por ciento del total y no 400.000 millones,
como se ha dicho—, no sé qué va a pasar. Yo creo que en
este país se está empezando a generar —ustedes ya lo com-
prueban al ir a Cardiff con la maleta vacía— una confron-
tación social muy seria a medio plazo y ayer ya vimos
algo. La falta de consenso que están logrando en relación
con el empleo, en el estudio que llevan a Cardiff y en
cuanto al resto de los asuntos que están poniendo sobre la
mesa y en los que demuestran un decantamiento excesivo
hacia los intereses de los empresarios, les va a hacer rular
—perdónenme la expresión— hacia una confrontación so-
cial bastante seria. Pero no es cierto que lo hagan por co-
herencia ideológica. Acaban de pactar que Gas Natural, en
Cataluña, no esté totalmente liberalizada ni tenga totales
competencias hasta el año 2013. Tienen que mantener el
sillón de la Moncloa y rompen constantemente la línea
ideológica.

Descendiendo a Tabacalera, diré que desde el año 1990
ha habido dos expedientes de regulación de empleo y que
se ha perdido aproximadamente el 22 por ciento de los em-
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pleados. Esta reducción se ha realizado a través de acuer-
dos con los sindicatos y, por lo tanto, ha sido una reducción
basada en jubilaciones anticipadas y bajas incentivadas. El
pasado mes de diciembre, de forma clara, de manera for-
mal, la dirección de Tabacalera informó de su intención de
poner en marcha un nuevo ERE que podía afectar al 7 u 8
por ciento de la plantilla. Lo han anunciado así y han dicho
que quieren contactos sindicales de cara a este nuevo ex-
pediente de regulación de empleo, que consistiría en jubi-
laciones anticipadas a partir de los 55 años y bajas incenti-
vadas, y cuyo alcance, en función de lo que se ha presen-
tado por la dirección de Tabacalera en el informe dirigido
a los analistas e inversores, puede llegar al 25 por ciento
del total de la plantilla. Por tanto, sí estamos en un debate
real, en un debate que afecta a la posición que va a tener el
Gobierno cuando se inicie este expediente de regulación
de empleo, según tenga o no acuerdo de los sindicatos. Ahí
sí interviene de manera directa la política del Gobierno.

Algunos sindicatos —aquí radica nuestra especial preo-
cupación–, concretamente Comisiones Obreras, han anali-
zado de manera rigurosa las pirámides de edades de todos
los centros y grupos laborales de Tabacalera y ha podido
constatar que el ERE, que ahora tiene la posibilidad, según
insinuó la dirección de Tabacalera, de ser de carácter for-
zoso para determinados centros o colectivos, puede afectar
en sus consecuencias —tenga o no condición de forzoso—
de forma preocupante a determinados centros, ya que su-
pone una descapitalización de la estructura laboral, de la
mano de obra, y, a nuestro juicio, plantea serias dudas so-
bre la supervivencia de la actividad en una serie de centros.
En estos estudios de Santander Investmen o de Salomon
Brothers se ha hablado de la reducción del 25 por ciento de
los 47 centros existentes de Tabacalera. Ésa es nuestra pre-
ocupación, que, en este sentido, va paralela a la reducción
de mano de obra. Los sindicatos han planteado que hay
que empezar a hablar de cara a este expediente de regula-
ción de empleo que la empresa puso sobre la mesa en este
próximo pasado mes de diciembre. Los sindicatos lo que
piden es que, con carácter previo a cualquier expediente de
regulación de empleo, se establezca un proceso de nego-
ciación que analice rigurosamente la situación del empleo
en función de los datos que he dado anteriormente y del
proyecto de la empresa y de los gestores que va a tener en
el marco de la privatización, que es la reducción del 25 por
ciento en tres o cuatro años tanto de los trabajadores como
de los centros de trabajo.

Por tanto, urge hacer un análisis centro a centro y sec-
tor a sector, estableciendo las garantías necesarias para
la supervivencia de los mismos y planificando a medio
plazo el comportamiento de las plantillas. Usted me dirá:
como ya es privada, que se haga. Pero es que, en función
de la política que ustedes mantengan a partir de ahora, se
hará de una manera o de otra. De ustedes depende en
gran parte, sea o no privada. Por ejemplo, yo le hago pre-
guntas concretas y espero que se me contesten porque
son preguntas que caracterizan su política laboral a par-
tir de ahora y que van a caracterizar la posibilidad de re-
cuperar ese diálogo que ustedes han roto en estos últi-
mos momentos.

Ante el posible desacuerdo con los sindicatos en este
expediente de regulación de empleo que se anuncia y que
afectaría a unas 700 u 800 personas, que puede llegar al fi-
nal a 1.600 ó 1.700, teniendo en cuenta que pudiera haber
desacuerdos, le pregunto: ¿tiene previsto el Gobierno auto-
rizar la puesta en marcha del expediente por resolución ad-
ministrativa si hay desacuerdo con los sindicatos? Es una
pregunta absolutamente concreta. Supongamos que no hay
acuerdo, ¿ustedes admiten ese expediente de regulación de
empleo? Segunda pregunta: ¿tiene previsto la Administra-
ción autorizar la movilidad geográfica forzosa? Porque, en
el marco de lo que le he dicho anteriormente, o hay una
gran inversión tecnológica con respecto a distintos centros
o tendrán que autorizar una gran movilidad geográfica en
el próximo período. Por tanto, ¿tiene previsto autorizar esa
movilidad geográfica forzosa, teniendo en cuenta que
puede no haber acuerdo con los sindicatos? Parto siempre
de esa base. Ustedes quieren ser garantes de un acuerdo
constante y permanente en su diálogo con los sindicatos. Si
no hay acuerdo, ¿ustedes autorizarían esta movilidad for-
zosa máxima que puede darse en el seno de la empresa? Le
formulo alguna pregunta más, señor Pimentel. ¿Conoce la
Administración —lo digo de cara a este próximo futuro y
a la política que ustedes puedan evacuar en este tema—,
que, a pesar de la intención que tiene la empresa de reducir
plantilla, hasta un 25 por ciento en los próximos tres o cua-
tro años, en este momento se mantiene el funcionamiento
de un tercer turno de noche, con personal eventual que
llega casi a las 400 personas? ¿Conoce la Administración
que este personal eventual —unas 360 ó 370 personas—
está contratado con la modalidad de por obra o servicio de-
terminado, cuando la actividad que desarrollan es la ordi-
naria de la empresa? ¿Conoce el Gobierno ese dato?

Le ruego que nos aclare estas preguntas, si afectan a los
dirigentes y a los responsables del Gobierno. Queremos
saber cuál va a ser su política laboral y cómo va a afectar,
en el caso de que no haya acuerdo con los sindicatos, en el
seno de la empresa Tabacalera.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene
la palabra el señor Caneda.

El señor CANEDA MORALES: En principio, tenía-
mos la duda de que hubiera habido alguna regulación fan-
tasma. Está claro que no ha habido ninguna regulación,
que no existe. Cuando no hay muchas cosas de las que ha-
blar y poder criticar, hay que inventárselas, hacer política
ficción. La intervención de la señora Romero demuestra
que poco conocía del tema de Tabacalera, debe ser porque
en Cádiz hay que buscarse alguna excusa para salir, ya que
no le encuentro sentido. Además, hace algunas afirmacio-
nes que son bastante atrevidas.

Nosotros tenemos que hablar, como siempre, con he-
chos. Cuando estamos creando empleo precisamente en el
sector industrial, cuando en dos años ha bajado el paro en
un 50 por ciento en dicho sector, ¿cómo puede venir aquí a
decirme eso? (La señora Romero López: En Cádiz, no.)
Perdone, déjeme intervenir, pero si quiere entramos en un
debate y hablamos de Cádiz, donde precisamente si tene-
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mos una diferenciación en la creación de empleo estable es
por la política socialista de la Junta de Andalucía que la
distingue del resto, incentivando el empleo eventual. En-
tonces, no casa mucho ni es muy coherente.

Intentando no entrar en el debate que se ha creado so-
bre la filosofía de toda la política de un Gobierno cuando
se pide la comparecencia para una regulación concreta
inexistente —repito— inexistente, creo que si hay con-
frontación social es labor de la oposición incentivarla,
pero no responde a la realidad de lo que es la creación de
empleo ni a la creación de empleo estable. Tabacalera,
como todas las empresas públicas, siendo pública ha
perdido empleo y ha sido con el Gobierno socialista,
porque ha estado ahí, con el que ha bajado ese 22 por
ciento que han mencionado. Ahora no existe ninguna re-
gulación. ¿Cómo vamos a hablar y cómo podemos anali-
zar nosotros esa regulación de empleo y esa moviliza-
ción geográfica, con qué datos, cuando todavía no se
sabe si va a haber regulación, no se sabe si va a haber
acuerdo o no, no se sabe en qué van a consistir las medi-
das que se quieren tomar? Tendríamos que hacer una
previsión con el infinito como tamaño si de todos los te-
mas empezamos a especular en función de las carencias
o las creencias de cada cual. Parece que al final se limi-
tan todas las comparecencias a hablar o repetir si es
bueno o no privatizar. Ése es un tema político, evidente-
mente, y respetamos, como siempre, que haya posicio-
nes que digan que no. Nosotros decimos que con esta po-
lítica económica se está creando empleo y se está te-
niendo una economía con crecimiento estable y con una
relación de crecimiento y creación de empleo superior a
la que jamás se haya dado en este país. Estamos conven-
cidos de ello y vamos a seguir.

Se cuestiona el momento de la privatización. Decir que
éste no es un buen momento para privatizar, cuando hay
una demanda de dinero en el mercado tremenda, me parece
bastante absurdo, desde el punto de vista económico. Está
claro que, siendo públicas, las empresas no han garanti-
zado el empleo. Y si en ese análisis hiciera una correspon-
dencia, verá que donde más intervención pública hay y
más se ha querido forzar la empresa pública es donde más
alto nivel de desempleo hay. El hecho de que las empresas
sean competitivas y funcionen, al final, significa más em-
pleo. Está claro que hay un distanciamiento ideológico y
económico en el planteamiento, pero eso no tiene nada que
ver con lo que es inventarse una regulación para buscarse
una intervención de cara a la galería.

El señor PRESIDENTE: Señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): Señorías, el portavoz del Grupo Popular
ha denunciado algunos calificativos, en concreto de la in-
tervención de la portavoz socialista que, siendo bonda-
doso, ha sido cuando menos errática, difusa y, desde luego,
demagógica y, aunque no es propio de usted, que en otras
intervenciones le reconozco que ha venido bien documen-
tada y con conocimiento de causa, en este caso con un des-
conocimiento de la realidad.

No hay expediente de regulación presentado. Esta Se-
cretaría General no tiene constatación de ello; no existe en
este momento. Ha habido otro portavoz de otro grupo que
ya ha puesto las cosas en su sitio: se teme que existe y, si
existiera, ¿qué se haría? El Gobierno tendrá que responder
qué haría y ahora lo diré, pero, desde luego, no existe ese
expediente de regulación presentado.

He de decirle a la señora diputada que lógica y legíti-
mamente puede hacer el uso demagógico que entienda de
sus propuestas, pero por respeto a esta Cámara y a los ga-
ditanos se les exigiría un mínimo conocimiento de la situa-
ción de la empresa, que en teoría parece interesarla aunque
en la práctica demuestra no conocerla. Por otro lado, mi-
raré la hemeroteca con detenimiento para ver si en las re-
gulaciones de empleo que hizo la empresa Tabacalera bajo
Gobierno socialista, que supusieron una reducción del 22
por ciento no teórica, no potencial, sino real, tuvo usted el
mismo interés. (La señora Romero López: Fueron nego-
ciadas.)

Siguiendo con su demagogia, no quisiera entrar a com-
parar continuamente porque es nuestra tierra, yo mismo
soy de allí, de Algodonales, un pueblo humilde de la sierra,
pero nosotros nos conocemos no por nuestras intenciones,
no por nuestras palabras, que, como dijo el poeta, se las
lleva el viento, sino por los hechos.

Ustedes han hecho una política que ha tenido un coste
en empleo industrial tremendo, terrible, no hay otro califi-
cativo para el balance global de la política industrial del
Partido Socialista. No tiene usted, como portavoz socia-
lista —legitimidad, toda— la autoridad moral para repren-
der una política industrial que hasta ahora va creando ri-
queza, va creando empleo, mientras su Gobierno la hun-
dió. ¿Recuerda lo que hizo su Gobierno en la industria es-
trella, Astilleros? El Grupo Socialista y el Gobierno socia-
lista hicieron cerrar Astilleros. ¿Cómo está Astilleros
ahora, en parte por la gestión actual? Está con carga de tra-
bajo. Usted se confunde y dice que hay un expediente de
regulación de empleo, que después se matiza porque no
existe, es un supuesto anuncio de unos directivos que lo
van a presentar, que a efectos jurídicos no es un expediente
de regulación de empleo, y construye esa intervención de-
magógica y barroca en la que no merece la pena que me
entretenga. Le deseo mayor fortuna en posteriores inter-
venciones, hace un flaco favor a la política andaluza y ga-
ditana, y me centraré en las intervenciones que, por lo me-
nos, plantean aspectos que sí han ocurrido y en los que sí
existe polémica.

Don Felipe Alcaraz plantea una visión, que no com-
parto, sobre el momento económico del país y percibe en
el ambiente unos negros nubarrones, donde parece que el
ciclo económico se va a invertir —según su propuesta— y
ve indicios en la evolución de la Bolsa. Es complicado ser
augur en estos temas, y no lo voy a pretender, pero parece,
y yo así lo creo, que estamos en un ciclo económico esta-
ble que se va a prolongar, no sentimos temor a un cambio
brusco de ciclo económico y además estamos convencidos
de que esta estabilidad va a tener efectos beneficiosos, no
sólo en el crecimiento económico, sino en el empleo. En
todo caso, al fin y al cabo es una comparecencia, no quiero
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hablar de un expediente inexistente de regulación de em-
pleo en Tabacalera. Pero su intervención sí plantea correc-
tamente el asunto. En caso de que se presentara, ¿cuál se-
ría el comportamiento de la Administración? Esto ya tiene
otro tipo de respuesta. Yo, lógicamente, no puedo prejuz-
gar si va a haber acuerdo o no, no debo hacerlo, hablo en
nombre de la Administración, jamás haría un solo comen-
tario y una sola intervención que pudiera prejuzgar o no un
acuerdo, cualquier intervención en esta línea podría tener
una incidencia directísima y me tengo que limitar a desear,
en el supuesto caso —que no conozco porque no tengo
constancia oficial de ese inicio de contactos— ese
acuerdo. En caso de un hipotético expediente de regula-
ción de empleo presentado administrativamente de forma
correcta, el Gobierno actuará en función de los plantea-
mientos y siempre con el Estatuto de los Trabajadores y la
ley en la mano.

No quiero entrar en el debate profundo —algo ha anti-
cipado el portavoz del Grupo Parlamentario Popular, señor
Caneda— en torno a la bondad o no de una política econó-
mica, de una política de liberalizaciones, de una política de
privatizaciones porque, modestamente, soy secretario ge-
neral de Empleo y me debo ceñir a la comparecencia. Yo le
diría que nos sentimos —podemos estar equivocados o no,
hay que ser humildes y modestos en la vida— profunda-
mente orgullosos de los resultados que se están obteniendo
con la política económica que se practica. Que el país está
creciendo no lo discute nadie; que el ritmo de crecimiento
de empleo —superior al 3 por ciento y que en un primer
trimestre va a ser francamente positivo— está siendo be-
neficioso para el país no lo discute nadie y, por tanto, mo-
destamente, estamos orgullosos de los resultados. También
desde esta modestia, no sé si esta política, que hasta ahora
ha dado unos resultados brillantes, podrá mantener o no
esos resultados a medio plazo. Modestamente, no lo sé; yo
creo que sí. Pero lo que sí sé con certeza, con convicción,
porque está en la memoria histórica, es cuál ha sido el re-
sultado económico, de empleo y en política industrial de
otro tipo de política económica que se ha desarrollado du-
rante doce años en este país bajo el frontispicio de la polí-
tica socialista. ¿Sabe usted cuál fue en materia de empleo?
Un millón doscientos mil desempleos más.

La señora ROMERO LÓPEZ: Señor presidente,
quiero acogerme al artículo 72.2 del Reglamento del Con-
greso, que dice que cualquier diputado puede pedir, du-
rante la discusión o antes de votar, la lectura de las normas
o documentos que crea conducentes a la ilustración de la
materia. La petición de esta comparecencia se ha hecho ba-
sándome en la respuesta a una pregunta sobre un expe-
diente de regulación de empleo que me dio el secretario de
Estado para las Relaciones con las Cortes. Aquí se está ha-
blando de un expediente de regulación fantasma, se ha di-
cho que no merece la pena hablar del expediente de regu-
lación de empleo. Yo ruego al presidente que lea ese docu-
mento.

El señor PRESIDENTE: Se trata de una pregunta es-
crita formulada por doña Carmen Romero. Asunto: expe-

diente de regulación de empleo de Tabacalera. Tiene la
misma fecha de registro de salida del Ministerio de la Pre-
sidencia que la que figura en el Registro general del Con-
greso de los Diputados, el 20 de febrero de 1998. Está fir-
mado por el Secretario de Estado para las Relaciones con
las Cortes.

Dice así: Asunto: expediente de regulación de empleo.
Punto 3. Se desconoce el número de trabajadores que fi-
nalmente podrían acogerse al expediente de regulación de
empleo, dado que el mismo se ha planteado con carácter
voluntario para el trabajador, si bien debe tenerse en cuenta
que el número total de trabajadores de este centro, que du-
rante el presente año de 1998 reúne las condiciones exigi-
das para acogerse a la modalidad de prejubilación —tener
una edad comprendida entre los 55 y los 63 años— as-
ciende a 94. Punto 4. Como ya se ha indicado anterior-
mente, el expediente de regulación de empleo se ha
planteado con carácter voluntario para el trabajador, no
sólo en la modalidad de prejubilación a la que antes se ha
hecho referencia sino también en la modalidad de bajas in-
centivadas, no siendo por tanto posible determinar el nú-
mero de trabajadores que optarán por solicitar la baja en la
empresa. Madrid, 17 de febrero.

Ésta es la respuesta del Ministerio de la Presidencia.
Con esto damos por concluido el tema.

La señora ROMERO LÓPEZ: Éste es el expediente
fantasma. (Rumores.)

El señor CERCAS ALONSO: No insulten a la señora
diputada. Es una respuesta de la Secretaría.

El señor CANEDA MORALES: No es un expediente,
luego se lo explico.

El señor ALCARAZ MASATS: Está anunciado. No
seáis cabezotas.

El señor PRESIDENTE: Silencio, señorías.

— MEDIDAS PREVISTAS A DESARROLLAR EN
EL DENOMINADO TERCER SECTOR PARA
CREAR OCUPACIÓN. A SOLICITUD DEL
GRUPO PARLAMENTARIO CATALÁN (CON-
VERGÈNCIA I UNIÓ) (Número de expediente
212/001138).

El señor PRESIDENTE: Punto último del orden del
día: Comparecencia, a solicitud del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), para informar acerca de las
medidas previstas a desarrollar en el denominado tercer
sector para crear ocupación.

Tiene la palabra el señor Pimentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): El tercer sector presenta un perfil de múl-
tiples caras, con desarrollo creciente y diversificado que
hace difícil la identificación de su ámbito de actuación.
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Para algunos expertos es una prolongación del sector de
servicios sociales, canalizado a través de las instituciones
sin ánimo de lucro de carácter no gubernamental. Sin
duda, esta percepción de carácter histórico correspondía a
la evolución de los años setenta y principio de los ochenta.
Sin embargo, los cambios sobrevenidos en una sociedad
civil, progresivamente más compleja y con un marco insti-
tucional cada vez más amplio y heterogéneo, nos hace pen-
sar que en su área de actuación debe incorporarse el espa-
cio intermedio entre lo público y lo privado, respondiendo
por tanto como alternativa con personalidad propia frente
al sector público y privado.

Como rasgo definitorio de este tercer sector podríamos
destacar lo siguiente. Desde el punto de vista de su marco
institucional, la estructura del tercer sector implica el vo-
luntariado, la cooperación social y el asociacionismo. Di-
versas normas hasta ahora han dado cobertura jurídica a
este marco institucional, como es el caso de la Ley de fun-
daciones e incentivos fiscales a la participación privada en
actividades de interés general o de la Ley del Voluntariado.
Asimismo, la Ley de Sociedades Laborales y la próxima
presentación de un proyecto de ley de cooperativas —en
esta Cámara ya está tramitándose a todos los efectos— do-
tarán de mayor flexibilidad las fórmulas de economía so-
cial e inserción laboral. A su vez, se encuentra en estudio
la posibilidad de una ley reguladora de las empresas de in-
serción que recoja el espíritu de la proposición aprobada
por el Congreso de los Diputados de 1995 en este sentido.

Desde el punto de vista económico y financiero, se trata
de actividades en las que conviven el trabajo voluntario y
sin retribuciones con el de asalariados con remuneración.
Los beneficios que se generan están destinados imperati-
vamente a financiar las actividades o, dicho de otra forma,
a ser distribuidos entre sus beneficiarios. Desde este marco
de la financiación, el principal problema que se plantea es
la dependencia del tercer sector de las ayudas públicas en
mayor medida que de las donaciones o de la venta de ser-
vicios.

Por último, desde el punto de vista estrictamente fun-
cional, podría definirse como la emergencia de la sociedad
cívica que crea capital social y trabajo remunerado y vo-
luntario, ocupando un espacio situado entre lo público y lo
privado. Se nutre, en general, de unidades de pequeño ta-
maño con un alto grado de descentralización local y de ini-
ciativa popular articulada en redes, que ofrece un enorme
potencial de creación de empleo y actividad. Su campo de
actuación es muy amplio, pudiendo abarcar los servicios
sociales, la economía social, los nuevos servicios a la co-
munidad, la mejora del medio ambiente, la ayuda al desa-
rrollo, la atención al colectivo con riesgo de exclusión o
marginación, etcétera, ofreciendo una respuesta a los retos
del cambio demográfico y social, a las nuevas necesidades
del Estado de bienestar y a las exigencias de participación
de la población en la vida económica y social a través del
empleo.

En España, las diferentes áreas de este tercer sector han
tenido un desarrollo menor que en otros países europeos y
una incidencia muy desigual, ya que mientras ha sido ele-
vada en el ámbito de los servicios sociales y de la coopera-

ción del desarrollo, lo ha sido mucho menor en el resto de
ellas. En los últimos años, sin embargo, se está produ-
ciendo un crecimiento continuado de la actividad de cul-
tura y ocio, educación e investigación, salud, medio am-
biente, desarrollo y vivienda, servicios legales y políticos,
etcétera, mostrando un dinamismo de gran importancia.
Nos hallamos, por tanto, ante una nueva configuración de
gran vitalidad en los próximos años para el fomento del
empleo y la prevención del desempleo, que requiere nue-
vas e imaginativas estrategias de actuación y todo el apoyo
que podamos darle.

Entendemos que hay dos agentes claves en este proceso
de desarrollo: por una parte, el sector público, que tiene un
papel importante que cumplir en estas materias, que le co-
rresponde actuar como agente estimulador y financiero en
su caso; y, por otro lado, la iniciativa privada, a través del
tercer sector, a iniciativa de los ciudadanos y las ciudada-
nas de este país, que actúa en la puesta en marcha de los
programas para dar respuesta a la demanda de servicios so-
ciales, no cubierta por los sectores tradicionales de la eco-
nomía, ni tampoco por el Estado.

Podríamos describir distintas medidas en los diferentes
planes de empleo, dentro de incentivación de contratación
de desempleados en actividades del tercer sector, incenti-
vación a la contratación; personal de plantillas en las
ONG; potenciación de la financiación privada sin ánimo
de lucro en actividades de interés general; fomento de la
economía social; medidas específicas para el colectivo de
mayores de 40 años; programas de integración laboral de
discapacitados; programa de atención a amenazados de ex-
clusión, siempre con fórmulas laborales en el ámbito del
tercer sector; plan de reinserción laboral de toxicómanos;
máximo aprovechamiento del Fondo Social Europeo, cuya
importancia hay que resaltar, como financiador de múlti-
ples iniciativas. Dentro de estos ámbitos y como medidas
novedosas vamos a desarrollar todo lo vinculado a nuevos
yacimientos de empleo en el ámbito local, entre ellos una
medida concreta: los talleres de empleo que permitirán 
a desempleados mayores de 25 años, que no pueden 
acogerse a las fórmulas de escuela-taller, acogerse a esa
fórmula mixta de empleo-formación que consideramos
muy importante.

Actualmente nos encontramos en una coyuntura muy
adecuada para impulsar mucho este sector, que ya está en
marcha, aunque podemos incrementarlo e incentivarlo, en
muchos casos por iniciativa propia y en otros por demanda
de la sociedad.

Creemos que la Ley de cooperativas potenciará la coo-
perativa de inserción social, que puede tener efectos posi-
tivos en este ámbito. Una posible ley de empresas de in-
serción podría constituir otro elemento, otro mecanismo de
canalización de estas acciones hacia el futuro.

Como orientaciones específicas a considerar en el fu-
turo podríamos señalar: la potenciación del sector, favore-
ciendo su extensión en términos, tanto cuantitativos como
cualitativos, con fijación de principios, como orientación
de las actividades que permitan identificar los resultados
alcanzados, estándares de calidad a conseguir, etcétera;
promoción de los sistemas de captación de recursos esta-
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bles, no dependientes en exclusividad de las subvenciones
del Estado, estableciendo criterios de eficacia en función
del resultado, con impulso de las acciones de mecenazgo
que posibiliten contribuciones al desarrollo del tercer sec-
tor desde la iniciativa privada; potenciación de la vertebra-
ción de la sociedad civil, cuyo desarrollo es aún incipiente,
favoreciendo la información y reconocimiento social de
este tipo de instituciones, como aplicación de la nueva ley
de voluntariado; apoyo a la diversificación del sector, po-
sibilitando el nacimiento de organizaciones que se orienten
hacia la cultura, el medio ambiente, los servicios de proxi-
midad, entre otros, con fijación de formaciones específicas
que permitan la profesionalización y certificación de las
ocupaciones a desempeñar. Estos servicios técnicos deben
ir dirigidos también a los órganos rectores de las institu-
ciones. Por último, consideración inequívoca, sin duda, del
tercer sector como fuente de creación de empleo y de pre-
vención de la exclusión, a partir de programas de impulso
de actividad independiente, y creación de microempresas;
todo ello vinculado, en el ámbito novedoso y dentro de la
gestión de las comunidades autónomas, al campo local
donde creemos que por sus características este tercer sec-
tor y este yacimiento de empleo pueden desarrollarse con
mayor intensidad.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo solicitante,
Convergència i Unió, tiene la palabra el señor Campuzano.

El señor CAMPUZANO Y CANADÉS: Señor presi-
dente, en la intimidad de esta fase final de la Comisión de
Política Social, voy a exponer la posición del Grupo Parla-
mentario Catalán.

Creo que todos los grupos podemos compartir la des-
cripción que el señor Pimentel ha hecho de lo que se en-
tiende por tercer sector por aspectos que configuran su per-
sonalidad, por sus virtudes para el conjunto de la sociedad.
Me permitiría añadirle tres elementos más a esa descrip-
ción: su profundo carácter democrático, su alternativa en
un momento de redefinición en muchos aspectos del fun-
cionamiento del Estado del bienestar y el papel que ese ter-
cer sector puede generar en determinadas demandas socia-
les. Y, como digo, hay un tercer elemento que para mí es el
más sugerente de todos. En muchísimas ocasiones, en esta
Comisión, en debates en el Congreso sobre el empleo, he-
mos planteado la necesidad de avanzar hacia una nueva
cultura del trabajo. Es evidente que la manera de organi-
zarse y de formarse del tercer sector va ligado también a
esas necesidades que esta nueva cultura del trabajo, en el
medio y largo plazo, va a empezar a introducir. Éstos son
elementos suficientemente sugerentes para que desde los
poderes públicos se desarrollen políticas específicas para
este sector. Todos estaríamos de acuerdo en los grandes
ejes del discurso que ha expresado el secretario general.

Me gustaría poner encima de la mesa algunos datos
muy escasos, indicativos de la importancia de lo que esta-
mos hablando y también hacerle una petición al secretario
general. Quiero recordar que un reciente estudio de la Fun-
dación del BBV afirma que este tercer sector representa el
7 por ciento del PIB del Estado español; por tanto, no es

tan sólo que estemos hablando de iniciativas altruistas, ca-
ritativas, sino que estamos hablando de iniciativas que
crean riqueza y empleo y que, además, introducen ese va-
lor añadido de su carácter democrático, de su función de
dar solución a demandas sociales y de premonición de por
dónde van a ir los tiempos futuros. Además, en ese mismo
estudio de la Función del BBV se habla de que cerca de un
40 por ciento de los ciudadanos españoles tienen algún
tipo de vinculación con esas realidades. Y desde una na-
ción como Cataluña, donde el tejido social de estas carac-
terísticas es potente y exigente, es evidente que nuestro
grupo parlamentario debe plantear al Gobierno necesaria-
mente que se ha de hacer un mayor esfuerzo de concre-
ción, de iniciativas que faciliten efectivamente que este
sector cree empleo.

En el documento del Plan de empleo, presentado re-
cientemente en Cardiff, hay un apartado que habla de la
economía social. Es evidente que desde hace años, desde
la Unión Europea se está lanzando el mensaje de los nue-
vos yacimientos de empleo, todos ellos relacionados pro-
fundamente con el mundo de la organizaciones no guber-
namentales. Pero el contenido del propio plan —en la in-
tervención que hice en el debate de la semana pasada así lo
manifesté— creo que es excesivamente genérico de ma-
nera destacada en ese tema. El Plan aporta estrictamente
como novedades la Ley de cooperativas. El secretario ge-
neral sabe que acerca del texto que yo conozco mantene-
mos importancias discrepancias sobre el ámbito de aplica-
ción de esta nueva ley y, por otro lado, hay una cuestión
pendiente que es la necesidad de regular también por ley
las empresas de inserción laboral. Nos parece que debe-
mos avanzar diseñar un plan global del Gobierno que con-
temple medidas fiscales específicas para este sector. La
Ley de fundaciones a la que usted ha hecho referencia, ela-
borada en la anterior etapa e impulsada por nuestro grupo
es claramente insuficiente. También tenemos que ser capa-
ces de establecer medidas de tipo laboral que tengan en
cuenta las características propias de este sector.

Antes de entrar en la Comisión la diputada del Grupo
Popular, que es la compañera que va a intervenir, me re-
cordaba que es un sector nuevo, que es normal que en mu-
chos de estos temas aún se haya avanzado poco. Eso es ab-
solutamente cierto. La fortaleza del conjunto de nuestras
sociedades civiles no la podemos poner en relación con las
de otros Estados de la Unión Europea. Sin embargo, creo
que hoy existen condiciones —y usted lo ha dicho— que
pueden permitir generar un diálogo social a fondo con este
mundo para encontrar medidas que realmente favorezcan
esta creación de empleo. Evidentemente, eso no nos lo va-
mos a encontrar ni en el mundo empresarial ni en el de los
sindicatos. Seguramente el mundo de la economía social
en general, y más en concreto el mundo del tercer sector,
hoy no se encuentran ubicados en una situación estratégica
que les permita convertirse en elementos condicionantes
de nuestra agenda política; la agenda política en materia
social y laboral la están marcando las asociaciones empre-
sariales y los sindicatos.

Este tercer sector necesita de estas políticas específicas
seguramente con menor capacidad de impacto en los me-
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dios de comunicación, con menor capacidad de moviliza-
ción social en las calles, como aparentemente pueden tener
otros agentes. Por eso, nosotros, a través de esta compare-
cencia, lo que planteamos al Gobierno es la necesidad de
avanzar sobre estas cuestiones que usted nos ha mencio-
nado y buscar líneas de actuación específicas, más allá de
esas dos iniciativas legislativas que supongo vamos a po-
der debatir bien pronto en este Congreso.

Éste es un sector de futuro, éste es un sector que puede
crear ocupación, éste es un sector que puede crear riqueza,
y para que eso se produzca tenemos que situarlo como ele-
mento prioritario en nuestras agendas en las agendas polí-
ticas de todos. Intuyendo que eso hoy no va a salir de aque-
llos a quienes atribuimos prioritariamente la representa-
ción del mundo social, entendemos que es bueno que el
Congreso avance.

Me comentaban que hoy mismo la secretaria general de
Asuntos Sociales tiene una reunión en el ministerio con un
grupo importante de ONG que se dedican a estas cuestio-
nes, precisamente para explicarles el Plan de empleo. Al-
gunas de estas organizaciones, que son catalanas y que lle-
van muchísimo tiempo creando empleo, seguramente le
van a proponer a la secretaria general medidas imaginati-
vas que hoy están funcionando en otros Estados de la
Unión Europea y que pueden resolver problemas concre-
tos que hoy este mundo tiene para poder crear empleo.
Queremos pedir al Gobierno que sea sensible a esa reali-
dad y, evidentemente, desde Convergència i Unió vamos a
impulsar, esperamos que con su colaboración, medidas
que permitan conseguir esos objetivos.

El señor PRESIDENTE: ¿Grupos que desean hacer
uso de la palabra? (Pausa.)

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra doña Matilde
Fernández.

La señora FERNÁNDEZ SANZ: El Grupo Socialista
es consciente de la hora en la que estamos, de la jornada
tan intensa que el secretario general de Empleo ha tenido
en esta Comisión y también de que sobre política de em-
pleo hemos hablado recientemente, en la comparecencia el
jueves pasado del ministro de Trabajo, donde nos posicio-
namos todos los grupos. Por tanto esta diputada va a ob-
viar, y espero que nadie lo considere una falta de cortesía,
el marco de la política de empleo del Grupo Socialista,
dándola por conocida por el ministerio, por el secretario
general de Empleo y por todos los que formamos parte de
esta Comisión.

La oportunidad que nos muestra esta solicitud de com-
parecencia nos permite, aunque sea telegráficamente, ha-
cer dos o tres reflexiones. La primera de ellas es que el em-
pleo ha sido prioridad del Grupo Socialista cuando gober-
naba y ahora que está en la oposición, y lo es por algo tan
claro como son los datos. Tenemos el doble de paro que el
entorno europeo del que formamos parte, las mujeres tie-
nen el doble de paro que los hombres, los jóvenes tienen el
doble de paro que el conjunto de la población parada espa-
ñola. Éste es el resultado incluso después de vivir global-
mente algo sobre lo que espero que no haya opinión dis-

crepante, y es que, desde el inicio de nuestra democracia,
nuestro país ha sido capaz a la vez de crecer por encima de
la media europea, recuperar atrasos y acortar distancias.

A veces aquí nos arrojamos cifras, nos arrojamos pa-
rados, y a mí me produce perplejidad, porque los análi-
sis, en lo que afectan a paro y a desempleo, se tienen que
hacer teniendo en cuenta las realidades. ¡Qué suerte
tiene el Gobierno actual y, si quieren, qué suerte tuvo el
Gobierno socialista que se encontró ya resultados mejo-
res con lo que hizo el Gobierno de UCD! ¡Qué duro de-
bió de ser la situación del Gobierno de UCD en el inicio
de la democracia! ¡Qué duro ha sido ver cómo nuestro
país tenía que modernizarse y tenía que ajustar el empleo
agrícola a las medias europeas y convertirlo en empleo
alternativo en el sector industrial, ajustar la obsolescen-
cia del sector industrial en la década de los 80, e incluso
potenciar el sector servicios! Por supuesto que le queda
mucho por hacer al Gobierno actual; pero arrojar aquí
las cifras y hablar de datos sin tener en cuenta las trans-
formaciones serias, profundas, realizadas en este país no
me parece riguroso.

La segunda reflexión es que el Grupo Socialista estima
que hemos de llevar a cabo esta lucha contra el paro, esta
lucha por el empleo consolidando el modelo social euro-
peo de crecimiento económico, empleo y redistribución de
la riqueza. Por suerte, hoy ya tenemos organismos interna-
cionales que antes no nos acompañaban en este discurso de
tono progresista. Hoy, el Banco Mundial, la OCDE, la
OIT, el informe de desarrollo humano de Naciones Unidas,
todos, empiezan a decir que los modelos neoliberales de
desarrollo económico están llamados al fracaso; que los
que creen que el mercado lo puede hacer todo nos condu-
cen al fracaso y que los modelos económicos tienen que ir
acompañados del objetivo de la prioridad por la creación
de empleo y, a la vez, la redistribución de la riqueza. Ahí
enmarco yo la comparecencia de Convergència i Unió, la
intervención del secretario general de Empleo y el marco
de la directriz número 10 del Plan de acción para el empleo
del Reino de España, que nuestro Gobierno nos ha presen-
tado recientemente. A esa directriz número 10, esta dipu-
tada, en nombre de su grupo, desea decir: para potenciar el
empleo local, señor secretario general de Empleo, es nece-
sario la lealtad entre las administraciones, entre la Admi-
nistración del Estado, la autonómica y la local. Voy a po-
ner un ejemplo del esfuerzo que todavía tenemos que hacer
en esa dirección.

Hoy ha habido Comisión de Agricultura. Esta diputada
tiene en su circunscripción dos Programas Leader y pidió a
la Comisión de Agricultura que se analizara este tema.
Cuando hablo de lealtad lo hago de seriedad y de rigor.
Con ayuda comunitaria, tenemos en España 130 progra-
mas Leader; es una iniciativa de desarrollo de empleo y de
economía social. El Ministerio de Agricultura sí cubre la
financiación que debe, pero el Ministerio de Trabajo y el
Ministerio de Economía son dos ministerios que llevan
mucho tiempo de silencio administrativo —de ahí una ini-
ciativa hoy mismo en la Comisión de Agricultura—, origi-
nando un problema financiero muy importante a las corpo-
raciones locales, a las rurales.
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Por lo tanto, primera reflexión con un ejemplo —los
ejemplos no sirven nada más que como tales, no para ex-
trapolar—: reclamar del Gobierno el esfuerzo constante
que hemos de realizar entre todos, pero que supone la leal-
tad, el pacto, el acuerdo y el respeto de las reglas del juego
entre las administraciones.

Segunda reflexión ante el fenómeno de los nuevos yaci-
mientos que el secretario de Empleo ha comentado. Para
que podamos potenciar los nuevos yacimientos de empleo
que este país puso en marcha por ideas sugeridas por los
sindicatos de clase de nuestro país y de un Gobierno —el
autonómico de Baleares, que lo veía—, empezamos a ha-
blar de yacimientos de empleo antes de que Delors los lla-
mara así y los escribiera en su libro blanco. El programa de
vacaciones de la tercera edad y el programa de termalismo
es precursor de la reflexión del libro blanco de Delors.
Para que eso naciera fue necesario poner un fondo econó-
mico que administraba el Gobierno de la nación. Fue fruto
de los acuerdos. En aquella época yo era sindicalista, pero
en este momento, señor secretario general de Empleo, no
recuerdo si fue el AMI, el AES o el ANE, pero fue uno de
esos acuerdos el que posibilitó recursos para esos yaci-
mientos de empleo, como ahora los llamamos. Pediríamos
la reflexión al Gobierno acerca de que para potenciar yaci-
mientos de empleo hay que disponer de recursos.

Tercera idea, aunque creo que la ha apuntado el señor
Pimentel. Si son tan importantes, y comparto que lo son,
las estructuras para potenciar los agentes de desarrollo lo-
cal y los mecanismos de asesoramiento a corporaciones y
ONG y de evaluación de estas iniciativas, esto implica or-
ganigramas y recursos económicos bien dibujados para
dotarlos de aquellos servidores del Estado, de aquellos
funcionarios que se superespecialicen y se reciclen cons-
tantemente para ser creadores y estimuladores de estas ini-
ciativas en el ámbito local y en el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales.

Por último, pediría al conjunto de la dirección del Mi-
nisterio de Trabajo y Asuntos Sociales una reflexión para
que se recoja en este apartado 10 el Plan concertado, la red
básica de servicios sociales. Puede ser su diseño de política
de bienestar. Desde el diseño de los socialistas, la red bá-
sica de servicios sociales formaba parte de la primera red
de protección del Estado del bienestar español. Pretendía-
mos que se universalizara como la educación, la sanidad y
las pensiones. Se tenía que hacer de otra manera, en parte
por las reivindicaciones constantes de los nacionalismos.

En los primeros acuerdos con Convergència i Unió, ya
en la época de UCD, se transfirieron lo que iban a ser los
servicios sociales sin tener una ley marco, incluso sin ha-
bernos puesto a trabajar en los contenidos y con recursos
económicos precisos. Eso se hizo a posteriori, y se fue te-
jiendo con mimo en el pacto entre las tres administracio-
nes. Pero el Grupo Socialista y esta diputada piensan que
la red básica de servicios sociales debería seguir siendo, en
el esquema buscador de consenso en la sociedad española,
una política más a universalizar, sumándola a la protección
de desempleo, las pensiones y la sanidad.

Terminaría diciendo que desde el Grupo Socialista ha-
brá iniciativas, cómo no, habrá apoyo a las iniciativas que

plantee el Gobierno y habrá otras complementarias para
seguir mostrando a la sociedad española que la creación de
empleo es la prioridad número uno de este Parlamento.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra la señora Matador.

La señora MATADOR DE MATOS: Señor secretario
general de Empleo, dada la hora voy a ser muy breve.

Señora Fernández, nosotros no discutimos su preocupa-
ción por el empleo en la época del Gobierno socialista,
pero sí tengo que decirle que el Gobierno del Partido Po-
pular está creando empleo, y estable. A los datos me re-
mito.

Ciñéndome a la comparecencia, voy a obviar todo lo
que tenía preparado porque ya lo ha explicado claramente
el secretario general de Empleo. Sí quiero decirle al porta-
voz de CiU que vamos a seguir actuando en esta línea.
Como le comenté antes, es un sector no novísimo, pero sí
nuevo. El Gobierno está adoptando en esta materia una se-
rie de medidas que ya se han plasmado, tanto en el pro-
grama plurianual de empleo como en el Plan nacional de
empleo.

Quiero recordarles que en el Programa plurianual de
empleo de 12 de septiembre de 1997 se consideraba este
sector como un potencial elevado en términos de genera-
ción de nuevas ocupaciones. El objetivo principal era fo-
mentar los servicios de proximidad, creando las condicio-
nes adecuadas para que parte de los servicios sociales pu-
dieran ser comercializados en el libre mercado con crite-
rios de eficiencia económica, como son los servicios do-
miciliarios, asistencia a personas mayores, cuidado de ni-
ños, ayudas técnicas y teletrabajo para discapacitados y
servicios de inserción laboral. Y, sobre todo, deseo recalcar
la importancia que tiene en esta materia el sector público y
las organizaciones no gubernamentales.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pi-
mentel.

El señor SECRETARIO GENERAL DE EMPLEO
(Pimentel Siles): También con brevedad, quiero agradecer
las intervenciones de los tres grupos que reflejan el interés
compartido por los nuevos yacimientos de empleo y por el
desarrollo de ese sector. Mi única duda conceptual, cuando
cuantificamos excesivamente estos nuevos yacimientos de
empleo, es que la sociedad es rica y profusa. En función
del documento Delors, hemos decidido clasificarlo mu-
chas veces en cuatro grupos con 17 áreas, cuando la reali-
dad es mucho más rica. Sería un error, y así lo estamos
considerando, pretender que sean aquellas que se desarro-
llan bajo unos epígrafes.

Recojo el guante que nos lanza el portavoz de CiU
como propuesta. No hemos debatido —no la conozco— la
diferencia fundamental con su grupo en el proyecto de ley
de cooperativas; lo estudiaremos en su momento. Se hace
con el ánimo de modernizar la legislación y sabe usted que
el ámbito nacional corresponde a cooperativas que actúan
en más de una comunidad autónoma y en aquellas que no
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tienen ley propia y, por tanto, no afectaría a las cooperati-
vas amparadas en las leyes autonómicas que tienen plena
vigencia jurídica. Sí le confirmo que estamos trabajando
no sólo la Secretaría de Asuntos Sociales, sino también la
Secretaría de Empleo, en una posible ley de empresas de
inserción. Consideramos que sería oportuna, conveniente
y también que, una vez vinculada esa ley —dando res-
puesta, anticipándome al punto segundo que planteaba la
portavoz socialista—, una vez creada esa vía, el Gobierno
es consciente de que tiene que poner recursos para poder
desarrollar estas empresas, que tienen, si lo hacemos con
inteligencia, unas necesidades financieras no elevadas,
dentro del volumen de lo que es un presupuesto y, desde
luego, la inversión que se haga se recupera con inteligen-
cia. Ése es el caso —y no me duele decirlo; lo he dicho en
cualquier foro— de iniciativas del anterior Gobierno 
—hay cosas que criticamos y otras que ponderamos—,
como el programa de termalismo y viajes de tercera edad,
que nos parece una medida inteligente, que se mantiene,
que se desarrolla y que ha dado lugar no sólo a un benefi-
cio social innegable —que lo tiene— porque es una pro-
tección, un  beneficio social más que el Estado aporta a sus
ciudadanos y ciudadanas, sino que además ha tenido ren-
dimiento económico y de empleo. Por tanto, es un sistema
que permite lo que viene a denominarse popularmente la
cuadratura del círculo, y merece todo el apoyo y todo el es-
fuerzo.

Sería bueno que tuviéramos agendas compartidas para
estos compromisos. El Gobierno no tiene principios neoli-
berales en esta materia, no los planteamos, no lo somos y
le hablo desde el ámbito responsable. Entiende que en una
participación pública debe haber intervención pública
desde normas que la incentiven y, desde luego, con presu-
puestos. En esa línea estaríamos encantados de cualquier
aportación que desde su grupo y desde cualquier otro se
pudiera hacer no sólo para el contenido de normas, sino
para planes específicos con programas y calendarios.

No entraré en la intervención de la portavoz socialista
porque coincido con ella y también con la reflexión que
ha hecho la portavoz del Grupo Popular; no sería bueno
entrar en este momento en guerra de cifras acerca de esta
valoración. También coincido con ella en su segundo
planteamiento importante: que hay que consolidar un
modelo de crecimiento económico, que podemos llamar
occidental, que está ya muy acreditado, donde la libertad
de empresa es un pilar fundamental, pero sin caer en ten-
taciones neoliberales. Creo que la libertad de empresa
debe ser el motor básico; los agentes personales deben te-
ner ese protagonismo pero, una vez dicho eso, el Estado

tiene un papel importantísimo que cumplir garantizando
determinados derechos y, además, es beneficioso. Este
Gobierno no postula la escuela neoliberal y, desde luego,
este secretario tampoco lo hace. Por tanto, dentro de ese
principio, y dando protagonismo a la sociedad civil, en-
traría la directriz 10.

También coincido en la necesidad de lealtad entre ad-
ministraciones; no voy a entrar en polémica. No conozco
—y eso sí que me ha preocupado— que el Ministerio de
Trabajo no haya aportado los fondos al Programa Leader;
a estas alturas no lo conozco. Si es así, vamos a profundi-
zar porque personalmente me jacto de llevar bastante a ra-
jatabla estas cuestiones. Estudiaré si hay algún tipo de pro-
blema, porque no se lo puedo decir en este momento. Si lo
hubiera, quedará resuelto inmediatamente.

Coincido en la necesidad de profesionalizar y hacer el
organigrama adecuado. No conozco en profundidad, algo
me ha comentado la secretaria de Asuntos Sociales, la si-
tuación del plan concertado que usted anuncia. El postu-
lado básico de su intervención me parece correcto; no
puedo profundizar porque no lo conozco y no quisiera de-
cir ninguna inconveniencia.

En cuanto a la intervención del Grupo Popular, tengo
una coincidencia absoluta con sus planteamientos.Agra-
dezco el apoyo a la línea iniciada.

Me atrevería a decir a los tres grupos proponentes que,
en este campo, donde hay mucha materia novedosa, donde
el libro está por escribir, donde creo que hay voluntad de
todos para incentivarlo, porque hay fondos —los va a ha-
ber—, la presentación de iniciativas sería extraordinaria-
mente positiva. El Gobierno contrae el compromiso de es-
tudiarlas y analizarlas y haremos lo que podamos. Estamos
en un momento particularmente adecuado, ahora que la
economía y el empleo van —no voy a entrar en califica-
ciones— razonablemente bien, que nos permite dedicar
fondos a políticas activas derivadas no sólo del creci-
miento del empleo, para proponer este tipo de iniciativas.

Reitero mi agradecimiento al aspecto constructivo y
profundo que han tenido sus intervenciones.

Muchas gracias, señor presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pi-
mentel.

Muchas gracias a todos. Aunque somos pocos, creo que
hemos demostrado capacidad de resistencia en esta larga
sesión.

Se levanta la sesión.

Eran las tres y cinco de la tarde.
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